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1) TEXTO DE LA CITACION 
“Montevideo, 23 de diciembre de 1996. 


La CAMARA DE SENADORES se reunirá en sesión ex- 
traordinaria, el próximo jueves 26, a la hora 16, a fin de 
hacer cesar el receso, informarse de los asuntos entrados y 
considerar el siguiente 


ORDEN DEL DIA 


1%) Discusión particular del proyecto de ley de riego con 
destino agropecuario. 


(Carp. N” 440/96 - Rep. N” 337/96) 


2% Discusión particular del proyecto de ley relacionado 
con el fomento de la formación e inserción laboral de 
los jóvenes. 


(Carp. N” 455/96 - Rep. N” 340/96) 


Mario Farachio 
Secretario” 


Jorge Moreira Parsons 
Secretario 


2) ASISTENCIA 


ASISTEN: los señores Senadores Andújar, Astori, Bat- 
lle, Brezzo, Cid, Couriel, Chiesa, Dalmás, Fernández Fain- 
gold, Gandini, Garat, Gargano, Hierro López, Jrurtia, Kor- 
zeniak, Mallo, Michelini, Millor, Pereyra, Posadas Mon- 
tero, Pozzolo, Ricaldoni, Sanabria, Santoro, Sarthou, Se- 
govia, Storace y Virgili. 


FALTAN: con aviso, el señor Senador Heber y, sin aviso, 
la señora Senadora Arismendi. 


3) ASUNTOS ENTRADOS 


SEÑOR PRESIDENTE. - Habiendo número, está abierta 
la sesión. 


(Es la hora 16 y 14 minutos) 
-Dése cuenta de los asuntos entrados. 


(Se da de los siguientes:) 
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- Discusión particular del proyecto de ley por el 
que se la fomenta. 


- Por moción del señor Senador Gandini se re- 
suelve incluir este tema en el orden del día de 
la sesión extraordinaria a celebrarse el día 4 de 
febrero de 1997. 


9) Se levanta la sesión .........ommommmmoo bereiciiionas tacióas 420 


“Montevideo, 26 de diciembre de 1996. 


La Presidencia de la Asamblea General destina va- 
rios Mensajes del Poder Ejecutivo a los que acompañan 
los siguientes proyectos de ley: 


por el que se concede pensión graciable al señor 
Walter Alfaro Silva. 


-A la Comisión de Asuntos Laborales y Seguridad 
Social. 


por el que se establece que los regímenes especiales 
en materia de causales, promedios, topes jubilato- 
rios e incompatibilidades que en su oportunidad fue- 
ron establecidos por las Leyes Nos. 16.320 y 16.462 
y que fueron declarados inconstitucionales por Sen- 
tencia N” 338 de la Suprema Corte de Justicia, 
se consideran vigentes cuando el afiliado hubiere 
configurado todos y cada uno de los extremos que 
la normativa exige. 


-A la Comisión de Asuntos Laborales y Seguridad 
Social, 


El Poder Ejecutivo remite un Mensaje comunicando 
que conforme lo establecido en el artículo 174 de la 
Constitución ha designado Ministro de Industria, Ener- 
gía y Minería al doctor Julio Herrera. 


-Téngase presente. 


El Poder Ejecutivo remite Mensajes comunicando 
la promulgación de los siguientes proyectos de ley: 


por el que se regula el funcionamiento de las guar- 
derías infantiles. 


por el que se autoriza la salida del país de una Fra- 
gata perteneciente a la Armada Nacional y su tripu- 
lación para participar en la “Operación ATLASUR 
HT”. 


por el que se designa con el nombre “José Garibaldi” 
la Escuela N” 144 del departamento de Montevideo. 


por el que se designa con el nombre “Maestra Elisa 
Sáenz Rivero” la Escuela Rural N* 57 de la (la. 
Sección Judicial del departamento de Canelones. 
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y referente al régimen de traslación de los días fe- 
riados. 


-Ténganse presente y agréguense a sus anteceden- 
tes.” 


4) CAPITAN DE NAVIO DON OMAR MURDOCH. Ho- 
menaje a su memoria. 


SEÑOR PRESIDENTE. - El Senado se reúne hoy en se- 
sión extraordinaria a fin de hacer cesar el receso para realizar 
la discusión particular del proyecto de ley sobre riego con 
destino agropecuario. 


SEÑOR SANTORO. - Pido la palabra para una cuestión 
de orden. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor Sena- 
dor. 


SEÑOR SANTORO. - Señor Presidente: ha fallecido el 
Capitán de Navío retirado don Omar Murdoch y quisiéramos 
rendirle homenaje, ya que ejerció la Presidencia del Directo- 
rio del Partido Nacional cuando se dieron los acontecimientos 
de 1973. Me gustaría considerar el tema en este momento. 


SEÑOR PRESIDENTE. - De acuerdo a lo que ha sido 
tradicional en el Parlamento, creo que no habría inconvenien- 
te en que como primer punto del orden del día, se realizara el 
homenaje al Capitán de Navío Omar Murdoch. 


Tiene la palabra el señor Senador Santoro. 


SEÑOR SANTORO. - Señor Presidente: con el talleci- 
miento del Capitán de Navío retirado don Omar Murdoch 
desaparece uno de los ciudadanos de mayor dignidad cívica 
que nosotros hayamos conocido en este país. De profesión 
militar naval, fue un jefe distinguidísimo de nuestra Armada 
Nacional. Durante el desempeño de sus funciones en la mis- 
ma, tuvo cargos de gran importancia y participó en hechos 
trascendentes como el salvataje del pesquero “Isla de Flores”, 
ocurrido hace varios años. 


Además, don Omar Murdoch tuvo importantes misiones 
en el exterior, representando con dignidad, con capacidad y 
con un alto sentido profesional a nuestra Armada Nacional. 
Asimismo, cumplió importantes funciones técnicas durante 
muchos años en su calidad de Inspector Técnico de los petro- 
leros de ANCAP, tarea que desempeñó con enorme solven- 
cia. 


En el año 1972, sin haber tenido militancia en materia 
política en razón de su carrera militar activa, don Omar Mur- 
doch pasó a presidir el Directorio del Partido Nacional como 
consecuencia de una transacción que surgió entre los sectores 
que orientaban don Alberto Heber Usher y don Wilson Fe- 
rreira Aldunate. Don Omar Murdoch pasó así a ser Presidente 
del Directorio del Partido Nacional. 
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Las circunstancias de carácter histórico lo atraparon y le 
tocó presidir un Directorio que debió afrontar las dificultades 
más trascendentes en materia política. Lo hizo con capaci- 
dad, con hidalguía, con verdadera valentía, con una dignidad 
cívica pocas veces vista en un ciudadano de este país. En 
Murdoch había una especie de definición permanente de co- 
raje, dentro de una sencillez, de una humildad, de esa expre- 
sión franca y llana de que para él era la realización de una 
actividad más. Afrontaba circunstancias excepcionales en ma- 
teria política, riesgosas, donde se ponían en juego los valores 
más esenciales de los individuos. 


La vida tiene circunstancias, Oportunidades y episodios y 
nosotros, en esta misma banca, tuvimos oportunidad de le- 
vantar nuestra voz en 1973 cuando la Justicia Militar procesó 
a Murdoch. Era Presidente del Directorio del Partido Nacio- 
nal y fue procesado porque, en el ejercicio de ese cargo, se 
consideraba que había incurrido en alguno de los delitos pre- 
vistos en uno de los Códigos que en aquel momento se estaban 
aplicando en este país. 


Hoy las circunstancias son otras. Murdoch ha muerto y 
esta es la oportunidad de señalar los altos valores de ese ciuda- 
dano en defensa de sus ideales, en defensa del Partido Nacio- 
nal, en defensa de la dignidad de los ciudadanos, en defensa 
de los derechos fundamentales de los individuos, en defensa 
de la nacionalidad y de valores excepcionales y de trascenden- 
cia para el país. Todo lo llevó a cabo con dignidad, con senci- 
llez, con valentía, con una actitud hidalga. 


En estas circunstancias, cuando la muerte ha tronchado su 
vida, corresponde marcar la ejecutoria excepcional de este 
hombre. Como lo señalamos al comienzo, es muy difícil en- 
contrar un ejemplar humano con tanta dignidad, que sepa 
cumplir con la investidura política alcanzada en determina- 
das circunstancias, con tanta sencillez, con tanta altura, con 
tanta valentía y con tanta dignidad. 


Cabe señalar que Omar Murdoch también tuvo oportuni- 
dad de representar al país en un cargo diplomático, siendo 
Embajador en Bolivia, lo que le permitió mostrar su don de 
gente, su capacidad realizadora y su sentido patriótico. 


Con estas palabras rendimos tributo a este ciudadano y, 
en su momento, propondremos que el Senado se ponga de 
pie, guarde un minuto de silencio y envíe a sus familiares y al 
Directorio del Partido Nacional la versión taquigráfica de lo 
expresado en el seno de este Cuerpo. 


SEÑOR GARAT. - Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor Sena- 
dor. 


SEÑOR GARAT. - Señor Presidente: queremos recordar 
la personalidad del Capitán de Navío Ormar Murdoch, quien 
fue una personalidad por haber cumplido una trayectoria muy 
trascendente al servicio del país con los más puros principios 
de un sentir patriótico y nacional. 
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Al Capitán Murdoch lo conocimos hace mucho tiempo, 
siendo él instructor de nuestros cursos en la Escuela Naval. 


Era un hombre que nos inspiraba permanentemente respe- 
to y estima; consideración y cumplimiento cabal por convic- 
ción de lo que él decía. Cumplía perfectamente su función de 
marino militar. Era afable y nunca hacía sentir la superiori- 
dad del mando, sino la cordialidad del cumplimiento de una 
misión superior que desempeñaba por convicción. A través 
del tiempo, jamás lo vimos en una actitud o en un gesto 
airado, En su momento, fui subalterno, alumno y luego ami- 
go personal del Capitán Murdoch y nunca vi en él una actitud 
de enojo o de violencia. Tenía un carácter franco, sereno y 
explicativo que hacía que las personas que lo rodeaban apren- 
dieran una conducta o una manera de ser en la vida. Su 
carrera y su vida fueron, eminentemente, las de un marino 
militar, Prácticamente desempeñó todas las actividades nava- 
les en sus unidades de tierra y mar, lo que le dio una solven- 
cia y una profesionalidad muy respetada y estimada. Tuvo 
una carrera brillante que se demostró a través de su desempe- 
ño de los mandos. 


Siendo Guardia Marina en 1945, fue designado Agregado 
Adjunto a la Embajada uruguaya en los Estados Unidos. Cabe 
destacar que a muy pocos Oficiales, de la edad que é€l tenía 
en ese momento, se les concede tal distinción. Esa represen- 
tación a nivel internacional habla claramente de las condicio- 
nes que poseía ya en aquel entonces. 


El Capitán Murdoch fue un hombre que representó al país 
en distintas circunstancias. Integró la misión oficial a los 
Estados Unidos para ir a buscar y entrenar a los destructores, 
concretamente en 1951. Como ya se ha dicho en Sala, siendo 
Oficial del Destructor Artigas, tuvo un protagonismo funda- 
mental en aquella acción dramática que vivió la Armada uru- 
guaya, cuando la tragedia del Banco Inglés. Siendo Teniente 
de Navío, fue él quien hizo el salvamento final de los sobre- 
vivientes que sufrían condiciones adversas y dramáticas. Este 
hecho demostró la calidad y la solidaridad humanas de los 
hombres que en ese momento estaban desempeñando la difí- 
cil tarea. 


Asimismo, a bordo del Destructor Artigas, cumplió distin- 
tas misiones oficiales a varios países de América. Más ade- 
lante, siendo Capitán de Fragata, fue designado Director de 
la Escuela Naval, Estos son los cargos que van mostrando la 
calidad técnica, moral y profesional de los Oficiales de la 
Marina Nacional. Fue director de la Escuela Naval y, poste- 
riormente, en 1965, como Capitán de Navío, Jefe del Grupo 
Operativo N” 1, actualmente denominado Flota de Mar. Tam- 
bién, en aquella época cumplió tareas de Agregado Naval en 
los Estados Unidos y, posteriormente, en la Junta Interameri- 
cana de Defensa. 


Siendo Jefe del Grupo Operativo N” 1, desempeñó distin- 
tas misiones en América; asistió a una misión oficial de las 
distintas Armadas americanas en Trinidad y, posteriormente, 
en la zona del Canal de Panamá. 
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El Capitán de Navío Murdoch se retiró en 1970 porque 
alcanzó la edad prescripta en los reglamentos. Sin embargo, 
no detuvo su accionar. Tenía un sentimiento profundo, fnti- 
mo y de toda la vida por el Partido Nacional. 


Y en un momento difícil en la trayectoria de la vida inter- 
na del Partido Nacional él, que nunca había' sido político, 
sino marino durante toda su vida, es llamado para constituir- 
se en el hombre de conciliación y de unión dentro del Parti- 
do. En esa instancia, es designado como Presidente del Di- 
rectorio, cargo que él asume con gran responsabilidad en el 
ejercicio de su función ciudadana, a los efectos de lograr la 
unidad y el punto de encuentro necesarios. Cabe destacar que 
todo esto ocurre, precisamente, en medio de aquellos mo- 
mentos difíciles que se avecinaban en el país. 


No fue un hombre que asumió la posición cómoda -como 
lo hicieron otros- de quedarse callado, sino que, por el con- 
trario, él, que tenía muchas vinculaciones y contactos, fue 
uno de los primeros en suscribir la resolución del Directorio 
del Partido Nacional ya en enero de 1973, año en el que 
advierte a la opinión pública sobre la posible quiebra de las 
instituciones. En febrero de ese mismo año fue procesado por 
la justicia militar -tal como se ha dicho ya en esta Saia- y 
condenado, en primera instancia, a dos años de prisión, pro- 
ceso que fue apelado oportunamente. Luego, con el adveni- 
miento de la democracia en nuestro país, fue indultado de 
esta arbitraria pena que le quisieron imponer. 


En el año 1985, ya como ciudadano -pero siempre al 
servicio del país- y en reconocimiento de sus amplios conoci- 
mientos técnicos, fue designado por el Ministerio de Relacio- 
nes Exteriores de la época como integrante de la delegación 
uruguaya a la Comisión Administrativa del Río de la Plata y 
Frente Marítimo. Posteriormente, en 1990, el Gobierno lo 
nombra como Embajador ante la Repúbilca de Bolivia, mi- 
sión que termina de cumplir en enero de 1996. 


El Capitán Murdoch fue, además, un hombre volcado a la 
sociedad, pues estuvo vinculado a distintas instituciones so- 
ciales. Fue rotario y, además, integró la Comisión Directiva 
del Club Naval, siendo muy estimado por todos estos grupos 
societarios. Estas actividades las cumplió con total entrega y 
participación frente a la sociedad uruguaya, en general. 


Me resulta muy difícil tener que hacer estas declaraciones 
un poco protocolares y recordatarios de una persona que lle- 
vo íntimamente en lo más profundo de mis afectos. Como 
dije, se trata de una persona que respeto mucho y de la que 
aprendí siendo su alumno y su subalterno. Obviamente, aprendí 
sólo cosas buenas de la vida; por ejemplo, el amor a lo 
nuestro, a la libertad y a los derechos de los ciudadanos. 
También pude profundizar en lo que tiene que ver con el 
sacrificio para defender, cuando fuera necesario, nuestro ser 
nacional. Tuve con él una gran amistad y quizás, aun pertene- 
ciendo al mismo Partido, lo que menos tuvimos fueron coinct- 
dencias políticas. De todas maneras, eso siempre lo dejábamos 
de lado en aras de cultivar esos principios superiores relativos 
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a la nación -tema sobre el que siempre hablábamos- y, sobre 
todo, del culto a la amistad entre los hombres, que él como 
nadie lo sabía cultivar, 


Señor Presidente: solamente puedo decir en este momento 
y en esta Sala que me inclino con dolor y respeto ante la 
desaparición física de este ciudadano ejemplar, de este marino 
militar -orgullo para esa profesión en este país- que fue un 
continuo y permanente servidor de la patria, Me inclino ante 
ese hombre que se desempeñó en distintas misiones en el 
extranjero haciendo valer el real alcance de los ciudadanos 
de este país, su moral, su desarrollo intelectual y su capaci- 
dad de interpretar los grandes pensamientos humanos. Repi- 
to, me inclino ante ese hombre que tuvo, en definitiva, una 
actuación valiente y tranquila, sin grandes pronunciamientos 
ni gestos de heroísmo, pero con una acción práctica y ejem- 
plar de aquello que juró en su juventud cuando le entregaron 
la espada de marino militar. Me refiero a la defensa de la Ley, 
de la Constitución y de la legalidad y la oposición permanente 
y tenaz a todas las arbitrariedades y totalitarismos que quisie- 
ron ensombrecer a la patria uruguaya. 


Por todo lo expuesto, corno amigo y como ciudadano, me 
inclino reverente ante la memoria de este ilustre compañero 
que acaba de fallecer. 


SEÑOR GARGANO. - Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor Sena- 
dor. 


SEÑOR GARGANO. - Señor Presidente: he pedido la 
palabra para rendir mi homenaje al Capitán de Navío Omar 
Murdoch, recientemente fallecido, y transmitir a su familia, 
compañeros y amigos del Partido Nacional la expresión de 
nuestro sincero pesar por el deceso de este insigne ciudadano. 


Tuve la fortuna de conocerle cuando de verdad se conoce 
a la gente: en los momentos más difíciles que atravesó el 
país, es decir, en el año 1971, cuando desempeñaba el cargo 
de Presidente del Directorio del Partido Nacional. Lo conocí 
actuando junto al escribano Ramiro Llano, otro insigne ciu- 
dadano uruguayo. Con ellos cumplimos en aquel momento 
algunas acciones pequeñas como la de movilizar gente para 
luchar en defensa de las instituciones democráticas. Pienso 
que esos son los momentos en que se conoce a la gente de 
verdad, no en los fáciles. Allí aprendí a conocer a este hom- 
bre de honor y de dignidad que se desempeñó en ese enton- 
ces -tal como se describió hace un instante- con serenidad y 
equilibrio, pero con una firmeza inquebrantable, en defensa 
de las instituciones y de los derechos ciudadanos. 


Al rendir homenaje voy a hacer moción para que el Sena- 
do se ponga de pie y se remita la versión taquigráfica de lo 
expresado en Sala a su familia y al Directorio del Partido 
Nacional. 


SEÑOR BATLLE. - Pido la palabra. 
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SEÑOR PRESIDENTE, - Tiene la palabra el señor Sena- 
dor. 


SEÑOR BATLLE. - Señor Presidente: podría suscribir 
cada una de las palabras que aquí pronunciaron los señores 
Senadores Santoro, Garat y Gargano, no sólo en función de la 
amistad tan profunda que ellos tuvieron con el señor Capitán 
Murdoch -a quien conocf al igual que a su familia- sino 
también en razón de todos los temas políticos que ellos plan- 
tearon al trazar su perfil no solamente como Presidente, en su 
momento, del Directorio del Partido Nacional, sino también 
en su carácter de ciudadano demócrata que en momentos de 
terribles dificultades para el país no tuvo vacilación alguna 
en cuanto a la conducta que debía asumir en nombre del 
Partido que integraba, de la autoridad que investía, de las 
Fuerzas Armadas que también integró y de su condición de 
ciudadano demócrata y de hombre de bien. 


Lo que aquí estamos haciendo, señor Presidente, es reco- 
nocer con justicia el esfuerzo de una vida que tuvo firmeza y 
claridad conceptual, así como una acción muy definida. Mur- 
doch no tuvo ninguna necesidad de salir de ese tranco senci- 
llo que lo distinguió con claridad y firmeza y que le permitió 
asumir -en momentos en que, quizás, nunca creyó que la 
coyuntura le iba a llegar- tareas de enorme responsabilidad. 
No sólo desempeñó aquellas labores que correspondían con 
su ser Íntimo, sino que representó a una colectividad política 
de la gravitación y la importancia del Partido Nacional, que 
lo tuvo como un hombre esencial y fundamental frente a los 
acontecimientos que en su momento estaban ocurriendo en el 
país. 


Como bien dijo el señor Senador Garat, en su carácter de 
integrante de las Fuerzas Armadas supo cumplir con el jura- 
mento que dio al recibir las insignias y los símbolos que se le 
entregan a los cadetes y alféreces cuando prometen defender 
la Constitución y las leyes. Lo supo hacer en todos los terre- 
nos, en el de su condición de persona, de Oficial de la Marina 
Nacional y de hombre que asumió responsabilidades políti- 
cas. 


Cuando le tocó representar al país en todas las circunstan- 
cias aquí referidas y en las que quien habla, personalmente, 
pudo constatar -aclaro que lo conocí por vinculaciones de 
carácter familiar- lo hizo con jerarquía, inteligencia, honora- 
bilidad y firmeza. 


Señor Presidente: el Partido Colorado, por supuesto, no 
solamente adhiere a estos homenajes, sino que lo hace sin- 
tiendo con sensibilidad y congoja Jo que supone para una 
colectividad política la pérdida de un hombre tan valioso y 
tan Íntegro. 


SEÑOR PEREYRA. - Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor Sena- 
dor. 
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SEÑOR PEREYRA. - Señor Presidente: a esta altura de las 
consideraciones que se han hecho en el homenaje al Capitán 
de Navío Omar Murdoch, seguramente podríamos caer en rej- 
teraciones, Rindiendo culto a una amistad muy profunda y 
sincera, quisiera expresar que Murdoch fue una persona que 
unió su simpatía y su personalidad con una solidaridad en los 
ideales y en los principios que caracterizan la vida de este país 
y del Partido en que militamos, por lo que sería inexplicable 
nuestro silencio. 


Como aquí se ha señalado, Murdoch fue el hombre elegi- 
do por el Partido, en un momento muy diffcil -por su ecuani- 
midad- para ser el miembro neutral que completara la integra- 
ción de un Directorio que mostraba orientaciones en algunos 
aspectos disímiles dentro de la colectividad de la que forma- 
mos parte. 


Como también se ha recordado en Sala, fue procesado 
poco tiempo después de asumir la Presidencia del Directorio. 
Fue el primer procesado por razones políticas en esa “justi- 
cia” que practicaba la justicia militar. Durante todo el perío- 
do de la dictadura, Murdoch mostró nuevamente el coraje 
personal que había caracterizado su existencia de marino; y 
lo hizo como ciudadano, en defensa de los principios que 
caracterizan al régimen democrático de gobierno. Por ello, 
fue preso en reiteradas oportunidades; estas prisiones, más 
que un castigo, significaron un honor para su conducta de 
ciudadano. 


Conocimos a Murdoch muy de cerca y compartimos con 
él ansiedades, inquietudes y luchas en momentos dramáticos 
para la República. Por todo ello, adherimos a las palabras 
aquí pronunciadas y, simplemente, agregamos a nuestro voto 
estas pocas expresiones de solidaridad con lo señalado y de 
profundo reconocimiento y homenaje a la personalidad de 
este gran ciudadano. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Si el Senado lo permite, tenien- 
do en cuenta que no hay más oradores inscritos, la Presiden- 
cia quiere dejar constancia de que comparte todas y cada una 
de las expresiones formuladas por los señores Senadores San- 
toro, Garat, Gargano, Batlle y Pereyra en el justo reconoci- 
miento de quien fuera un ciudadano ejemplar, el Capitán de 
Navío Omar Murdoch. 


Ha llegado a la Mesa una moción por la que se solicita 
que el Senado se ponga de pie y guarde un minuto de silencio 


y se remita la versión taquigráfica de las palabras aquí expre- 
sadas a sus familiares y al Partido Nacional. 


Se va a votar. 

(Se vota:) 

-26 en 26. Afirmativa. UNANIMIDAD. 

La Mesa invita a los señores Senadores y a la Barra a 


ponerse de pie y u guardar un minuto de silencio en homena- 
je a la memoria del Capitán de Navío Omar Murdoch. 
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(Así se hace) 
5) SESION EXTRAORDINARIA 


SEÑOR PRESIDENTE. - Dése cuenta de una solicitud de 
sesión extraordinaria llegada a la Mesa. 


(Se da de la siguiente:) 


“Solicitamos se cite al Senado para el día 4 de febrero de 
1997, a fin de hacer cesar el receso y, conforme lo dispone el 
artículo 131 en su párrafo tercero, asumir jurisdicción y con- 
siderar las solicitudes de aprobación formuladas por la Supre- 
ma Corte de Justicia para designar a los doctores Eduardo 
Bernabé Martínez Calandria, Roberto Molinari D'Angelo y 
doctora Beatriz Fiorentino Ferrero como miembros de los Tribu- 
nales de Apelaciones”, Firman: Santoro, Mallo y Storace. 


-De acuerdo con lo que establece la Constitución de la 
República, este pronunciamiento requiere 16 votos confor- 
mes. 


Se va a votar. 
(Se vota:) 
- 24 en 24. Afirmativa. UNANIMIDAD. 
6) RIEGO CON DESTINO AGROPECUARIO 


SEÑOR PRESIDENTE. - El Senado pasa a considerar el 
primer punto del orden del día: “Discusión particular del 
proyecto de ley de riego con destino agropecuario. (Carp. 
N? 440/96 - Rep. N” 337/96).” 


(Antecedentes: ver 60a. S.E.) 


-Tiene la palabra el Miembro Informante. señor Senador 
Astori. 


SEÑOR ASTORI. - Señor Presidente: a los efectos de 
recordar en forma general el estado en que el Senado dejó el 
proyecto cuando lo consideró, debemos señalar que antes de 
su aprobación en general -lo que ocurrió afortunadamente por 
unanimidad- el señor Senador Posadas Montero hizo un con- 
junto de sugerencias tendientes a mejorar la formulación del 
proyecto de la Comisión. De acuerdo con lo que el propio 
señor Senador Posadas Montero prometió, nos hizo llegar rá- 
pidamente, al igual que a otros señores Senadores, estas suge- 
rencias por escrito. Si el Senado está de acuerdo, creo que 
deberíamos ir considerándolas a medida que estudiemos cada 
artículo en particular. 


Como parto de la base de que está en consideración el 
artículo 1* -porque hemos ingresado en la discusión particular- 
y como el señor Senador Posadas Montero hace sobre dicho 
artículo una propuesta que está encadenada con el artículo 2", 
quisiera adelantar que estoy de acuerdo con ella en la medida 
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en que, si no recuerdo mal, la crítica que el señor Senador 
expresaba consistía en que en el artículo 1”, el Decreto-Ley 
N” 15.239 se mencionaba como norma supletoria, en tanto que 
en el 2” aparecía como norma principal. Esto entrañaba una 
contradicción importante, más allá de lo que a mí me parece 
es una redundancia. El señor Senador Posadas Montero propo- 
ne dejar esta referencia en el artículo 1” y suprimir la del 2”, 
con lo que este último queda solamente con el primer inciso. 
Deseo señalar que ambas modificaciones nos parecen correc- 
tas, y las adelanto porque, como ya dije, están encadenadas 
entre sí. 


SEÑOR POSADAS MONTERO. - ¿Me permite una inte- 
rrupción, señor Senador? 


SEÑOR ASTORI. - Con mucho gusto. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Puede interrumpir el señor Se- 
nador. 


SEÑOR POSADAS MONTERO. - Es correcto lo que el 
señor Senador Astori está señalando con relación a observa- 
ciones efectuadas por mí al artículo 1”. Una de ellas es, efec- 
tivamente, la duplicación -con visos de contradicción- entre 
el último inciso del artículo 1” y el segundo del artículo 2”. 
Lo que propongo es suprimir el segundo inciso del artículo 2” 
para eliminar esa contradicción. 


Además, había sugerido añadir al final del segundo inciso 
del artículo 1? las palabras “ni perjudicar a terceros”. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Puede continuar el señor Sena- 
dor Astori. 


SEÑOR ASTORI. - Tiene razón el señor Senador Posadas 
Montero al sugerir que en el segundo inciso del artículo 1? se 
diga “sin degradar los recursos naturales, ni perjudicar a ter- 
ceros”, que creo también es un buen principio para sustentar 
en la ley. Es más, diría que toda la ley está concebida sobre 
las bases de que no haya perjuicios a terceros. 


Formulo moción en el sentido de que se suprima la lectu- 
ra de los artículos del proyecto de ley. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Se va a votar la moción formu- 
ada. 


(Se vota:) 
-24 en 24. Afirmativa. UNANIMIDAD. 
SEÑOR PEREYRA. - Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor Sena- 
dor. 


SEÑOR PEREYRA. - Señor Presidente: con el único pro- 
pósito de que queden aclarados algunos de los aspectos trata- 
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dos en la última sesión sobre el alcance de las disposiciones 
que contiene el proyecto, me voy a permitir leer unos pocos 
párrafos en los que figura la opinión vertida por los técnicos 
del Ministerio, quienes enfocaron la parte jurídica del pro- 
yecto y, en términos generales, sus características, a los efec- 
tos de la correcta interpretación de la ley. 


En la presentación, se dice lo siguiente: “Este proyecto de 
ley se enmarca dentro del Código de Aguas y de la regula- 
ción de aguas, en general, del Estado. Es decir, no es una 
iniciativa autónoma, ya que su base jurídica está en el Códi- 
go mencionado. Este reglamenta un uso de agua, el cual tiene 
fines agropecuarios.” 


Más adelante, dice: “Este proyecto de ley trata de solu- 
cionar una serie de factores que a juicio de los Ministerios 
intervinientes en el tema estaban enlenteciendo o dificultan- 
do el uso pleno de este instrumento de riego.” 


Sobre el alcance del artículo 1” en cuanto a la vigencia de 
la legislación anterior, el doctor Artecona dice: “En primer 
término, deseo acharar que salvo disposición expresa de la 
ley, ninguna de las disposiciones debe entenderse como una 
modificación tácita o implícita a la legislación vigente. La 
primera ley es la del Código de Aguas, que es la ley madre' 
en materia de reglamentación de aguas. La segunda es la Ley 
de Protección y Uso de Suelos y Aguas, es decir el Decreto- 
Ley N” 15.236, y la tercera es la de Impacto Ambiental. 
Alguien podría interpretar, por ejemplo, que cuando esta últi- 
ma ley mencionada requiera o exija un estudio de impacto 
ambiental, en virtud de esta norma podría no ser necesario 
hacerlo. Entonces, se buscó una fórmula por la que queda 
absolutamente claro que este conjunto legislativo está plena- 
mente vigente, salvo en aquellos aspectos que son especial- 
mente modificados por esta ley. 


Por su parte, el señor Torres de la Dirección Nacional de 
Hidrografía dice lo siguiente: “Ante cualquier solicitud que 
haga alguien que pretenda utilizar agua con fines de riego, se 
realiza una evaluación de todos los aprovechamientos de agua 
a que tiene derecho registrados en la cuenca, incluidos los 
que son destinados al abastecimiento de poblaciones, etcétera. 
Se efectúa un balance, se verifica cuánta agua queda disponi- 
ble y quien pretenda usarla puede obtenerla.” 


Luego se aborda la forma de conceder los permisos o la 
intervención que corresponde a cada Ministerio. 


Lo que querfamos simplemente precisar es que se mantie- 
ne en su totalidad la legislación actual y lo que este proyecto 
hace es complementar, aclarar y, de alguna manera, simplifi- 
car las formas de otorgar las concesiones. o permisos para el 
uso de agua destinada a riego agropecuario. 


SEÑOR PRESIDENTE. - La Mesa desea saber si el señor 
Senador Pereyra, como Miembro Informante, está de acuerdo 
también con el agregado que planteaba el señor Senador Po- 
sadas Montero. 
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SEÑOR PEREYRA. - Sí, señor Presidente. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Entonces, se votaría el artículo 
1? con el texto que viene en el repartido, agregando la expre- 
sión “ni perjudicar a terceros” al final del segundo inciso. 


SEÑOR KORZENIAK. - Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor Sena- 
dor. 


SEÑOR KORZENIAK. - Pido disculpas por hacer una 
sugerencia que no agrega nada desde el punto de vista con- 
ceptual, pero gramaticalmente no es correcto decir “los re- 
cursos hídricos que pueda disponer”. Debe decirse “sobre los 
que pueda disponer” o “de que pueda disponer”. 


SEÑOR ASTORI. - Me inclinaría por la expresión “de los 
que pueda disponer”. 


SEÑOR KORZENIAK. - De acuerdo, señor Senador. 


SEÑOR PRESIDENTE. - El señor Senador Pereyra, quien 
también es Miembro Informante, ¿está de acuerdo? 


SEÑOR PEREYRA. - Sí, señor Presidente. 


SEÑOR PRESIDENTE. - En consecuencia, léase el artícu- 
lo 1% en su texto definitivo. 


(Se tee:) 


“ARTICULO 1”. - (Declaración de Interés Gene- 
ral). Declárase de interés general, el riego con destino 
agrario, sin perjuicio de los otros usos legítimos. 


Todo productor rural tiene el derecho de utilizar 
los recursos hídricos de los que pueda disponer legal- 
mente, para desarrollar su actividad, sin degradar los 
recursos naturales ni perjudicar a terceros. 


En todo lo no previsto expresamente, se aplicarán 
las disposiciones del Código de Aguas y del Decreto- 
Ley N* 15.239, de 23 de diciembre de 1981 y sin 
perjuicio de lo establecido por la Ley N” 16.466, de 19 
de enero de 1994.” 

-Se va a votar. 
(Se vota:) 
-22 en 22. Afirmativa. UNANIMIDAD. 


En consideración el artículo 2”. 


(El texto del artículo cuya lectura se resolvió suprimir es 
el siguiente: 
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“ARTICULO 2”. - (Normas Técnicas). El Ministe- 
rio de Ganadería, Agricultura y Pesca establecerá nor- 
mas técnicas sobre el uso del agua para riego, a las 
que se deberán ajustar los usuarios. 


Extiéndese a todas las aguas con destino agrario 
las disposiciones del Decreto-Ley N” 15.239, de 23 de 
diciembre de 1981.” 


-De acuerdo con lo que se expresó recientemente, se vota- 
rá sólo el primer inciso, mientras que el segundo se suprimi- 
ría. 


SEÑOR POSADAS MONTERO. - Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor Sena- 
dor. 


SEÑOR POSADAS MONTERO. - Señor Presidente: con 
relación a este artículo -y yo, en su momento, en uno de los 
repartidos, creo que transcribí todos los comentarios y las 
observaciones- entiendo que serfa más conveniente, si efecti- 
vamente es eso lo que se está pensando, decir expresamente 
que el Ministerio de Ganadería, Agricultura y Pesca actúa en 
uso de atribuciones delegadas como lo prevé la Constitución, 
a fin de evitar después problemas de interpretación acerca de 
cuál es la forma de actuar y, si hubiera que recurrir, qué 
camino sería el adecuado. 


SEÑOR ASTORI, - Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor Miem- 
bro Informante. 


SEÑOR ASTORI. - No tengo inconveniente en aceptar 
esa modificación. No sé si es en esta disposición que debería- 
mos decirlo, pero de acuerdo con observaciones que también 
formuló el señor Senador Posadas Montero, en otra parte del 
proyecto lo vamos a establecer con respecto al Ministerio de 
Transporte y Obras Públicas. Me parece que sería bueno de- 
cirlo para el Ministerio de Ganadería, Agricultura y Pesca, en 
el artículo 7”, que es cuando se habla del plan de uso y 
manejo de los suelos, pero no cuando se dice que “establece- 
rá normas técnicas sobre el uso del agua para riego”. Esta es 
mi opinión personal, y no voy a hacer cuestión fundamenta! 
sobre ese punto. Reitero que es mejor establecerlo cuando se 
habla del papel fundamental que el Ministerio va a cumplir 
en este proyecto. 


SEÑOR POSADAS MONTERO. - Pido la palabra, 


SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor Sena- 
dor. 


SEÑOR POSADAS MONTERO. - Esta no es de las mate- 
rías del Derecho en las cuales me considere particularmente 
versado, pero me da la impresión de que desde un punto de 
vista técnico-jurídico, es mejor aclararlo. Si no lo hiciéra- 
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mos, ¿bajo qué forma se expediría el Ministerio de Ganade- 
ría, Agricultura y Pesca? ¿Qué contenido jurídico tendría esa 
decisión del Ministerio estableciendo normas técnicas? Creo 
que el señor Senador Korzeniak se quiere referir al tema. . 


SEÑOR KORZENIAK. - Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor Sena- 
dor. 


SEÑOR KORZENIAK,. - Tengo la opinión -naturalmente, 
puede ser discutible- de que la ley no puede fijar al Poder 
Ejecutivo el carácter de delegado o no de un Ministerio. Esa 
es una competencia del Poder Ejecutivo que está establecida 
en el numeral 24) del artículo 168 de la Constitución y que 
dice: “Delegar por resolución fundada y bajo su responsabili- 
dad política las atribuciones que estime convenientes,” Pien- 
so que el Parlamento, así como es celoso de sus competen- 
cias respecto del Poder Ejecutivo, también debe cuidarse de 
no inmiscuirse en una competencia que sólo ese Poder puede 
tener, sobre todo en un tema en el cual la delegación entre 
Poderes o en relación a dos Poderes está absolutamente pro- 
hibida en nuestro país; sólo el Poder Ejecutivo, en Consejo 
de Ministros, es el que puede decir si delega o no, 


En consecuencia, preferiría que no se dijera en la ley que 
un Ministerio actúa en carácter de delegado. En este caso, 
creo que hay una opción de decisión política. Si se quiere 
que sea el Poder Ejecutivo, a través del Ministerio, la redac- 
ción puede ser la propuesta. En el otro caso, si se quiere que 
sean los Ministerios, aclaro que por ley se les puede otorgar 
atribuciones. El artículo 181 de la Constitución no prohíbe 
que a los Ministerios se les otorguen nuevas atribuciones, 
porque son órganos de competencia abierta y esto es lo que 
está haciendo la ley. Pero no me parece técnicamente correc- 
to que la ley diga que el Ministerio va a actuar como delega- 
do porque eso, repito, es una competencia exclusiva del Po- 
der Ejecutivo, en Consejo de Ministros. 


SEÑOR POSADAS MONTERO. - Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor Sena- 
dor. 


SEÑOR POSADAS MONTERO. - Me parece que tiene 
razón el señor Senador Korzeniak; la explicación jurídica 
correcta es la que él señala. 


La alternativa sería dejar el texto como está u otorgarle 
las atribuciones al Poder Ejecutivo, es decir, la integración 
del Presidente de la República y el Ministro del ramo, 


SEÑOR ASTOR!T. - Pido la palabra, 


SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor Miem- 
bro Informante. 


SEÑOR ASTORI. - Me alegra que se haya aclarado jurí- 
dicamente el punto y que el señor Senador Posadas Montero 
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esté de acuerdo con este razonamiento, pero creo que el artí- 
culo 2” debe hablar del Ministerio, porque este es el que va a 
establecer las normas técnicas. Entonces, yo votaría el artícu- 
lo 2”, suprimiendo el inciso segundo, como propuso el señor 
Senador Posadas Montero, 


SEÑOR PRESIDENTE. - Si el Senado está de acuerdo, se 
va a votar el artículo segundo con la supresión del segundo 
inciso, 


(Se vota:) 
-22 en 22. Afirmativa. UNANIMIDAD. 


Corresponde considerar el Capítulo H “Del Uso Privativo 
del Agua de Dominio Público con Destino a Riego.” 


En consideración el artículo 3". 


(El texto del artículo cuya lectura se resolvió suprimir es 
el siguiente: 


“ARTICULO 3". - (Otorgamiento). El uso privati- 
vo de las aguas de dominio público con destino al 
riego podrá ser otorgado mediante concesión o permi- 
so, 


El Ministerio de Transporte y Obras Públicas podrá 
autorizar al contesionario o permisario a suministrar a 
terceros agua con destino a riego agrario. 


Las infracciones a lo dispuesto precedentemente se 
sancionarán de acuerdo con lo previsto en el artículo 
26 de la presente ley.”) 


SEÑOR ASTORIL. - Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor Miem- 
bro Informante. 


SEÑOR ASTORI. - Acá, en rigor, hay dos propuestas de 
modificación. Una de ellas es muy similar a la que acabamos 
de discutir y diría, a propuesta del señor Senador Posadas 
Montero, lo siguiente: “El Ministerio de Transporte y Obras 
Públicas, en uso de atribuciones delegadas...” Luego viene un 
tema más importante, porque de acuerdo con la discusión ya 
adelantada por el señor Senador Posadas Montero cuando 
analizamos el proyecto de ley en general, él deseaba mejorar 
lo relativo a las definiciones de concesiones y permisos, en 
cuanto a su funcionamiento. Aclaro que no comparto esta 
propuesta de modificación que acabo de señalar porque aquí 
-este es un aspecto que hay que analizar en conjunto, en 
varios artículos- radica uno de los puntos más neurálgicos de 
todo este proyecto de ley, que está vinculado con los concep- 
tos de concesiones, permisos y su funcionamiento. 


Quiero señalar que la Comisión de Ganadería, Agricultura 
y Pesca del Senado trabajó muchísimo sobre estos conceptos 
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y, además, con asesoramiento jurídico especializado brinda- 
do, en este caso, por el Director General del Ministerio de 


Ganadería, Agricultura y Pesca, doctor Artecona y por el 


doctor Pollak, que es abogado experto en cuestiones de hi- 
drografía del Ministerio de Transporte y Obras Públicas. Quie- 
re decir que al haber trabajado durante un año y medio en 
estos temas, con un apoyo permanente y constante de estos 
juristas -que, en realidad, son los que hicieron las propuestas 
que contiene el proyecto- debemos tener la tranquilidad de la 
solidez profesional en que se apoyó la elaboración de esta 
iniciativa. 


Sin perjuicio de reconocer la muy buena intención del 
señor Senador Posadas Montero, pensamos que es convenien- 
te mantener tal como está la propuesta del proyecto, en la 
medida en que vemos que las dos figuras están adecuadamen- 
te definidas en términos jurídicos. Una lo está en el artículo 
4” -me refiero a las concesiones- y la otra, es decir, el permi- 
so, lo está en el artículo 8”. Pido disculpas por adelantar 
juicios sobre otros artículos, pero lo que sucede es que estas 
disposiciones están encadenadas. 


El señor Senador Posadas Montero señaló algunos vacíos, 
que a su juicio existían, como por ejemplo la no exigencia de 
un plan de uso y manejo de suelos y aguas para el cedente de 
permisos. En realidad, esto también está previsto en el pro- 
yecto, y fue mencionado por el señor Senador Gargano en la 
discusión general. Si los señores Senadores observan, en el 
artículo donde se habla de los permisos y luego, de la cesión 
de los mismos, se señala que quien obtiene permiso, que 
después puede ceder o no, debe en todos los casos cumplir 
con el ordinal segundo del artículo 4? de la ley, que es el que 
establece, precisamente, que el solicitante debe contar con un 
plan de uso y manejo de suelos y aguas aprobado por el 
Ministerio de Ganadería, Agricultura y Pesca. 


No quiero extenderme más sobre estos aspectos, pero por 
estos motivos y por el razonamiento que se acaba de hacer, a 
partir de la propuesta del señor Senador Korzeniak, me pare- 
ce que el artículo 3” debería quedar redactado tal como figura 
en el proyecto que remitió la Comisión. 


SEÑOR POSADAS MONTERO. - Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor Sena- 
dor. 


SEÑOR POSADAS MONTERO. - Con relación al tema 
de las atribuciones delegadas que traje a colación con refe- 
rencia al inciso segundo del artículo 3”, como bien dijo el 
señor Senador Astori, valen las argumentaciones que se hi- 
cieron hace un momento. 


Ahora, quizás deberíamos meditar si es correcto darle fa- 
cultades al Ministerio de Transporte y Obras Públicas, o si no 
sería mejor que actuara directamente el Poder Ejecutivo, esto 
es, el Presidente de la República en acuerdo con el Ministro 
de dicha Cartera, teniendo en cuenta la gravedad de la mate- 
ria a resolver. 
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Estrechamente vinculado a este aspecto, me permito in- 
sistir una vez más sobre el tema de concentrar el uso privati- 
vo en la figura jurídica de la concesión y no en la del permi- 
so, la que desde el punto de vista jurídico no tiene una elabo- 
ración específica expresa, sino que más bien se trata de un 
subterfugio práctico para los casos en los que no se quiere o 
no se puede cumplir con los requisitos que las normas dispo- 
nen, precisamente, para las concesiones. Como alguien dijo 
aquí -creo que fue el señor Senador Mallo- el tema del uso de 
agua es muy complejo, tanto aquí como en todas partes del 
mundo. 


Por ese motivo y por todos los derechos que están en 
juego, considero que no deberíamos abrir una puerta para ese 
subterfugio que es el permiso, y sí limitarnos a la figura 
jurídica de la concesión, que es aquella que cumple los requi- 
sitos, los pasos y da las garantías necesarias. En todo caso, 
para situaciones de excepción y haciéndolas necesariamente 
transitorias y precarias, también se podrá utilizar la figura de 
la concesión calificada; pero, insisto, me parece riesgoso abrir 
la puerta a esa práctica sin basamento jurídico sólido, como 
es el tema del permiso. 


SEÑOR PEREYRA. - ¿Me permite una interrupción, se- 
ñor senador? 


SEÑOR POSADAS MONTERO. - Con mucho gusto. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Puede interrumpir el señor Se- 
nador. 


SEÑOR PEREYRA. - En la muy breve exposición que hici- 
mos en la anterior sesión en que se trató este proyecto de ley, 
manifestamos que el 65% del agua destinada a riego disponible 
se utiliza en la agricultura y, fundamentalmente, para la produc- 
ción de granos. Dentro de nuestro país, es evidente el papel 
importantísimo que tiene en el cultivo del arroz. 


Es obvio que el régimen de concesión -tal como se acaba 
de señalar- tiene una permanencia que va mucho más allá del 
simple permiso. Sin embargo, debemos tener en cuenta que 
el productor arrocero no trabaja siempre en el mismo lugar, y 
ni siquiera su propia tierra; va rotando los cultivos y adqui- 
riendo, por distintos procedimientos, el derecho a usar la tie- 
rra. Entonces, para esas situaciones que son de emergencia, de 
trámite rápido, el permiso constituye una salida adecuada. Re- 
pito, se trata de una situación de emergencia que se soluciona 
por la vía más fácil y de menor trámite burocrático. 


En consecuencia, entiendo que habría que mantener las 
dos figuras: la de la concesión y la del permiso. 


Muchas gracias, señor Senador. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Continúa en el uso de la pala- 
bra el señor Senador Posadas Montero. 


SEÑOR POSADAS MONTERO. - En la sesión anterior 
dí las argumentaciones básicas de mi posición, por lo que no 
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las voy a rejterar en este momento. En definitiva, el Senado ya 
conoce las distintas opiniones y es quien debe decidir. 


SEÑOR BATLLE. - Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor Sena- 
dor. : 


SEÑOR BATLLE. - Señor Presidente: como miembro de 
la Comisión de Ganadería, Agricultura y Pesca, quisiera de- 
cir que soy partidario de mantener el Capítulo Il tal como 
vino redactado, en función de que no estamos introduciendo 
ninguna innovación cuando hablamos de la concesión y del 
permiso. Existe una vieja legislación al respecto, tanto en el 
Código de Aguas como en el Decreto-Ley N” 15.239. 


Se trata de un manejo que viene haciendo la Dirección 
Nacional de Hidrografía del Ministerio de Transporte y Obras 
Públicas, al que desde siempre el Poder Ejecutivo le otorgó 
competencia en este sentido. Inclusive, en la propia ley se 
establece que es el Ministerio competente. Á su vez, si hoy 
derogáramos la forma jurídica del permiso o no la incorporá- 
semos a este texto legal, de todas maneras existiría en función 
de lo que expresa el Código de Aguas. 


Por tanto, señor Presidente, en virtud de lo que es la prácti- 
ca y el uso de la norma legal vigente en el Uruguay, nos 
inclinamos a no innovar en esta materia dado que en forma 
pacífica y bien recibida, a través del Ministerio de Transpotre 
y Obras Públicas, la Dirección Nacional de Hidrografía ha 
venido otorgando concesiones y permisos con los distintos 
efectos y razones expresadas con toda claridad por quien co- 
noce del tema, si se quiere, debido a su experiencia personal, 
como es el señor Senador Pereyra. 


Por otro lado, en las propuestas de modificaciones se ha- 
bla de un previo informe del Ministerio de Ganadería, Agri- 
cultura y Pesca. Confieso que ho sé si se ha mantenido el 
planteamiento, pero a mi juicio es absolutamente innecesario. 
Indudablemente, con ello se enlentecería todavía más el trá- 
mite y se trataría de una nueva disposición que no se articula- 
ría con el resto. 


Desde este punto de vista, reitero que soy partidario de 
mantener estos artículos tal como han sido propuestos por la 
Comisión de Ganadería, Agricultura y Pesca, esto es, recono- 
ciendo ambas figuras y manteniéndolas vigentes. 


SEÑOR POSADAS MONTERO. - Pido la palabra para 
una aclaración. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor Sena- 
dor. 


SEÑOR POSADAS MONTERO. - Simplemente quería 
recordar que formulé dos sugerencias. Una de ellas, en cuan- 
to a introducir o no la figura del permiso, ya fue discutida, 
aunque no sé si suficientemente; la otra refiere al inciso se- 
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gundo y tiene que ver con aludir al Poder Ejecutivo y no 
solamente al Ministerio de Transporte y Obras Públicas. 


SEÑOR KORZENIAK. - Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor Sena- 
dor. 


SEÑOR KORZENIAK. - No he participado en la discu- 
sión que de este proyecto se llevó a cabo en la Comisión, por 
lo que confieso que mi posibilidad de hacer algún aporte va 
en materia teórico-jurídica. 


Comparto la tesis de que el permiso y la concesión son 
dos actos jurídicos del Derecho Administrativo con una tradi- 
ción individualizada en lo que para nosotros es el texto que 
cambió la estructura del conocimiento del Derecho Adminis- 
trativo en Uruguay. Nos referimos al Tratado del doctor Sa- 
yagués Laso, cuando hizo aquella clasificación de actos ad- 
ministrativos, en los que ya figuran la concesión y el permi- 
so. 


Me permito recordar que las dos diferencias más claras 
que se señalan entre ambas figuras son el carácter de mayor 
precariedad del permiso -la concesión también puede ser pre- 
caria en el sentido de tener un término, pudiendo ser revoca- 
ble con carácter unilateral por parte del Estado- y que el 
permiso habilita operaciones de tipo más material que jurídi- 
co. Por ejemplo, a nadie se le ocurriría pensar que cuando en 
la Semana Santa o de Turismo se habilita la caza de la per- 
diz, se dé una concesión para tal fin. Algo similar sucede 
cuando se otorgan permisos de pesca para realizar esa activi- 
dad en determinado lugar y por un tiempo preestablecido. 
Queda claro, entonces, que es para realizar un tipo de opera- 
ción material. 


La concesión, por otro lado, supone el traspaso de una 
actividad normalmente considerada como de servicio públi- 
co, mientras que el permiso es meramente el levantamiento 
de un obstáculo para hacer algo de carácter material. Es más; 
la figura del permiso ofrece más dificultades para ser distin- 
guida de la autorización que de la concesión, respecto a la 
cual siempre ha sido bien diferenciada. 


De manera que, sobre esa base, me parece que si desde el 
punto de vista de la conveniencia u oportunidad es bueno 
mantener las dos figuras, creo que tienen suficiente indivi- 
dualidad jurídica. 


SEÑOR PEREYRA. - Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor Sena- 
dor. 


SEÑOR PEREYRA. - No sé si la duda expresada por el 
señor Senador Posadas Montero refiere a si el Ministerio de 
Transporte y Obras Públicas -que. evidentemente, es el que 
tiene que actuar en la materia- puede intervenir por sí solo, a 
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través de una resolución, o si debe hacerlo por medio de un 
decreto o de una resolución refrendada por el Poder Ejecuti- 
vo. En ese caso, creo que no habría inconveniente en decir 
que deberá hacerlo en acuerdo con el Presidente de la Repú- 
blica. No sé st esta propuesta es satisfactoria. 


SEÑOR MALLO. - Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor Sena- 
dor, 


SEÑOR MALLO. - Es satisfactoria. El acuerdo con el 
Ministro o con el Presidente de la República es un acto del 
Poder Ejecutivo, que es un. órgano que se integra con esos 
dos sostenes. Si al Poder Ejecutivo, en la vida práctica, le 
parece que es un engorro que lo traba, puede delegar atribu- 
ciones, lo cual soluciona y facilita los recursos administrati- 
vos, ya que se evita el jerárquico, en razón de que al imputar- 
se al Poder Ejecutivo se va directamente al de revocación y 
se suprime una etapa. 


Por estas razones, adhiero a la solución que propone el 
señor Senador Pereyra en el sentido de que se haga referencia 
a que el Poder Ejecutivo deberá actuar en acuerdo con el 
Ministerio de Transporte y Obras Públicas. 


SEÑOR GARGANO. - Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor Sena- 
dor. 


SEÑOR GARGANO. - Estoy de acuerdo con esta modifi- 
cación, si ella soluciona un problema de naturaleza procedi- 
mental en la interposición de los recursos; pero el Ministerio 
de Transporte y Obras Públicas debe figurar en la norma, 
porque el Código de Aguas se refirió siempre al Ministerio 
competente, sin definirlo en ningún momento, Como la prácti- 
ca determinó que fuera el Ministerio de Transporte y Obras 
Públicas el que concediera los permisos, corresponde que aho- 
ra se lo mencione expresamente. 


SEÑOR SANTORO. - Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor Sena- 
dor. 


SEÑOR SANTORO. - Hace algunos días ya habíamos 
hecho referencia a esta disposición y ahora dudamos respecto 
a si votarla o no. Por lo tanto, nos permitimos hacer una 
pregunta al señor Miembro Informante. 


El artículo 168 del Código de Aguas, al hablar de las 
concesiones de uso, dice: “La duración de las concesiones de 
uso no excederá de cincuenta años”, etcétera. En tanto, este 
artículo 3” refiere al “uso privativo de las aguas de dominio 
público con destino al riego”. Nos preguntamos qué razón 
tiene la inclusión del término “privativo”, por cuanto vemos 
que hay una modificación trascendente con respecto a lo que 
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establece el Código de Aguas, que simplemente alude a la 
duración de las concesiones de uso. Es una pregunta que nos 
permitimos formular con el mayor de los respetos. 


SEÑOR BATLLE. - Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor Sena- 
dor. 


SEÑOR BATLLE. - Al comienzo de la Sección III, “De 
los usos privativos”, al referirse a las “Generalidades”, el 
artículo 165 establece: “Los usos privativos de aguas del 
dominio público, así como la ocupación de sus álveos, po- 
drán ser otorgados mediante permisos o concesiones de uso, 
de acuerdo con lo dispuesto en este Título. 


El Poder Ejecutivo reglamentará en qué casos será proce- 
dente la concesión de uso, para lo cual tendrá en cuenta las 
características de las posibles utilizaciones y ocupaciones, 
atendiendo especialmente a las siguientes: 


1” Magnitud y duración de los usos u ocupaciones. 
2” Finalidad a que se destinan.”, etcétera. 


Posteriormente, el artículo 166 expresa: “Tanto los permi- 
sos de uso como las concesiones de uso se entenderán otorga- 
dos sin perjuicio del derecho de terceros.” 


Luego se hace referencia a los permisos de uso, las conce- 
siones de uso y finalmente a las disposiciones comunes a 
estas dos modalidades y a los permisos especiales. 


Por tanto, el término “privativo”, que se establece en esta 
disposición legal, se incluye para ser coherentes con da Sec- 
ción IH del Código al cual se hacía referencia oportunamen- 
te, : 


Quiero agregar, además, que me parece que, dado que el 
Ministerio competente es el de Transporte y Obras Públicas 
-así se ha entendido, no solamente en la legislación, sino tam- 
bién en la práctica- las disposiciones que establecen conce- 
siones y permisos, en buena medida, son resoluciones de 
dicho Ministerio, que se hacen, hasta ahora, conforme a lo 
que expresan el Código de Aguas y la ley, y que en el futuro 
se harán en función de las disposiciones de riego de este 
proyecto, en caso de que sea aprobado, relacionadas con lo 
que queda vigente del Código de Aguas, al cual se refiere el 
artículo 1”. 


SEÑOR ASTORI. - Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor Miem- 
bro Informante, 


SEÑOR ASTORI. - Creo que esta intervención del señor 
Senador Batlle ha sido suficientemente esclarecedora. Yo te- 
nía anotada la inquietud del señor Senador Santoro -la plan- | 
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teó en oportunidad de la discusión general y creo que es 
legítima y válida- referente a si esta disposición implica la 
privatización de las aguas. La respuesta es absolutamente 
negativa: no hay privatización de aguas; hay simplemente 
utilización de aguas de dominio público con fines de riego 
agropecuario, a través de figuras como las que están previstas 
en este artículo y en los siguientes. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Pregunto a los Miembros Infor- 
mantes cuál de las dos fórmulas -la que aparece en el artículo 
y la que establece que el Poder Ejecutivo deberá actuar en 
acuerdo con el Ministerio- entienden más conveniente. 


SEÑOR ASTORI. - Los Miembros Informantes propone- 
mos que se vote el artículo tal como está y que el segundo 
inciso comience de la siguiente forma: “El Poder Ejecutivo, 
en acuerdo con el Ministerio de Transporte y Obras Públicas, 
podrá autorizar”, etcétera. 


SEÑOR BATLLE. - Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor Sena- 
dor. 


SEÑOR BATLLE. - Creo que eso no se corresponde con 
lo que hemos estado analizando y discutiendo, porque el inci- 
so segundo establece que el Ministerio de Transporte y Obras 
Públicas podrá autorizar al concesionario o permisario a su- 
ministrar a terceros agua con destino a riego agrario. Quiere 
decir que lo que debería establecerse, para ser coherentes con 
lo planteado por el señor Senador Posadas Montero, es que el 
Poder Ejecutivo, a través del Ministerio de Transporte y Obras 
Públicas, será el que tendrá que refrendar el otorgamiento de 
concesión o permiso del uso privativo de las aguas de domi- 
nio público. Entiendo que, sí se quiere establecer la interven- 
ción del Poder Ejecutivo, corresponde que se haga para to- 
dos, y no para una concesión a terceros que se da sin la 
necesaria previa intervención del Poder Ejecutivo. Digo esto 
porque, si se establece en el inciso segundo y no se lo incluye 
a texto expreso en el inciso primero, entonces se dice que 
para dar una concesión no es necesario un decreto del Poder 
Ejecutivo, pero para darla a terceros, sí. Francamente, señor 
Presidente, creo que es mejor dejar el artículo como está, 


SEÑOR POSADAS MONTERO. - Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor Sena- 
dor. 


SEÑOR POSADAS MONTERO. - Comparto la premisa 
del razonamiento del señor Senador Batile, no asf, infeliz- 
mente, la conclusión. Sí creo que lo más correcto sería hacer 
la modificación en el primer inciso, diciendo: “El uso privati- 
vo de las aguas de dominio público con destino al riego 
podrá ser otorgado por el Poder Ejecutivo, en acuerdo con el 
Ministerio de Transporte y Obras Públicas, mediante conce- 
sión o permiso.” 
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SEÑOR PRESIDENTE. - Señor Miembro Informante: ¿está 
de acuerdo con esa solución? En ese caso, ¿el inciso segundo 
comenzaría en “podrá” o se mantiene exactamente igual? 


SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor Miem- 
bro Informante. 


SEÑOR ASTORI. - Si se vota la modificación propuesta 
por el señor Senador Posadas Montero, el segundo inciso 
debería quedar como está, por las razones que dio el señor 
Senador Gargano. En toda la legislación previa dice “Minis- 
terio competente” y, en particular, en el Código de Aguas 
éste tiene ahora nombre y apellido, Entonces, el segundo 
inciso, repito, tiene que quedar como está. 


SEÑOR GARGANO. - Pido la palabra para hacer una 
aclaración. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor Sena- 
dor. 


SEÑOR GARGANO. - La razón de que el segundo inciso 
debe quedar tal como está la dio el señor Senador Batlle. 
Este inciso se refiere a otra cosa; no a la concesión del per- 
miso, sino a la autorización para que se le pueda suministrar 
a terceros el agua, por parte del permisario o del titular. Es 
decir que la modificación tiene que ir en el inciso primero y 
se debe dejar todo el resto del artículo tal como está. 


SEÑOR ASTORI. - Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor Sena- 
dor. 


SEÑOR ASTORI. - Olvidé mencionar que el señor Sena- 
dor Batlle tenía toda la razón al distinguir las dos situaciones. 
Personalmente no lo había visto, pero tiene razón. Para lograr 
un acuerdo -que me parece que no perjudica ninguna de nues- 
tras convicciones- sugeriría que el inciso primero dijera: “El 
uso privativo de las aguas de dominio público con destino al 
riego podrá ser otorgado por el Poder Ejecutivo en acuerdo 
con el Ministerio de Transporte y Obras Públicas mediante 
concesión o permiso.” 


SEÑOR PRESIDENTE. - Comparto esta propuesta, por- 
que creo que el artículo ha adquirido una armonía que no 
tenía. 


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar el artículo 3? 


con el inciso primero que acaba de proponer el señor Senador 
Astori, quedando los restantes tal como están. 


(Se vota:) 
-18 en 21, Afirmativa. 


SEÑOR POSADAS MONTERO. - Pido la palabra para 
fundar el voto. 
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SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor Sena- 
dor. 


SEÑOR POSADAS MONTERO, - Nosotros votamos en 
contra este artículo, pura y exclusivamente, porque incluye la 
figura del permiso que, como explicáramos, a nuestro juicio 
es profundamente inconveniente para este tipo de activida- 
des. 


SEÑOR PRESIDENTE. - En consideración el artículo 4”. 


(El texto del artículo cuya lectura se resolvió suprimir es 
el siguiente: 


“ARTICULO 4”. - (Requisitos para el otorgamiento de 
concesiones). - Sin perjuicio de lo establecido en el artículo 
176 del Código de Aguas, las concesiones podrán ser otorga- 
das cuando se cumplan tos siguientes requisitos: 


1) que exista agua disponible en cantidad y en calidad, 
acorde con Ja reglamentación que dicte el Poder Ejecutivo; 


2) que el solicitante cuente con un plan de uso de suelos y 
aguas aprobado por el Ministerio de Ganadería, Agricultura y 
Pesca, de acuerdo con lo que disponga la reglamentación de 
la presente ley; 


3) que el solicitante acredite ser titular de un derecho de 
propiedad, usufructo o goce de los suelos donde se asienten 
las obras hidráulicas o sean afectados por ellas.”) 


SEÑOR ASTORL - Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor Sena- 
dor. 


SEÑOR ASTORI. - De acuerdo con lo adelantado, los 
siguientes artículos se refieren a una serie de propuestas de 
modificación, absolutamente determinadas por la que el Se- 
nado resolvió descartar con la votación precedente, Por este 
motivo, vamos a sugerir -ya lo adelantaba el señor senador 
Batlle- que el Capítulo II quede tal como está. Es decir, que 
los artículos restantes del Capítulo IM queden como vinieron 
de Comisión. 


SEÑOR PRESIDENTE. - ¿El señor Senador propone que 
los votemos todos juntos? 


SEÑOR ASTORI. - Eso lo debe resolver el Senado. Sim- 
plemente, en materia de temas encadenados con los que aca- 
bamos de ver, nuestra propuesta es que la redacción quede tal 
como vino de Comisión. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Si el Senado no resuelve otra 
cosa habrá que votar artículo por artículo. 


SEÑOR POSADAS MONTERO. - Pido la palabra. 
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SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor Sena- 
dor. 


SEÑOR POSADAS MONTERO. - Con relación al articu- 
lado del Capítulo II que falta considerar, tengo algunos co- 
mentarios que puedo hacer ahora. El primero se refiere al 
numeral tercero del artículo 4”. El término “goce”, tal como 
está colgado en ese numeral, me parece que no es lo más 
conveniente jurídicamente. Si estamos pensando en derechos 
personales creo que es mejor expresarlo asf. La palabra “goce” 
puesta de esa manera, no sé exactamente qué quiere decir. 


En segundo lugar, da la impresión de que las notas o 
características que se ponen en el artículo 8” -no voy a volver 
a hacer la crítica al permiso- son acumulativas. Parecería que 
el permiso puede ser otorgado cuando hay transitoriedad y, al 
mismo tiempo, ausencia de algunos requisitos. No sé si es 
eso lo que se desea, pero debería quedar clara la redacción. 


Como último intento, si va a quedar la figura del permiso 
-como, evidentemente, es el caso- me permitiría sugerir que 
pensemos en el paso siguiente que está incluido en el artículo 
9” y se refiere a la cesión de los permisos, Si va a quedar la 
figura del permiso, personalmente sugeriría que, por lo me- 
nos, no sea cedible porque, de lo contrario, todo lo que tiene 
que ver con ordenamiento, controles, garantías, requisitos y 
demás, se va por la borda. En la práctica, lo que va a haber es 
una multiplicación del uso del permiso y de las cesiones de 
cesiones de los permisos. Entonces, si el Senado -como ha 
resuelto- quiere dejar la figura del permiso, sugiero que por 
lo menos no permita su cesión. Además, esto es propio del 
carácter de precariedad que tiene esta figura. 


SEÑOR ASTORI. - Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor Sena- 
dor. 


SEÑOR ASTORI. - No me opongo a que se discuta esta 
propuesta sobre la cesión del permiso. Por eso creo que po- 
dríamos votar del artículo 4” al 8” inclusive, Con respecto al 
artículo 8”, la idea que exponía el señor Senador Posadas 
Montero es exactamente lo que procura el artículo. Por un 
lado, la transitoriedad y, por otro, el hecho de que no haya 
requisitos completos. El permiso es mucho más precario que 
la concesión desde los dos puntos de vista acumulados, salvo 
-como aclaraba el señor Senador Gargano el día de la discu- 
sión en general- el ordinal 2? del artículo 4”, que no se puede 
obviar. Es necesario tener el plan de uso y manejo de suelos 
para determinar la concesión del permiso. El cedente, en una 
eventual cesión, también debe haber cumplido con esa condi- 
ción porque el artículo 8” se lo exige, sin lugar a ninguna 
duda. Entonces, con esta aclaración propondría -si el Presi- 
dente y el Senado están de acuerdo- que se vote del artículo 
4” al 8” y posteriormente se discuta el artículo 9”. 


SEÑOR POSADAS MONTERO. - Pido la palabra. 


26 de Diciembre de 1996 


SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor Sena- 
dor. 


SEÑOR POSADAS MONTERO. - Deseo hacer una suge- 
rencia levemente distinta. Propongo que se voten los artícu- 
los 4” y 9” por separado y los restantes todos juntos, ya que 
no tengo inconveniente en acompañar los artículos 5%, 6", 7”, 
89, 10 y Ll. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Si no se hace uso de la palabra 
se va a votar el artículo 4”. 


(Se vota:) 
-18 en 22. Afirmativa. 
En consideración el artículo 9”. 


(El texto del artículo cuya lectura se resolvió suprimir es 
el siguiente: 


“ARTICULO 9”. - (Cesión del permiso). Durante 
el plazo de vigencia del permiso de riego éste podrá 
ser cedido por escrito con autorización expresa previa 
de la autoridad competente y de acuerdo con la regla- 
mentación. A esos efectos el cesionario deberá contar 
con un plan de uso y manejo de suelos y aguas apro- 
bado por el Ministerio de Ganadería, Agricultura y 
Pesca. 


Toda cesión que no cumpla con los requisitos ante- 
riores será nula de pleno derecho y podrá dar lugar a 
la revocación del permiso.”) 


SEÑOR MALLO. - Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor Sena- 
dor. 


SEÑOR MALLO. - Con respecto al artículo 9” se debería 
hacer una simple modificación, ya que dice “autorización 
expresa previa”. Quisiera que alguien me dijera dónde hay 
una autorización que no sea previa. En Derecho Administra- 
tivo la autorización que es posterior se llama aprobación; 
toda autorización es previa por sí misma y naturalmente. La 
palabra “expresa” también está de más porque, si no lo fuera, 
sería tácita, o de mandato verbal. No imagino cómo sería una 
resolución administrativa que no fuera expresa. Por tanto, 
formulo moción para que se supriman los adjetivos “expresa” 
y “previa”. 


SEÑOR PRESIDENTE, - ¿El señor Miembro Informante 
está de acuerdo? 


SEÑOR ASTORI. - No tengo inconveniente. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Si no se hace uso de la palabra, 
se va a votar el artículo 9% con la eliminación de los términos 
“expresa” y “previa”. 
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(Se vota:) 
-21 en 24. Afirmativa. 
SEÑOR IRURTIA. - Pido la palabra para fundar el voto, 


SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor Sena- 
dor. 


SEÑOR IRURTIA. - Señor Presidente: he votado negati- 
vamente los artículos 3%, 4* y 9". 


Quiero manifestar mi disconformidad con las dos formu- 
laciones de concesionarios y permisarios. Quienes vivimos 
en el campo percibimos la importancia que tiene el manejo 
del agua, que está a cargo, fundamentalmente, del productor 
agropecuario. El hecho de que la legislación brinde distintas 
posibilidades y cree la figura de permisario, hace que surja 
una complicación en lo que se refiere al manejo de una herra- 
mienta tan fundamental para la vida del agro nacional. Este 
es el motivo primordial por el cual no estoy de acuerdo con 
la filosofía de estas tres disposiciones. 


SEÑOR PRESIDENTE. - En consideración los artículos 
5%, 6%, 7%, 8%, 10 y 11. 


(El texto de los artículos cuya lectura se resolvió supri- 
mir, es el siguiente: 


“ARTICULO 5”. - (Concesión condicionada). Se 
podrá otorgar una concesión sin acreditar la titularidad 
de los derechos mencionados en el inciso final del 
artículo anterior, al sólo efecto de gestionar la imposi- 
ción de las servidumbres que correspondan, 


ARTICULO 6". - (Caducidad de la concesión). Sin 
perjuicio de lo dispuesto por el artículo 173 del Códi- 
go de Aguas, el Ministerio de Transporte y Obras Pú- 
blicas podrá declarar la caducidad de la concesión de 
uso de agua para riego, sin derecho del concesionario 
a indemnización, cuando incurriere en incumplimiento 
grave del plan de uso y manejo de suelos y aguas, a 
juicio del Ministerio de Ganadería, Agricultura y Pes- 
ca. 


La caducidad prevista en este artículo será sin per- 
juicio de las sanciones que correspondan al infractor 
por el artículo 285 de la Ley N* 16.736, de 5 de enero 
de 1996. 


ARTICULO 7”. - (Cesión de la concesión). Ade- 
más de los requisitos previstos en los artículos 170 y 
171 del Código de Aguas, para efectuar la cesión de 
una concesión de uso privativo de agua para riego, el 
cesionario deberá contar con un plan de uso y manejo 
de suelos y aguas aprobado previamente por el Minis- 
terio de Ganadería, Agricultura y Pesca. Toda cesión 
que no cumpla con el requisito establecido en este 
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artículo, será nula de pleno derecho y podrá dar lugar a 
la caducidad de la concesión. 


ARTICULO $8”. (Requisitos para el permiso). El 
permiso de riego podrá ser otorgado para utilizacio- 
nes, de carácter transitorio y en aquellos casos en que 
no se posea la totalidad de los requisitos para la con- 
cesión, debiendo cumplirse con lo dispuesto por el 
ordinal 2” del artículo 4” de la presente ley. 


ARTICULO 10. - No se entenderá que existe ce- 
sión del permiso o de la concesión, cuando el titular 
de los mismos realice contratos asociativos de cultivo 
en los cuales se utiliza el riego y se reparte el produci- 
do de la cosecha. 


ARTICULO 11. (Contrato de suministro de agua). 
Todo contrato en virtud del cual una parte se obliga a 
suministrar agua para riego, cualquiera fuere su natu- 
raleza, deberá otorgarse por escrito so pena de nuli- 
dad. 


Quien suministrare agua con destino a riego sin 
contrato escrito, no obstante la nulidad del mismo, 
será sancionado conforme a lo dispuesto por el artícu- 
lo 26 de esta ley. 


La distribución y el suministro de agua entre los 
miembros de una asociación O sociedad agraria de rie- 
go a la cual pertenecen, cuando así correspondiere por 
su naturaleza social, deberá efectuarse entre cada miem- 
bro y la entidad por escrito, so pena de nulidad.”) 


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 

(Se vota:) 

-24 en 24. Afirmativa. UNANIMIDAD. 

SEÑOR BATLLE. - Pido la palabra para fundar el voto. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor Sena- 
dor. 


SEÑOR BATLLE. - Señor Presidente: he votado afirmati- 
vamente todas estas disposiciones que han sido largamente 
consideradas en la Comisión de Ganadería, Agricultura y Pes- 
ca, en mérito a que me parece que no sería del caso, en este 
momento, innovar suprimiendo algunas de las formas jurídi- 
camente reconocidas por el Código de Aguas, ya que entra- 
- ríamos en una contradicción evidente con dicha normativa, 
derogando expresa e implícitamente algunos de sus artículos. 


Por otra parte, en esta materia el país ya tiene práctica en 
cuanto al uso y manejo del agua, tanto en lo que se refiere a 
concesiones como a permisos. 


Como bien dijo el señor Senador Gargano, mencionamos 
al Ministerio de Transporte y Obras Públicas -en lugar de 
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decir “Ministerio competente”- porque el Código de Aguas 
hace referencia al Ministerio competente, pero en el Título 
final establece que dicha Cartera es la de Transporte y Obras 
Públicas. Entonces, nos pareció adecuado incorporar la deno- 
minación incluida en el Código de Aguas. 


Por último, quiero decir que, sin duda alguna, en poco 
tiempo más en este planeta el agua va a tener más valor que 
el petróleo. Por suerte, el país tiene muchos recursos hídricos 
importantes, y creo que es fundamental que la sociedad los 
administre con un criterio global y colectivo que haga más 


eficiente su uso. 


SEÑOR GARGANO. - Pido la palabra para fundar el voto. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor Sena- 
dor. 


SEÑOR GARGANO. - Quiero señalar que todas las figu- 
ras que están incluidas en este proyecto de ley ya existen; 
inclusive, la cesión del permiso. Cuando realicé mi exposi- 
ción durante la discusión general, dije que quizás algunas 
figuras que operan en la práctica no hubieran sido recogidas, 
puesto que hay modalidades muy variadas de trabajo con el 
agua y los propios productores han tenido que ir adaptándo- 
las a la realidad. Aquí hemos recogido el esqueleto, lo sus- 
tancial, para dar cierta certeza jurídica a lo que se viene 
efectuando en la práctica. Por ejemplo, la cesión de permiso 
es algo habitual puesto que, para el caso de un cambio de 
titular -aunque se siga con esa explotación- al mismo tiempo 
que se vende el predio, se está cediendo el permiso para 
poder continuar con el uso del agua. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Pasamos a considerar el Capítu- 
lo TIT, “De las Sociedades Agrarias de Riego”. 


En consideración los artículos 12 a 19. 


(El texto de los artículos cuya lectura se resolvió supri- 
mir, es el siguiente: 


“ARTICULO 12. - (Sociedades Agrarias de Rie- 
go). Sin perjuicio de lo dispuesto en la legislación 
civil y comercial vigente, los productores rurales sean 
personas físicas o jurídicas, interesadas en el uso de 
agua para riego podrán asociarse bajo las disposicio- 
nes de la presente ley, para obtener permisos, conce- 
siones u otros derechos que les otorguen directa o in- 
directamente el uso del agua para riego. 


Del mismo modo, podrán hacerlo entre sí, los titu- 
lares de permisos, concesiones u otros derechos que 
otorguen directa o indirectamente el uso del agua para 
riego, O éstos con los productores referidos en el inci- 
so anterior. 


ARTICULO 13. - (Objeto). Las Sociedades Agra- 
rias de Riego, no podrán unir a su objeto otro u otros 
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que no refieran a los exclusivos efectos del uso, mane- 


jo y aprovechamiento del agua conforme a las disposi- 
ciones de la presente ley y el Decreto-Ley N” 15.239, 
de 23 de diciembre de 1981. Se encuentra comprendi- 
do en dicho objeto la realización de obras hidráulicas 
de aprovechamiento en común o individual de sus 
miembros o para servicios a terceros. 


ARTICULO 14. - (Constitución y Administración 
de la Sociedad). Las Sociedades Agrarias de Riego se 
constituirán por contrato escrito en el cual se expresa- 
rá el nombre de los socios, el monto del capital social 
y el aporte de capital que corresponde a cada socio, el 
plazo, el objeto social, la denominación, la cual in- 
cluirá de manera expresa su naturaleza de “Sociedad 
Agraria de Riego" y las condiciones de ingreso y egre- 
so de los miembros y de la disolución de la sociedad. 
Igualmente harán indicación de los permisos o conce- 
siones de cada socio cuando corresponda. 


Salvo pacto en contrario, la votación se efectuará a 
prorrata de los capitales de los socios. 


En ningún caso podrá la sociedad privar a sus miem- 
bros, por vía de sanción, del uso de agua para riego, 
mientras mantengan dicha calidad. 


ARTICULO 15. - (Personería jurídica). El contrato 
social deberá inscribirse en el registro que a este fin 
llevará el Ministerio de Transporte y Obras Públicas. 
Obtenida la referida inscripción, tendrá personería ju- 
rídica desde el momento de su constitución. 


Antes de su inscripción no podrán realizar acto al- 
guno imputable a la sociedad, salvo los de trámite 
relativos a su formación. 


La responsabilidad de los miembros por las deudas 
sociales, será siempre limitada al monto de sus respec- 
tivos aportes. 


ARTICULO 16. - (Libros). Las Sociedades Agra- 
rias de Riego deberán llevar libros rubricados por el 
Ministerio de Transporte y Obras Públicas de acuerdo 
con lo que establezca la reglamentación. 


ARTICULO 17. - (Atribuciones del Jurado). El con- 
trato social podrá prever la existencia de un Jurado uni 
o pluripersonal. Í 


Serán competencias del Jurado: 


a) conocer todas las cuestiones de hecho que sobre 
riego, se susciten entre los miembros; 


b) imponer a los infractores del estatuto, contrato so- 
cial, reglamentos y ordenanzas dictadas por la enti- 
dad, los correctivos y sanciones a que haya lugar 
con arreglo a los mismos. 
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ARTICULO 18. - (Procedimiento). El procedimien- 
to del Jurado será público y verbal, en la forma que 
determine el contrato social. 


Sus fallos se consignarán en un libro con expresión 
de los hechos y del derecho en que se finden. 


ARTICULO 19. - (Legislación supletoria). En todo 
lo no previsto en la presente ley respecto a las Socie- 
dades Agrarias de Riego, se aplicarán, en lo pertinen- 
te, las disposiciones del Título VI del Libro 1V Parte H 
del Código Civil. No obstante, la muerte o incapaci- 
dad de alguno de sus miembros no provocará la diso- 
lución de las mismas. 


No será aplicable lo dispuesto por el artículo 1918 
del Código Civil ni las disposiciones de la Ley 
N” 16.060, de 4 de setiembre de 1989 (Ley de Socieda- 
des Comerciales).”) 


Tiene la palabra el Miembro Informante, señor Senador 
Astori. 


SEÑOR ASTORI. - El señor Senador Posadas Montero 
había adelantado durante la discusión general una propuesta 
muy sencilla, que es la de suprimir todo este Capítulo, Al 
respecto, quiero decir que no estamos de acuerdo con ella, 
debido a dos razones que nos gustaría señalar con la mayor 
claridad posible. 


En primer Jugar, la Comisión de Ganadería, Agricultura y 
Pesca contó con un apoyo importante por parte del doctor 
Guerra, profesor de Derecho Agrario en la Facultad de Dere- - 
cho, quien ha trabajado mucho sobre estos temas junto con el 
doctor Adolfo Gelsi Bidart. El sector agrario tiene una tradi- 
ción ancestral de disposiciones en esta materia, en particular 
en materia de funcionamiento colectivo de organizaciones de 
regantes. Inclusive, existen algunas no escritas que fueron 
impuestas por la costumbre y que se remontan quizás a cua- 
trocientos o quinientos años atrás. A este respecto, el profe- 
sor Guerra, con la brillantez que lo caracteriza señalaba que, 
teniendo en cuenta las circunstancias de la realidad nacional 
que no tiene por qué ser igual a lo tradicional en esta mate- 
ria- y sin perjuicio de la legislación general vigente, debería 
existir un conjunto de disposiciones que recogiera precisa- 
mente la especificidad del riego con destino agropecuario, y 
se tendrían que crear figuras jurídicas que hoy no hay en el 
país. De esta manera daríamos al productor agropecuario, a 
los grupos o sociedades de productores agropecuarios que 
deseen integrarse con estos fines, la posibilidad de contar con 
instrumentos jurídicos de que hoy no disponen. Entonces, la 
primera razón es que no podemos negar a los productores 
agropecuarios que lo deseen, la posibilidad de utilizar este 
instrumento con esas finalidades. 


En segundo término, pienso que con estas disposiciones en 
absoluto se colide o se obstaculiza la aplicación de las normas 
vigentes. Como se podrá observar, no sólo el artículo 12, sino 
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todo el Capítulo, se inicia con una expresión propuesta por el 
señor Senador Pereyra -el otro Miembro Informante de este 
proyecto- que dice lo siguiente: “Sin perjuicio, de lo dispuesto 
en la legislación civil y comercial vigente”, luego de lo cual se 
establece una serie de disposiciones de aplicación específica a 
estos casos. Creo que más que un conjunto de artículos impe- 
rativos, esto es un conjunto de facultades, de posibilidades, de 
derechos a utilizar, si es que se estima del caso hacerlo. 


Por estos motivos, no compartimos la propuesta de supri- 
mir el Capítulo. Con esto deseábamos iniciar una discusión al 
respecto, que puede tener aspectos específicos o particulares 
que también sea de recibo analizar. 


SEÑOR POSADAS MONTERO. - Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene ta palabra el señor Sena- 
dor. 


SEÑOR POSADAS MONTERO. - Trataré de ser breve, 
porque parte de los argumentos que voy a esgrimir ya los 
mencioné en la sesión anterior. 


Mi posición cun relación a este Capítulo, mediante el cual 
se crea una figura societaria nueva en el Derecho uruguayo es, 
ante todo, que dicha figura es absolutamente innecesaria, Si se 
repasan los artículos 12 a 19 se podrá advertir que allf, quizá 
con una excepción, están contemplados los elementos de cual- 
quier sociedad comercial: el derecho de asociarse, el otorga- 
miento de la persona jurídica, el requerimiento de aportes de 
personas por un lado, y de capital por otro, que debe tener un 
objeto exclusivo, que se constituya por escrito y esté registra- 
da, y que cumpla con determinados plazos. Repito que todo 
eso está en la legislación vigente en materia de sociedades y, 
por lo tanto, es absolutamente innecesario inventar otra figura 
para lo mismo. 


En donde sí aparece una diferencia con la legislación ac- 
tual -y para mí resulta algo bastante novedoso- es en la exis- 
tencia de la figura de un jurado dentro de la persona jurídica 
societaria. Amén de ser novedoso, confieso que esto no me 
convence; no alcanzo a ver la figura jurisdiccional, con ese 
nombre, dentro del funcionamiento de un contrato societario 
entre particulares, que no es otra cosa que una sociedad. 


Si se avanza un poco más para ver las competencias y lo 
que se pretende con esa nueva figura del jurado, se podrá 
advertir que también ello se obtiene, con leves matices, a 
través de la redacción de un estatuto de sociedad comercial 
bajo la legislación vigente. 


Entonces, luego de leer estos artículos, no puedo más que 
concluir que es absolutamente innecesario inventar una nue- 
va figura societaria. 


A eso añado -como señalé en la sesión anterior- que, al 
menos desde mi punto de vista, no es bueno estar creando 
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legislaciones cortadas a medida, porque cuando luego tienen 
que ser interpretadas por las partes y, sobre todo, por las 
autoridades -tanto en vía administrativa como jurisdiccional- 
como se apartan de las normas generales, sólo sirven para 
ocasionar problemas y dificultades. 


Lo que se está contemplando aquí es una actividad econó- 
mica como tantas otras -naturalmente que tendrá sus particu- 
laridades, como ocurre con todas- que no es de un grado de 
especificidad, de originalidad y de excepcionalidad tal que 
amerite, como se dice hoy en día, innovar inventando una 
nueva figura societaria. 


Por estos motivos, más otros que estoy dispuesto a señalar 
si es que se sigue adelante con la discusión particular de este 
Capítulo, es que soy contrario al mismo en su conjunto y, 
lamentablemente, no lo acompañaré a la hora de votar. 


SEÑOR PEREYRA. - Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el Miembro In- 
formante, señor Senador Pereyra. 


SEÑOR PEREYRA. - Señor Presidente: nos parece con- 
veniente incorporar a la discusión de hoy las consideraciones 
que hicieron los técnicos que nos asesoraron en la Comisión. 
Me refiero a un conjunto de técnicos en el que se asociaban 
aquellos que actúan en el ámbito jurídico y los que lo hacen 
en el ámbito agrario. 


Sobre este punto se señala lo siguiente: “La importancia 
radica en que la mayor parte de las obras de cierta enverga- 
dura en materia de riego son necesariamente colectivas”. To- 
dos sabemos esto; las grandes obras de riego no las aprove- 
cha un único productor, sino el conjunto. Por lo tanto, habría 
que ver si la legislación actual facilita esa conjunción de 
productores para el aprovechamiento del agua. 


Al respecto se dice: “Las fórmulas jurídicas que actual- 
mente existen no llenaban los requisitos imprescindibles; in- 
clusive, se estaba utilizando una norma que hablaba de los 
conjuntos económicos como una forma de obtener una perso- 
nería jurídica, pero que no tenfan una especificidad tal como 
las que están previstas en este proyecto de ley. Aquí se plan- 
tean dos posibilidades: por un lado, la asociación, que es una 
forma jurídica abierta a la cual ingresan y egresan, como 
sucede en cualquier otra asociación, los posibles miembros 
de la entidad que administra la obra de riego” -es decir, hay 
una fórmula general, a la que hace unos momentos se refería 
el señor Senador Posadas Montero- “y, por otro, la sociedad 
cerrada, que es para una obra determinada y en la cual hay 
una vinculación entre sus integrantes.” 


Por su parte, el doctor Guerra decía: “Al respecto, me 
gustaría recordar que es una novedad de tipo parcial. Digo 
esto porque en nuestro Derecho Positivo, específicamente en 
el Código Rural de 1875, el Legislador de esa época -en el 
Senado mismo- incorporó la legislación española de aguas 
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del año 1866, que recogía toda una tradición en esa materia. 
En ese entonces no había una experiencia de riegos y dentro 
de los capítulos que se incorporaron estaba el de las Juntas de 
Riego y las Comunidades de Regantes”. Es decir que esto ya 
existía en nuestro Derecho Positivo. 


Más adelante expresa: “las formas asociativas para riego 
no son una novedad absoluta en el Derecho Positivo, puesto 
que rigieron por más de cien años. La paradoja radicaba en 
que el adelanto en la visión del Legislador de aquella época no 
se pudo consagrar en los hechos. No hubo oportunidad de que 
se formaran -al menos estos son los datos que tengo- porque el 
Uruguay nunca fue un país "de riego”.” Y yo digo que nunca 
lo fue hasta que se presentaron Jas circunstancias actuales, 
fundamentalmente, con el incremento del cultivo del arroz. 


De manera que, sin dejar de lado los ajustes que haya que 
hacer en función de las disposiciones vigentes en la materia, 
estas asociaciones pueden ser entidades, que seguramente no 
van a llenar las formas jurídicas previstas en la legislación 
civil, pero que facilitarán la unión de productores que, en for- 
ma individual, no podrían hacer un uso pleno de los beneficios 
del riego. 


Estos son, pues, los méritos que los técnicos y nosotros le 
vemos a este conjunto de disposiciones. 


SEÑOR BATLLE. - Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor Sena- 
dor. 


SEÑOR BATLLE. - Señor Presidente: confieso que cuan- 
do el tema se planteó en la Comisión, nosotros ingresamos a 
él con bastante reticencia y pensando que nos estábamos en- 
frentando, no sólo a una figura nueva, sino a cosas que apa- 
rentemente en el país no sonaban bien, como es todo lo que 
tiene que ver con los jurados, etcétera. 


En primer lugar, queremos decir que se trata de una orga- 
nización de carácter voluntario; nadie está forzado a incorpo- 
rarse a una sociedad de regantes. 


En segundo término, debemos reconocer que es cierto que 
desde los tiempos del Rey Salomón hasta el presente, los 
problemas por el agua han sido terribles y tremendos. Obvia- 
mente, esto es así porque estamos ante un recurso escaso sin 
el cual no pueden vivir los árboles, las plantas, los animales, 
ni los seres humanos. Por lo tanto, creo que es válido dejar 
este Capítulo con la correspondiente aclaración en el artículo 
19. De lo que se trata es de que estamos intentando contribuir 
a dejar de lado la marginación a que se ven sometidos los 
productores por las disposiciones actuales en materia de so- 
ciedades comerciales. ¿Por qué? Porque queremos agregar un 
elemento más a muchas cosas complejas que se presentarán 
en el futuro en el Uruguay cuando el agua sea un recurso 
primordial y principal para cualquier actividad agropecuaria. 
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Analicé el tema desde ese punto de vista y pensé que ins- 
taurar un instrumento de esta naturaleza, distinto a todo lo que 
existe en materia de disposiciones jurídicas, y referirlo, como 
lo establece el artículo 19, al Título VI del Código Civil, era 
conducente para agregar algo nuevo a una práctica antigua 
que hoy tiene una gran importancia y que cada día toma con- 
tornos más difíciles de manejar. 


SEÑOR POSADAS MONTERO. - ¿Me permite una inte- 
rrupción, señor Senador? 


SEÑOR BATLLE. - Con mucho gusto. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Puede interrumpir el señor Se- 
nador. 


SEÑOR POSADAS MONTERO. - A cierta altura de su 
exposición, y como parte de su razonamiento en pro de estos 
artículos, el señor Senador Batlle decía que, en definitiva, no 
se está imponiendo nada a nadie, que quien así lo desee, 
elegirá incorporarse a una sociedad de regantes. Eso es cierto 
desde un punto de vista, pero también es válido decir que con 
esta legislación se está coartando en cierta medida la libertad 
de elección de los productores, puesto que no van a poder 
asociarse, con este fin, bajo ninguna otra forma que la de la 
ley. Es decir que se les está acotando la libertad -puede ser 
que esto esté justificado- de una manera muy especial. 


Entonces, aquellos que en el futuro encaren una actividad 
que es comercial -ya que persigue fines de lucro y es típica- 
mente comercial- no podrán hacer uso de la batería de nor- 
mas que el Legistador ha destinado a esos fines; concretamen- 
te, no podrán utilizar la legislación comercial. De esa forma, 
serán prácticamente los únicos en el país que, desarrollando 
una actividad comercial, queden excluidos de la legislación co- 
mercial por aplicación de las disposiciones de este Capítulo. 


Aprovecho la oportunidad para señalar que hay una con- 
tradicción entre el comienzo del artículo 12, que dice: “Sin 
perjuicio de lo dispuesto en la legislación civil y comercial 
vigente,”, y lo que se expresa en el inciso segundo del artícu- 
lo 19, que excluye a la Ley N” 16,060, que en materia comer- 
cial societaria es el Código moderno. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Puede continuar el señor Sena- 
dor Batlle. 


SEÑOR BATLLE. - Pienso que aquí no existe ninguna 
prohibición que impida constituir alguna sociedad comercial 
para explotar un recurso hidráulico de una represa que, a 
través de un sistema de riego, le da agua a terceros a cambio 
de un precio. En este caso se está estableciendo una legisla- 
ción nueva y no se elimina ninguna vigente. Quiere decir que 
si deseo constituir una sociedad comercial bajo las normas de 
la legislación comercial para que con mi represa le venda a 
terceros el agua que se cotiza en, por ejemplo, veinte bolsas 
de arroz, a fin de obtener de esa manera una rentabilidad, ella 
estará inmersa dentro de todo el sistema tributario nacional. 
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Reitero que con esta normativa no se impide nada, sino 
que se está agregando una hueva forma, con características 
especiales, a las que ya están vigentes. No existe contradic- 
ción alguna entre el artículo 12 y los siguientes, porque allí 
se dice: “Sin perjuicio de lo dispuesto en la legislación vigen- 
te” y, precisamente, esta última rige a todo aquél que, ate- 
niéndose a ella, quiera constituir otra forma de sociedad, 
Entonces, sin perjuicio de la legislación vigente, se puede 
elaborar otra forma de sociedad y, en el caso de que se opte 
por constituirla bajo esta forma, ella no estará dentro de la 
legislación vigente. 


Una vez más reitero que la legislación vigente sigue ri- 
giendo y cualquiera puede hacer algo en esa materia. 


SEÑOR ASTORI. - Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el Miembro 
Informante, señor Senador Astori. 


SEÑOR ASTORI. - En este punto quiero expresarme en 
el mismo sentido en que lo hizo el señor Senador Batlle. No 
existe ninguna contradicción entre el comienzo del Capítulo 
IM y el inciso segundo del artículo 19, porque en este último 
se dice que para las sociedades agrarias de riego no serán 
aplicables el artículo 1918 del Código Civil ni las disposicio- 
nes de la Ley N” 16.060, Eso es correcto para las sociedades 
agrarias de riego, pero no significa que siempre sea necesario 
constituir sociedades agrarias de riego para actuar en la mate- 
ria. Ese es otro tema. A las sociedades agrarias de riego no se 
les aplican estas normas, pero no se obliga a que todos cons- 
tituyan el mismo tipo de sociedades. Por lo tanto, allí no 
existe ninguna contradicción. 


SEÑOR GARGANO. - Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor Sena- 
dor. 


SEÑOR GARGANO. - Señor Presidente: esta discusión 
se dio intensamente en la Comisión y los dos párrafos inicia- 
les del artículo 12 fueron incorporados, precisamente, para 
dejar en claro que todas las formas de asociación civil y 
comercial que ya existen siguen vigentes. Se crea una figura 
nueva, que es la Sociedad Agraria de Riego, a la cual, natu- 
ralmente, le son aplicables estas disposiciones y no las que 
rigen a otras sociedades. 


En torno al tema del jurado, quiero decir que aquí se 
recoge un principio que siempre nos pareció muy justo y lo 
explicó en la Comisión, en varias oportunidades durante to- 
dos estos años, el doctor Navarro, que es un especialista en 
esta materia. En ese sentido, es necesario constituir un orga- 
nismo que pueda resolver las cuestiones de hecho que no 
admiten demoras y que no se pueden llevar a los tribunales, 
porque cuando se está plantando o regando, no se puede 
iniciar un pleito y resolver la cuestión ante un tribunal. Es 
necesario contar con un instrumento que se den los propios 
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productores y que cuente con su confianza, para que resuelva 
los problemas de hecho que se susciten en materia de riego. 
Esa es la función del jurado. Además, es la función que ha 
cumplido tradicionalmente en España y la que preveía el 
Código Rural, que no fue cumplida en nuestro país porque 
aquí no se ha regado en la forma intensa en que se está 
haciendo ahora. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Si no se hace uso de la palabra, 
se va a votar el artículo 12. 


(Se vota:) 

-17 en 21. Afirmativa. 

En consideración el artículo 13. 

SEÑOR POSADAS MONTERO. - Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor Sena- 
dor. 


SEÑOR POSADAS MONTERO. - Señor Presidente: no 
voy a votar este artículo pero, de todos modos, quiero decir 
que “unir a su objeto” es una expresión desconocida desde el 
punto de vista jurídico. Si lo que se quiere decir es que sean 
sociedades de objeto exclusivo, ello debe afirmarse directa- 
mente. 


Reitero que “unir a su objeto” es una expresión técnica- 
mente deficiente. 


SEÑOR ASTORI. - Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el Miembro 
Informante, señor Senador Astori. 


SEÑOR ASTORI. - Señor Presidente: el señor Senador 
Posadas Montero había formulado una propuesta en esta ma- 
teria, pero como luego planteó que se suprimiera todo el 
Capítulo, ella no figura en el texto. 


Estoy de acuerdo con él en que esta expresión no es co- 
rrecta y creo que lo que el señor Senador Posadas Montero 
había propuesto, y que en lo personal me parece más adecua- 
do, consiste en decir “no podrán integrar a su objeto”, 


SEÑOR POSADAS MONTERO. - Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor Sena- 
dor. 


SEÑOR POSADAS MONTERO. - Señor Presidente: al final 
vamos a terminar extrañando al doctor Gonzalo Aguirre. 


Técnicamente lo correcto es establecer: “Las Sociedades 
Agrarias de Riego deberán tener por objeto exclusivo el uso, 
manejo”, etcétera. 
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SEÑOR ASTORI. - Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la Baeoa el Miembro 
Informante, señor Senador Astori. 


SEÑOR ASTORI. - Señor Presidente: la propuesta inicial 
del señor Senador Posadas Montero decía “no podrán inte- 
grar”, pero no hago cuestión en ello. 


SEÑOR PRESIDENTE. - El texto que votaremos inicial- 
mente será el que acuerden los señores Miembros Informan- 
tes; por lo tanto, ellos tienen la palabra, 


SEÑOR ASTORI. - Me parece que lo más conveniente es 
decir “'no podrán integrar a su objeto”. 


SEÑOR PRESIDENTE. - El señor Senador Pereyra pare- 
ce estar de acuerdo con esa redacción. 


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar el artículo 
13 con una única modificación, que consiste en sustituir la 
palabra “unir” por “integrar”. 


(Se vota:) 
-15 en 19. Afirmativa. 
En consideración el artículo 14. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Si no se hace uso de la palabra, 
se va a votar. 


(Se vota:) 

-15 en 19. Afirmativa. 

En consideración el artículo 15. 

SEÑOR POSADAS MONTERO. - Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor Sena- 
dor. 


SEÑOR POSADAS MONTERO. - Señor Presidente: quiero 
hacer dos o tres comentarios sobre este artículo, sin perjuicio 
de mi disposición a votar en contra de este Capítulo en su 
conjunto. 


En primer lugar, el Ministerio de Transporte y Obras Pú- 
blicas no es un órgano idóneo en materia societaria. 


En segundo término, me parece que existe una contradic- 
ción entre lo que sostiene el artículo 1”, en el sentido de que 
la personería se adquiere con la constitución, y lo que esta- 
blece el 14, cuando dice que la constitución se da por el 
contrato escrito. Entonces, si se obtiene la personería en el 
momento de suscribir el contrato, el inciso siguiente es con- 
tradictorio, ya que si se cuenta con la personería antes de la 
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inscripción, se puede actuar. Pienso que por apartarnos de lo 
que es el sistema normal, entramos aquí en una figura rara, 


Por último, considero que es mejor eliminar el inciso fi- 
nal. Digo esto porque hay una normativa que indica que si 
hay una persona jurídica y contrae deudas, ellas serán de la 
persona jurídica y no de los socios. No se puede decir"algo 
tan amplio como que la responsabilidad de los miembros por 
las deudas sociales siempre estará limitada, por ley, al monto 
de sus respectivos aportes, porque eso bien puede no ser así, 
y probablemente no lo sea desde el momento en que van a 
firmar garantías solidarias al día siguiente de haberse consti- 
tuido, como Suele suceder en la práctica. 


Estas son las tres precisiones que deseaba realizar. 
SEÑOR ASTORI. - Pido la palabra, 


SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el Miembro 
Informante, señor Senador Astori. 


SEÑOR ASTORI. - Este es un Capítulo que ha sido muy 
analizado; personalmente, preferiría no alterar la redacción 
de sus artículos. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Si no se hace uso de la palabra, 
se va a votar el artículo 15 tal como ha venido de Comisión. 


(Se vota:) 

-13 en 19. Afirmativa. 

En consideración el artículo 16. 

SEÑOR POSADAS MONTERO. - Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor Sena- 
dor. 


SEÑOR POSADAS MONTERO. - Me parece que como 
aquí hay un apartamiento de las normas, se debería decir de 
qué libros se trata. 


SEÑOR ASTORI. - Pido la palabra, 


SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el Miembro 
Informante, señor Senador Astori. 


SEÑOR ASTORI. - No es esa la opinión de los abogados, 
quienes en Comisión señalaron expresamente lo contrario. 
Debo decir que, si no recuerdo mal, el señor Senador Posadas 
Montero incluyó este tema en las normas que estaban ya en 
vigencia; ahora expresa que existe un apartamiento de las 
normas que están en vigencia. A mi juicio, cuando el señor 
Senador formuló el comentario previo, señaló que ya había 
normas en materia de libros. Es porible que quien habla se 
haya confundido. 
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SEÑOR POSADAS MONTERO. - ¿Me permite una inte- 
rrupción, señor Senador? 


SEÑOR ASTORI. - Con mucho gusto. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Puede interrumpir el señor Se- 
nador. 


SEÑOR POSADAS MONTERO. - Muchas gracias. 


Efectivamente, existen normas en materia de libros. El 
tema es que, por este proyecto de ley, de acuerdo con lo 
establecido en el inciso segundo del artículo 19, no son apli- 
cables. Entonces, si las disposiciones que el país tiene en 
materia de libros no serán aplicables, porque así lo señala el 
artículo que he indicado, es necesario saber cuáles son los 
libros que se exigirán a esta gente, de acuerdo con lo estable- 
cido en el artículo 16. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Puede continuar el Miembro 
Informante, señor Senador Astori. 


SEÑOR ASTORI. - Teniendo en cuenta las especificida- 
des de las Sociedades Agrarias de Riego, dado el ámbito en 
que van a operar, los juristas especializados que acompaña- 
ron el trabajo de la Comisión entendieron que esta era la 
mejor redacción para las Sociedades Agrarias de Riego, para 
el momento en que se utilice esta peculiar figura jurídica que 
se está creando a través de este proyecto de ley. 


SEÑOR GARGANO. - Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE, - Tiene la palabra el señor Sena- 
dor, 


SEÑOR GARGANO. - Quiero decir que este tema fue 
discutido en el seno de la Comisión y finalmente se acordó 
que es necesario que existan instrumentos donde quede regis- 
trada la actividad de las Sociedades. Esos instrumentos no 
son otra cosa que libros. Inclusive, en su momento discuti- 
mos si la palabra adecuada era “libros”. Estos deberán ser 
rubricados por quien otorgue la inscripción. En relación direc- 
ta con lo que se señala en el artículo anterior, es evidente que 
la Sociedad Agraria no puede actuar antes de realizar su ins- 
cripción, es decir, antes de que se verifique en el Ministerio de 
Transporte y Obras Públicas si reúne o no las condiciones. 
Esto significa que tendrá actividad de naturaleza jurídica a 
partir de su inscripción. 


POSADAS MONTERO. - Pero no es eso lo que expresa 
el texto, señor Senador. 


SEÑOR GARGANO. - A mi juicio, sí es lo que dice el 
texto. 


Personalmente, creo que los libros sirven para ordenar el 
trabajo de las Sociedades y permitir el control por parte de la 
autoridad que administra. Ese es el fin de los libros. 
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SEÑOR BATLLE. - Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor Sena- 
dor. 


SEÑOR BATLLE. - En relación con el artículo 16, creo 
que se podrían tomar dos determinaciones. Una de ellas sería 
que fuera la ley la que fijara específicamente cuáles son los 
libros a llevar, y la otra, que lo hiciera el decreto reglamenta- 
rio del Poder Ejecutivo, en función de las realidades y de ta 
actividad de las Sociedades Agrarias. 


A mi juicio, no es este un tema central en lo que respecta 
a la forma societaria que estamos estableciendo. Pienso que 
perfectamente esto puede y debe quedar librado a la regla- 
mentación que se instrumente por parte del Poder Ejecutivo. 
Fue así que Jo admitimos en el seno de la Comisión, ámbito 
en el cual creímos que era mucho más flexible establecerlo 
por decreto que hacerlo por disposición legal. 


SEÑOR MALLO. - Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor Sena- 
dor, 

SEÑOR MALLO. - Para ilustración del Senado, me per- 
mito leer el inciso final del artículo 10 de la Constitución. 
Dice lo siguiente: “Ningún habitante de la República será 
obligado a hacer lo que no manda la ley, ni privado de lo que 
ella no prohíbe.” Esto significa que los reglamentos no pue- 
den obligar a nadie a llevar libros; la única que puede hacer 
eso es la ley. 


SEÑOR PRESIDENTE, - Si no se hace uso de la palabra. 
se va a votar el artículo 16, con el texto venido de Comisión. 


(Se vota:) 

-16 en 20. Afirmativa. 

En consideración el artículo 17. 

Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 
(Se vota:) 

-16 en 20. Afirmativa. 

En consideración el artículo 18. 

Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 
(Se vota:) 

-16 en 20. Afirmativa. 


En consideración el artículo 19. 
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Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 
(Se vota:) 


-16 en 20. Afirmativa. 


Corresponde ingresar al Capítulo IV “De las Obras Hi- 
dráulicas”. 


En consideración los artículos 20 y 21. 


(Los textos de los artículos cuya lectura se resolvió supri- 
mir son los siguientes: 


“ARTICULO 20. - (Definición). Se entenderán por 
obras hidráulicas para riego con fines agrarios las si- 
guientes: 


Los sistemas de extracción de agua desde cualquier 
fuente. 


Los represamientos que capten aguas de escurrimiento 
superficial, comprendiendo el área inundada. 


Los sistemas de conducción de las aguas hasta el 
cultivo. 


Los depósitos artificiales con fines de almacenamien- 
to de agua para riego. 


Toda otra obra de captación de aguas con fines de 
riego agrario.” 


“ARTICULO 21. - (Construcción). Toda construc- 
ción de obras hidráulicas con fines de riego requerirá 
la aprobación del proyecto de obra y derecho al uso 
del agua por parte del Ministerio de Transporte y Obras 
Públicas, del plan de uso y manejo de suelos y aguas 
por parte del Ministerio de Ganadería, Agricultura y 
Pesca y de la autorización ambiental previa, cuando 
corresponda, por parte del Ministerio de Vivienda, Or- 
denamiento Territorial y Medio Ambiente, en la forma 
y condiciones que determine la reglamentación. Dicha 
reglamentación creará los mecanismos y los procedi- 
mientos administrativos necesarios para la aprobación 
conjunta por parte de los organismos citados. 


Sin perjuicio de lo establecido en la legislación 
vigente, facúltase al Ministerio de Transporte y Obras 
Públicas en caso de contravención a lo dispuesto pre- 
cedentemente, para solicitar judicialmente la demoli- 
ción de las obras a cargo del infractor, siguiéndose a 
esos efectos el procedimiento previsto en el artículo 
346 del Código General del Proceso, sin perjuicio de 
las multas que pudiere imponer en vía administrativa 
al amparo de lo dispuesto por el artículo 26 de la 
presente ley y de la acción penal cuando correspon- 
da.”) 
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SEÑOR ASTORI. - Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor Miem- 
bro Informante, señor Senador Astori. 


SEÑOR ASTORI. - Señor Presidente: sin perjuicio del 
hecho de que si el Senado desea efectuar consideraciones 
estamos a la orden, quiero decir que en relación con los 
artículos 20 y 21 no se ha recibido ninguna observación hasta 
este momento. Creo que podrían ser compartidos por el Sena- 
do sin ningún tipo de inconveniente, ya que hasta ahora ni 
siquiera el señor Senador Posadas Montero -que ha sido quien 
ha formulado observaciones- ha hecho llegar algún plantea- 
miento. 


No es así en lo que respecta al artículo 22, en relación con 
el cual el señor Senador Posadas Montero propone la intro- 
ducción del concepto de “precio” en lugar del empleo del 
término “tarifa”. 


En consecuencia, si no hubiera inconveniente propongo 
que se voten en forma conjunta los artículos 20 y 21 y luego 
pasar a discutir el artículo 22. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Si no se hace uso de la palabra, 
se van a votar los artículos 20 y 21. 


(Se votan:) 
-20 en 20. Afirmativa. UNANIMIDAD. 


En consideración el artículo 22. 


(El texto del artículo cuya lectura se resolvió suprimir es 
el siguiente: 


“ARTICULO 22. - (Tarifa). Los usuarios de las 
Obras hidráulicas que el Estado ejecute deberán abonar 
una tarifa, que fijará el Poder Ejecutivo, en función de 
los correspondientes gastos de explotación, conserva- 
ción y administración. 


En caso de incumplimiento en el pago de la tarifa 
será de aplicación en lo pertinente lo dispuesto en los 
artículos 91 y 92 del Código Tributario y 353, siguien- 
tes y concordantes del Código General del Proceso. 


De producirse la transferencia del dominio de una 
propiedad beneficiada por obras ejecutadas por el Es- 
tado, el nuevo titular será solidariamente responsable 
por las deudas que por tarifa existan al día de la trans- 
ferencia. 


Los Gobiernos Departamentales que efectúen obras 
hidráulicas gozarán de las mismas potestades y benefi- 
cios otorgados en este artículo al Poder Ejecutivo. En 
lo que corresponda será de aplicación el Decreto-Ley 
N* 15.637, de 18 de setiembre de 1984.”) 
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SEÑOR POSADAS MONTERO. - Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor Sena- 
dor. 


SEÑOR POSADAS MONTERO. - Señor Presidente: en la 
sesión anterior, al hacer referencia a este artículo, sostuve 
que, a mi juicio, lo correcto desde el punto de vista técnico 
es definir si estamos ante un tributo -en cuyo caso hay que 
decirlo expresamente, así como también se debe indicar de 
qué tipo de tributo se trataría- o ante un precio. Añado a estas 
consideraciones el hecho de que si en lo que se está pensando 
no es en un precio, sino en una tasa -es decir, en un tributo 
que se cobra en ocasión de Ja prestación de un servicio- no 
puede quedar a discreción del Poder Ejecutivo. Constitucional- 
mente es el Parlamento quien debe determinar los tributos, 


Por último, sea en un caso o en el otro, me parece que 
debe clarificarse la estructura del artículo para determinar 
quién es el obligado, ya sea al precio o al tributo. Si estamos 
hablando de un precio, el hecho de que se convierta en un 
derecho real que sigue a la propiedad, no me parece correcto 
desde el punto de vista jurídico. Sf podría serlo al tratarse de 
una tasa, aunque sobre este punto confieso que tengo ciertas 


dudas. De todos modos, pienso que en el caso de que se 


tratara de una tasa sobre la propiedad, entonces sigue a ésta, 
independientemente de quien sea el usuario. Sin embargo, 
reitero que debemos comenzar por definir de qué estamos 
hablando. El señor Presidente, que integraba la Comisión de 
Constitución y Legislación, recordará la vieja regla de la 
lógica latina: primero es “ut sit” y recién después “quomodo 
sit”; es decir, primero debemos determinar qué es y luego 
cómo funciona. 


SEÑOR ASTORI. - Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el Miembro 
Informante, señor Senador Astori. 


SEÑOR ASTORI. - Declaro que no. me opongo a que se 
discuta este tema. Confieso que, personalmente, no encuentro 
objeciones a la propuesta del señor Senador Posadas Monte- 
ro; es más, creo que ella mejora la disposición. Por supuesto, 
me gustaría que el otro Miembro Informante de este proyecto 
de ley expresara su opinión al respecto, así como también los 
señores Senadores que deseen efectuar contribuciones en esta 
materia. 


SEÑOR BATLLE. - Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor Sena- 
dor. 


SEÑOR BATLLE. - Señor Presidente: según la documen- 
tación que recibí el señor Senador Posadas Montero estaba 
proponiendo no sólo un texto distinto en el inciso primero, al 
sustituir la expresión “una tarifa” por “un precio”, sino tam- 
bién la eliminación del inciso segundo. 
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SEÑOR ASTORI. - Exactamente. 


SEÑOR BATLLE. - En el caso de que sea esa la observa- 
ción no tendría inconveniente en aceptar el criterio planteado 
por el señor Senador Posadas Montero. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Le pediría al señor Senador que 
hiciera llegar el texto a la Mesa. 


SEÑOR PEREYRA. - ¿Me permite, señor Presidente? 


SEÑOR PRESIDENTE, - Tiene la palabra el Miembro 
Informante, señor Senador Pereyra. 


SEÑOR PEREYRA. - Señor Presidente: naturalmente que 
no tengo formación jurídica especializada al respecto, pero sí 
conocimiento general y sobre el tema recién estaba conversan- 
do con el señor Senador Posadas Montero. Creo que una tasa 
se cobra cuando hay intervención del Estado. En este caso 
alguien que tiene agua se la vende al vecino y esto sucede 
corrientemente en las plantaciones de arroz. Como hoy decía 
el señor Senador Batlle el agua se vende teniendo a cambio 
una retribución de veinte bolsas por hectárea. Entonces, aquí 
no se trataría de una tasa, aunque la tasa es el pago por un bien 
o servicio recibido. Y es así porque, aquí no interviene el 
Estado, sino los particulares y por ello no creo que la palabra 
tasa sea la adecuada. Pienso que podría utilizarse la palabra 
tarifa o quizás precio. 


SEÑOR POSADAS MONTERO. - Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor Sena- 


-dor. 


SEÑOR POSADAS MONTERO. - Señor Presidente: efecti- 
vamente como lo señalaba el señor Senador Pereyra estuvimos 
conversando inforntalmente sobre el tema. Confieso que había 
hecho una lectura diferente del artículo y entendido que lo que 
se contemplaba era el resarcimiento del Estado por obras que 
éste hace. Tanto es así que el inciso tercero del artículo 22 
expresa: “De producirse la transferencia del dominio de una 
propiedad beneficiada por obras ejecutadas por el Estado, el 
nuevo titular será solidariamente responsable por las deudas que 
por tarifa existan al día de la transferencia”. Si en lo que se está 
pensando es en que un particular le cobre a otro por obras que 
hizo, habría que cambiar radicalmente el texto. Sólo podría tra- 
tarse de un precio y habría incisos que no corresponderían. Si se 
está pensando en un resarcimiento al Estado por obras que éste 
hace, desde el punto de vista jurídico, cabrían las dos vartantes. 
Se podría establecer que se resarce mediante el pago de un 
precio o se podría fijar un tributo o una tasa. Sin embargo, en 
este caso eso lo debe establecer el Parlamento y constitucional- 
mente no puede otorgarle esa facultad al Poder Ejecutivo. Por 
ahí debemos comenzar con el razonamiento para luego cons- 
truir el resto del artículo. 


SEÑOR PRESIDENTE. - A pesar de que no soy un 
experto en el tema creo que el concepto de tarifa o precio no 
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tiene una precisión jurídica grande. Sf lo tiene el concepto de 
tributo que tiene globalidad y puede tratarse de un impuesto 
o una tasa. De todos modos, creo que en este caso no estaría- 
mos nosotros calificando jurídicamente la prestación del ser- 
vicio ni la contraprestación que tendría que facilitar el terce- 
ro. Aquí tenemos el texto del artículo 22 tal como viene de 
Comisión y no hay ningún texto modificativo pese a que 
ambos Miembros Informantes y el señor Senador Batlle se 
manifestaron dispuestos a aceptar la modificación planteada 
por el señor Senador Posadas Montero. 


SEÑOR GARGANO. - Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor Sena- 
dor. 


SEÑOR GARGANO. - Señor Presidente: sugeriría dejar 
la redacción tal como está. El artículo refiere específicamen- 
te a lo que deben pagar los usuarios de las obras hidráulicas 
que el Estado ejecuta. O sea que ahí está identificado quién 
es el sujeto pasivo de la tarifa que se plantea. Creo que 
naturalmente es menester dar facultades a quien es el titular 
de la obra, que es el Estado, para que fije la tarifa que debe 
establecerse en función de los gastos de explotación, conser- 
vación y administración. No se tiene que sacar una rentabili- 
dad y por eso esto tiene la característica de una tarifa. Traté 
de encontrar una interpretación y para ello busqué en el dic- 
cionario el significado de ta palabra tarifa. Allí se dice que 
tarifa es la tabla o catálogo de los precios, derechos o im- 
puestos, es decir, que es algo vastísimo. Me parece que en 
este proyecto de ley lo que se quiso fue decir, en un lenguaje 
comprensible, que lo que se tiene que pagar es una tarifa y no 
un impuesto, diferenciándola también de una tasa que es lo 
que cobran fundamentalmente los municipios por la presta- 
ción de un servicio, 


Por lo tanto, considero que la redacción debería quedar tal 
como está y también la reglamentación, o sea los mecanis- 
mos que se establecen en el artículo para el cobro de los 
adeudos. Uno de los problemas que se han presentado con las 
obras hidráulicas del Estado es que muchas veces no se han 
pagado las tarifas y, por tanto, hay deudas multimillonarias 
por esa razón. 


SEÑOR KORZENIAK. - Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor Sena- 
dor. 


SEÑOR KORZENIAK. - Señor Presidente: creo que no 
estamos frente a un problema de definición de la naturaleza 
jurídica del derecho que debe pagar una persona. Acá está 
definido por qué se debe pagar y se habla de usuarios de 
obras hidráulicas que el Estado ejecuta. La palabra tarifa en el 
lenguaje del derecho tributario es un término muy utilizado. 


En primer lugar, la tarifa generalmente no es considerada 
una categoría específica distinta de las otras; más bien lo que 
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dice la doctrina más recibida es que en cualquiera de los 
tributos -inclusive en cualquiera de los derechos o graváme- 
nes que son palabras más amplias- se le ilama tarifa a la 
cantidad, es decir, al porcentaje que se paga. 


En segundo término, se trata de una palabra que ya ha 
tenido recepción constitucional, o sea que no es una innova- 
ción en el lenguaje jurídico uruguayo. También es cierto que 
en la parte en que se hace referencia a los gobiernos departa- 
mentales se habla de tasas, tarifas y precios -artículo 297, 
numeral $”- y se hace mención a la utilización, aprovecha- 
miento o beneficios obtenidos por servicios del gobierno de- 
partamental. La impresión que tengo es que sería un detalle 
innecesario ponernos a estudiar la naturaleza jurídica de lo 
que se paga. Por qué se paga y quién lo paga es lo que está 
establecido acá y por eso se utiliza la palabra tarifa que es el 
vocablo más sencillo y no introduce equívocos. Por ejemplo, 
¿a alguien se le ocurre discutir la naturaleza jurídica de lo que 
paga el usuario -aquí también se utiliza la palabra usuario- a 
UTE o ANTEL.? Además, cuando se suben las tarifas, ¿qué se 
dice, que sube la tasa, el precio o la contribución de mejoras? 
No, se dice que se subió la tarifa. Y eso no ha generado nin- 
gún equívoco en el Uruguay. Es cierto que no se juega en 
cuanto a cuál es la naturaleza jurídica de lo que se paga, en 
función de esa clasificación un poco estereotipada que todos 
tenemos. Se dice que los tributos se integran con tasas, im- 
puestos y contribuciones de mejora y que, por otro lado, están 
los precios. Además, también comenzaron a aparecer expre- 
siones tales como “pagar derechos” o "pagar gravámenes” jus- 
tamente para esquivar todo eso. De todos modos, el Código 
Tributario no esquiva el uso de ese tipo de palabras. Considero 
que la palabra tarifa es inequívoca e indica lo que se debe 
pagar, por consiguiente, me parece que lo mejor sería dejarla 
como está. 


SEÑOR BATLLE. - Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE, - Tiene la palabra el señor Sena- 
dor. 


SEÑOR BATLLE, - Señor Presidente: creo que las dispo- 
siciones de este Capítulo que habían llegado del proyecto del 
Poder Ejecutivo, la Comisión no las modificó y están redac- 
tadas recogiendo el texto de los tres artículos. Creo que esto 
tiene que ver con los gastos de explotación, conservación y 
administración; no se incluyen para nada las obras y los gas- 
tos de construcción por parte del Estado. Pienso que sustituir 
la palabra “tarifa” por “precio” no altera en absoluto el fondo 
del tema, Por tanto, no me opongo a que así ocurra. Pero se 
trata de una obra de riego ejecutada por el Estado, en donde 
se establece que tiene derecho a cobrar un precio o a fijar una 
tarifa en la función de resarcirse de los gastos de explotación, 
conservación y administración. No me opongo a la correc- 
ción o reforma de este artículo que plantea el señor Senador 
Posadas Montero. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Léase el texto de la norma mo- 
dificativa llegada a la Mesa. 
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(Se lee:) 


“Los usuarios de las obras hidráulicas que el Esta- 
do ejecute deberán abonar un precio que fijará el Po- 
der Ejecutivo en función de los correspondientes gas- 
tos de explotación, conservación y administración. 


De producirse la transferencia del dominio de una 
propiedad beneficiada por obras ejecutadas por el Es- 
tado, el nuevo titular será solidariamente responsable 
por las deudas emergentes del uso de las mismas, exis- 
tentes al día de la transferencia. 


Los Gobiernos Departamentales que efectúen obras 
hidráulicas gozarán de las mismas potestades y benefi- 
cios otorgados en este artículo al Poder Ejecutivo. 


En lo que corresponda, será de aplicación el Decre- 
to-Ley N” 15.637, de 18 de setiembre de 1984.” 


-En consideración. 
SEÑOR GARGANO. - Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor Sena- 
dor. 


SEÑOR GARGANO. - No sé si escuché bien, pero esta 
propuesta suprime el inciso segundo del artículo, 


SEÑOR PRESIDENTE. - Así es, señor Senador. 


SEÑOR GARGANO. - Entonces, propongo que se vote el 
artículo tal como viene de Comisión. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Consulto a los señores Miem- 
bros Informantes si entienden que corresponde votar primero 
el artículo tal como viene de Comisión. 


SEÑOR ASTORI. - Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor Sena- 
dor. 


SEÑOR ASTOR!I. - Sí, señor Presidente, corresponde siem- 
pre. 


SEÑOR PRESIDENTE. - ¿Se refiere a la aceptación de 
las modificaciones por parte de los Miembros Informantes? 


SEÑOR ASTORI. - No, creo que correspondería primero 
votar el texto tal como viene de Comisión y luego la pro- 
puesta de modificación. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Si no se hace uso de la palabra, 
se va a votar el texto del artículo 22, tal como viene de 
Comisión. 
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(Se vota:) 
-7 en 20, Negativa. 
SEÑOR POSADAS MONTERO. - Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor Sena- 
dor. 


SEÑOR POSADAS MONTERO. - Solicito que se lea nue- 
vamente el texto sustitutivo del artículo. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Así se hará, señor Senador. 


Léase el texto sustitutivo. 


“Los usuarios de las obras hidráulicas que el Esta- 
do ejecute deberán abonar un precio que fijará el Po- 
der Ejecutivo en función de los correspondientes gas- 
tos de explotación, conservación y administración. 


De producirse la transferencia del dominio de una 
propiedad beneficiada pot obras ejecutadas por el Es- 
tado, el nuevo titular será solidariamente responsable 
por las deudas emergentes del uso de las mismas, exis- 
tentes al día de la transferencia. 


Los Gobiernos Departamentales que efectúen obras 
hidráulicas gozarán de las mismas potestades y benefi- 
cios otorgados en este artículo al Poder Ejecutivo. 


En lo que corresponda, será de aplicación el Decre- 
to-Ley N* 15,637, de 18 de setiembre de 1984.” 


SEÑOR KORZENIAK. - Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor Sena- 
dor. 


SEÑOR KORZENIAK. - No comprendo el alcance de ta 
supresión del inciso segundo del proyecto que viene de la 
Comisión. Sinceramente, no lo entiendo, porque una de las 
cosas que dice es que cuando hay incumplimiento en el pago 
de la tarifa -supongamos que se refiriera al precio, tal como 
figura en el inciso primero de la redacción sustitutiva- se 
aplican los artículos 91 y 92 del Código Tributario. Entonces, 
¿qué indican esos artículos? El 91 dice que la Administración 
tiene acción ejecutiva para el cobro de los créditos fiscales 
que resulten a su favor según sus resoluciones firmes. Pre- 
gunto si la supresión de este inciso segundo significa que la 
Administración no va a tener derecho a hacer juicios ejecuti- 
vos. 


SEÑOR BATLLE. - La ley sigue vigente, señor Senador. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Consulto al señor Senador Kor- 
zeniak si su pregunta está dirigida concretamente a alguien. 
por ejemplo, al Miembro Informante. 
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SEÑOR KORZENIAK. - Está dirigida a quienes propo- 
nen que se suprima el inciso segundo. 


SEÑOR POSADAS MONTERO. - Pido la palabra, 


SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor Sena- 
dor. 


SEÑOR POSADAS MONTERO. - Mi explicación -por 
supuesto que no es la de los Miembros Informantes- la mía 
personal es que la supresión es congruente porque los artícu- 
los 91 y 92 del Código Tributario se refieren a créditos fisca- 
les. Si nos apartamos de un tributo para ir a un precio, ya no 
sería un crédito fiscal. Por lo tanto, no es congruente la aplica- 
ción de estos artículos del Código Tributario, salvo que se 
quiera darle a este precio los mismos privilegios que tiene la 
ejecución de créditos fiscales. Es jurídicamente heterodoxo, 
por así decirlo. Pero si eso es lo que se quiere, en todo caso, 
sería mejor una fórmula que dijera que se les hace extensivo el 
régimen de tos créditos fiscales de los artículos tales y cuales. 
Sería un precio un tanto extraño en ese aspecto, pero no es 
inconstitucional. 


SEÑOR KORZENIAK. - Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor Sena- 
dor. 


SEÑOR KORZENIAK, - Me parece que debe entenderse 
que este es un crédito que tiene el Estado y que cuando lo 
deba cobrar no va a recurrir al juicio ordinario. Por el contra- 
rio, un funcionario público hace una liquidación que respon- 
de a todas las características del título ejecutivo definidas por 
el Código General del Proceso. 


Entiendo que quien Jea este artículo y luego advierta la 
supresión de este inciso llegaría a la conclusión de que, sea 
porque se le da la naturaleza de precio -lo cual es bastante 
discutible- o por otras razones, pierde el carácter de título 
ejecutivo. No veo la razón para quitarle esa posibilidad al 
Estado. Hay título ejecutivo hasta para cobrar multas, aunque 
ellas no son créditos fiscales. Para algunos quizás lo sean; 
todo depende de lo qué se entienda por créditos fiscales. Una 
cosa son los créditos tributarios y otra los fiscales. La palabra 
“fiscal” tiene un uso bastante complejo. 


Sigo sin ver la necesidad de esta supresión. Si se entiende 
que los créditos fiscales son sólo los tributarios, se podría 
buscar otra fórmula que dijera que los artículos 91 y 92 del 
Código Tributario son aplicables a este precio. Pero no me 
parece bueno crear una brecha de interpretación para que el 
Estado pierda la posibilidad de hacer un juicio ejecutivo para 
cobrar sus créditos. 


SEÑOR BATLLE. - Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor Sena- 
dor. 
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SEÑOR BATLLE. - Señor Presidente: creo que lo que 
manifestó el señor Senador Posadas Montero se corresponde 
con lo que estableció inicialmente el Poder Ejecutivo cuando 
habló de tarifa. En función de ello, dicho Poder incorporó en 
su proyecto la disposición del inciso segundo. En la medida 
en que pasamos a precios quedan las normas generales apli- 
cables para el caso de que no se correspondan con los gastos 
de explotación, conservación y administración, Pero no nos 
olvidemos, señor Presidente, que se trata de usuarios de las 
obras hidráulicas del Estado y, por tanto, como tales, si no 
contribuyen a su conservación, explotación y administración, 
el Estado tiene, a través del administrador de la obra, los 
recursos que la ley establece para poder accionar, porque, sea 
o no título ejecutivo, los recursos son bien claros. 


Me parece que no debilitamos para nada las potestades 
del Estado si dejamos el texto tal como lo establece la pro- 
puesta del señor Senador Posadas Montero, 


SEÑOR PRESIDENTE. - Si no se hace uso de la palabra, 
se va a votar el artículo con el texto sustitutivo leído oportu- 
namente por la Mesa, que elimina el inciso segundo e intro- 
duce modificaciones en el siguiente. 


(Se vota:) 
-16 en 20. Afirmativa. 


SEÑOR KORZENIAK. - Pido la palabra para fundar el 
voto. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor Sena- 
dor. 


SEÑOR KORZENIAK. - Señor Presidente: he votado ne- 
gativamente este artículo porque las explicaciones que he 
escuchado ante la pregunta formulada expresan que, al in- 
cluirse el vocablo “precio” en el inciso primero en lugar de 
“tarifa”, desaparece la necesidad de la referencia a los artícu- 
los 91 y 92 del Código Tributario. Al respecto, me parece 
que la palabra “tarifa” no se opone al término “precio” y, por 
consiguiente, no hay ninguna razón para eliminar esa facul- 
tad del Estado establecida en los artículos 91 y 92 menciona- 
dos. j 


Esta es la razón por la cual no he votado esta supresión. 


SEÑOR PRESIDENTE. - En consideración el artículo 23 
del Capítulo V, “De la Promoción del Riego”. 


(El texto del artículo cuya lectura se resolvió suprimir es 
el siguiente: 


“ARTICULO 23. - (Beneficios promocionales). El 
Poder Ejecutivo podrá conceder los beneficios promo- 
cionales previstos en el Decreto-Ley N” 14,178 de Pro- 
moción Industrial, de 28 de marzo de 1974, modifica- 
tivos y concordantes, en favor de las obras hidráulicas 
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que se construyan a partir de la vigencia de la presente 
ley. 


El proyecto se presentará ante la Comisión Hono- 
raría Asesora en Riego, la cual, previa opinión de cada 
Ministerio que la integra, se expedirá proponiendo las 
medidas promocionales que se entiendan justificadas.”) 


SEÑOR ASTORI. - Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor Sena- 
dor. 


SEÑOR ASTORI. - Señor Presidente: hasta el momento 
no han habido observaciones sobre este tema, por lo que 
proponemos que se vote este artículo. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Si no se hace uso de la palabra, 
se va a votar. 


(Se vota:) 
-21 en 21. Afirmativa. UNANIMIDAD. 


En consideración los artículos 24, 25 y 26 del Capítulo 
VI, “De las Disposiciones Generales”. 


(El texto de los artículos cuya lectura se resolvió suprimir 
es el siguiente: 


“ARTICULO 24. - (Expropiaciones). Se declara de 
utilidad pública la expropiación de los inmuebles ne- 
cesarios para la ejecución de obras hidráulicas, cuando 
estén a cargo del Estado. 


ARTICULO 25. - (Servidumbres). Extiéndase a to- 
das las servidumbres que se demanden con destino a 
riego las disposiciones establecidas para la servidum- 
bre de acueducto en los artículos 83, 85, 86, 88, 95, 96 
y 99 a 102 del Código de Aguas. 


_Las servidumbres de apoyo de presa que se consti- 
tuyen con fines de riego se extienden aun a los predios 
no ribereños. 


ARTICULO 26. - (Sanciones). La contravención a 
las obligaciones impuestas por esta ley y en el Decre- 
to-Ley N* 15.239, de 23 de diciembre de 1981, facul- 
tarán a los Ministerios de Ganadería, Agricultura y 
Pesca o de Transporte y Obras Públicas, según corres- 
ponda, a imponer multas que se graduarán según la 
gravedad de la infracción y los antecedentes del in- 
fractor entre un mínimo de 10 UR (diez Unidades Re- 
ajustables) y un máximo de 10.000 UR (diez mil Uni- 
dades Reajustables.”) 


SEÑOR POSADAS MONTERO. - Pido la palabra. 
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SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor Sena- 
dor. 


SEÑOR POSADAS MONTERO. - Señor Presidente: quiero 
pedir disculpas por haber hecho frecuentes intervenciones, 
pero creo que este artículo 24 es, sin duda, el más inconve- 
niente de todo el proyecto de ley. Además, considero que es 
inconstitucional. Al respecto, me parece que otorgarle a los 
Poderes Ejecutivos que tengan “sine die” en el Uruguay fa- 
cultades expropiatorias “Urbi et Orbi”, es de una enorme peli- 
grosidad e inconveniencia. Por lo tanto, nosotros vamos a vo- 
tar en contra de esta disposición. 


SEÑOR KORZENIAK. - Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor Sena- 
dor. 


SEÑOR KORZENIAK. - Señor Presidente: este tema ha- 
bía sido visto, de alguna manera, cuando se discutió en gene- 
ral el proyecto de ley. Al respecto, deseo formular algunas 
afirmaciones. 


En primer lugar, entiendo que el texto no tiene ningún 
vicio de inconstitucionalidad y, en segundo término. me pa- 
rece que es conveniente y oportuno, y tiene mérito. 


Cuando se discutió en general el proyecto de ley, había- 
mos señalado que, prácticamente, todas las cartas orgánicas 
que se habían dictado en el Uruguay tienen una disposición 
con este texto. Quizás exista alguna en la que no esté inclui- 
da una norma similar. Sin embargo, el Banco de la República 
Oriental del Uruguay, AFE, ANCAP, etcétera, cuentan con 
un artículo que dice que se declara de utilidad pública y, en 
algunos casos, se habla de necesidad pública. Estas son las dos 
hipótesis previstas en el artículo 32 para la expropiación, ne- 
cesidad o utilidad, es decir una u otra. A su vez, debo 
señalar que nunca se había declarado la inconstitucionalidad, 
porque eso podría dar razón a una argumentación efectuada 
por el señor Senador Posadas Montero en el sentido de que 
un error reiterado no se convierte en acierto. Al respecto, 
debo decir que más de una vez se ha planteado la inconstitu- 
cionalidad de esos artículos y la Suprema Corte de Justicia 
siempre lo ha desechado, ya que sostiene que es constitucio- 
nal que una disposición legal con carácter genérico declare la 
necesidad ola utilidad, siempre que, razonablemente, estén 
expuestos los objetivos o fines -como lo establece este Orga- 
nismo- para los cuales se efectúa dicho pronunciamiento de 
utilidad pública. 


De manera que no se trata de la reiteración de un error 
sino, en todo caso, creo que estaríamos ante la repetición de 
un error que la Suprema Corte de Justicia, estudiando la cons- 
titucionalidad, ha dicho que no es tal y ha establecido que es 
algo totalmente constitucional. Esto ocurrió cuando se creó 
ANCAP y también sucedió en AFE, donde se presentaron 
-por lo menos, que yo haya leído- dos acciones de inconstitu- 
cionalidad. 
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En tercer lugar, señor Presidente, me parece que si nos 
ponemos a discutir si puede haber una declaración general o 
particular, es decir, referida a un bien determinado, a los 
efectos de declarar la necesidad de utilidad pública, debería- 
mos empezar por recordar que existe una ley general de ex- 
propiaciones en el Uruguay. Dicha norma expresa que la ley 
o el acto legislativo puede declarar, con carácter general, la 
necesidad o utilidad de un bien. Claro que también podría 
decirse que eso es inconstitucional, pero mientras ello no se 
declare, esa disposición debe tenerse presente. 


En cuarto término, nosotros citamos un proyecto de ley, 
que tuvo como uno de sus impulsores más enfáticos y recor- 
dados al extinto señor Senador Dardo Ortiz, quien no soste- 
nía que fuera inconstitucional, sino que pensaba que era más 
conveniente que se indicara, concretamente, cuáles eran los 
inmuebles a expropiar. Esto significa, a veces, un proceso 
muy difícil. Por ejemplo, cuando se construyeron las vías del 
ferrocarril, el hecho de efectuar un relevamiento de todos los 
padrones a expropiarse para colocar las vías y de las áreas 
aledañas a ellos, hubiera insumido mucho tiempo. Es decir 
que, según mis recuerdos, el Senador Dardo Ortiz no sostenía 
que este tipo de declaraciones generales fueran inconstitucio- 
nales. 


En quinto lugar y tratando de convencer al Senado con 
mis argumentos, quiero decir que la ley, en caso de duda, es 
una norma que tiende a la generalidad. Es decir que la ley es 
general y abstracta, aunque ello no siempre sucede. Cuando 
la Constitución prevé normas concretas, como por ejemplo, 
las pensiones graciables, dice que éstas se aprueban por ley. 
Por lo tanto, se trata de una norma concreta y no de un acto 
regla, sino un acto subjetivo o condición, según la famosa 
clasificación de los franceses. Sin embargo, en general, como 
siempre se enseña, la ley es un acto regla, de efectos genera- 
les y, en caso de duda, hay que inclinarse por esta posibili- 
dad. No me refiero a la necesidad; nada impide que la ley 
diga que se declara la necesidad pública de expropiar tales y 
cuales padrones, ya que esto no está prohibido. Digo esto 
porque, en realidad, el carácter general de la ley en nuestro 
sistema no deriva de ninguna norma, sino del principio de la 
igualdad. Al respecto, para que haya igualdad -eso sí está 
consagrado- es necesario que la ley sea general. En otros 
países, se declara que la ley debe ser general y abstracta. 


Por otro lado, en la doctrina uruguaya, Jiménez de Aré- 
chaga, cuando estudia el artículo 32, en ningún momento se 
queja ni insinúa que haya leyes que declaren con carácter 
general la necesidad o la utilidad pública. En ese sentido, lo 
único que dice es que los fines deben ser los que el Legisla- 
dor concibe como necesarios para declarar la necesidad o 
utilidad pública. 


Sayagués Laso expresa lo mismo cuando estudia la Ley 
de Expropiaciones, sobre la que plantea algunas inconstitu- 
cionalidades, pero que no tienen nada que ver con esto. 


El doctor Brito, que elaboró, prácticamente, la única mo- 
nografía completa sobre expropiaciones, plantea este tema y 
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en ningún momento se propone demostrar ni insinuar que haya 
inconstitucionalidad por el hecho de que se declare la utilidad 
pública de la expropiación cuando se define su destino. 


Por último, señor Presidente, en el Uruguay existe un 
procedimiento de expropiación que se sigue siempre: decla- 
ración de la ley de necesidad de utilidad pública, acto de 
designación por el Poder Ejecutivo. Sería absurdo que la ley 
siempre tuviera que designar el bien concreto, cuando la nor- 
ma establece que el Poder Ejecutivo debe llevar adelante el 
acto de designación del bien. Luego viene una citación a la 
parte respectiva a los efectos de ver si está de acuerdo con el 
precio, para lo que se hace una tasación o, en su caso, el Juez 
será el que decida si el precio es justo y si se han cumplido 
los requisitos establecidos por la ley de expropiación. 


De manera que creo que aquí se contemplan todas las 
garantías. Cabe preguntarse, entonces, qué sentido tendría 
que la expropiación tuviera un acto de designación posterior 
a la declaración de necesidad de utilidad pública, si la ley 
tuviera que explicitar cuál es el bien que se va a expropiar. 
En otras palabras, ¿para qué designar un bien por parte del 
Poder Ejecutivo? Realmente no le veo sentido y me parece 
que este argumento es muy fuerte. Pienso que la jurispruden- 
cia uruguaya y la doctrina han aceptado este tipo de normas. 
Aunque sé que ha habido algún tipo de impugnación, hasta 
ahora han sido rechazadas por la Suprema Corte de Justicia. 


En última instancia, señor Presidente, me inclino por la 
práctica legislativa que se ha seguido con todas las Cartas 
Orgánicas, así como con otro tipo de normas que se han 
dictado en el Uruguay. Admito que el tema podría requerir 
que se definiera con más precisión cuáles son los fines que se 
persiguen al declarar necesidad de utilidad pública, pero me 
parece que aunque no esté explicitado en el artículo, ello 
surge de todo el contexto de la ley, Estamos ante una ley de 
riego y se sabe para qué es, por lo que se desprende que el 
Estado no puede designar inmuebles que no sean necesarios 
para la ejecución de obras hidráulicas. Si lo hiciera, el intere- 
sado tendría derecho a presentar un recurso contra el acto de 
designación -que es un acto administrativo- y, eventualmen- 
te, podría impugnar la ley si considerara que es inconstitucio- 
nal, aunque en este caso seguramente perdería. 


Entiendo que no existe falta de garantías y, en lo perso- 
nal, no observo ninguna inconstitucionalidad. 


Por otro lado, quiero decir que unas disposiciones muy 
olvidadas de nuestra Constitución- las Nos. 231 y 232- relati- 
vas al Derecho de Propiedad no me estoy refiriendo al artícu- 
lo 32, que es el clásico en esta materia, prevén nada menos 
que las expropiaciones sin compensación previa, cuando hay 
planes de desarrollo generales. No sólo está previsto que con 
carácter general se dispongan expropiaciones para obras de 
desarrollo muy importantes, sino que incluso se prevé que la 
compensación que sin duda debe ser justa no se pague de ante- 
mano, tal como se hace de acuerdo con el principio clásico. 
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SEÑOR POSADAS MONTERO. - ¿Me permite una inte- 
rrupción, señor Senador? 


SEÑOR KORZENIAK., - Con mucho gusto. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Puede interrumpir el señor Se- 
nador. 


SEÑOR POSADAS MONTERO. - Debo decir que, en lo 
personal, hago una tectura diametralmente opuesta del artícu- 
lo 231 de la Constitución. 


Tal como lo entiendo y este es un artículo posterior a lo 
que el señor Senador Korzeniak llamaba “clásico” en materia 
de Derecho de Propiedad, que es el artículo 32, este es uno 
de los artículos de nuestra fase constitucional desarrollista. 
Justamente, cuando se contempla la expropiación no acotada 
a “casos” -que es el término utilizado en el artículo 32- es 
decir, cuando se contempla un cambio más amplio -como 
serían los planes de desarrollo- con el que se puede abarcar 
un número de expropiaciones y una superficie mayor, el Cons- 
tituyente exigió que existiera plan y programa, propuesta del 
Poder Ejecutivo y, además, mayoría absoluta del total de 
componentes de cada Cámara. En el proyecto de ley que 
estamos considerando, podríamos decir que nos acercamos a 
un plan y programa de desarrollo implícito; si esa fuera la 
línea de interpretación, tendríamos que tener la propuesta del 
Poder Ejecutivo y la mayoría especial. 


Por consiguiente, lo interpreto de forma contraria a como 
lo ha hecho el señor Senador Korzeniak. El artículo 32 -que, 
reitero, sería el clásico- establece todas las limitaciones y 
garantías, mientras que el 231 exige esas otras cosas. 


De todos modos, lo que estaríamos haciendo aquí es ma- 
yor que aquello que se contempló con este artículo en nuestra 
época constitucional desarrollista. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Puede continuar el señor Sena- 
dor Korzeniak. 


SEÑOR KORZENIAK. - En realidad, no cité los artículos 
231 y 232 de la Constitución de la República para decir que 
la norma que estamos analizando se base en ellos, pues está 
basada en el artículo 32, bajo cuya vigencia exclusiva, antes 
de la época desarrollista como indicaba el señor Senador 
Posadas Montero, se dictó la ley de expropiación, que esta- 
blece que las leyes que declaran la necesidad de utilidad 
pública pueden ser genéricas o, en su defecto, referidas a 
determinados bienes. Cabe destacar que esta ley, con respec- 
to a ese artículo, nunca ha sido declarada inconstitucional. 
Cuando cité los artículos 231 y 232, que hacen mención a 
una serie de requisitos, no lo hice por las razones que esta- 
mos discutiendo en este momento, sino porque permiten la 
expropiación sin compensación previa, tratándose, nada me- 
hos, que de una característica que tiene sus orígenes en la 
Revolución Francesa. 
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Sin embargo, lo que aquí estamos discutiendo es si se 
puede o no declarar la necesidad de utilidad pública con 
carácter general, fijando razonablemente los fines para los 
cuales se realiza dicha declaración. Esto se ha hecho siempre 
en el Uruguay desde 1911; basta leerlo en distintas Cartas 
Orgánicas y se verá que los textos son iguales a este. Nunca 
se ha dicho que eso sea inconstitucional, y no porque nadie lo 
haya planteado ¡vaya que lo han hecho!, sino porque la Su- 
prema Corte de Justicia dice que no lo es, y porque hay una 
ley que establece que se puede hacer así. 


Reitero que los artículos 231 y 232 tienen exigencias muy 
grandes -como la de mayorías especiales, iniciativa del Poder 
Ejecutivo, contención de un plan de desarrollo- porque se 
afecta nada menos que el principio clásico de que la compen- 
sación, además de justa, debe ser previa. Con excepción de 
los pequeños propietarios, el artículo 232 permite que se ex- 
propie y que no haya compensación previa sino pago diferido 
en un plazo determinado. Es por esto que se exigen tantos 
requisitos. Pero acá estamos en una situación totalmente dis- 
tinta. 


Me pregunto si existe alguna doctrina salvo alguna de 
carácter periodístico que he leído que diga que no se pueden 
hacer por ley declaraciones genéricas de necesidad de utili- 
dad pública cuando se fija razonablemente la finalidad. Este 
es el argumento concreto, lo demás es a modo de aclaración 
que nada tiene que ver con este artículo. 


SEÑOR BATLLE. - Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor Sena- 
dor. 


SEÑOR BATLLE. - Entiendo que el planteo que ha he- 
cho el señor Senador Posadas Montero tiene que ver con la 
idea de que del artículo 24 surge una especie de permiso 
genérico y absoluto para expropiar cualquier cosa sin pasar 
por la ley, porque esta disposición legal estaría autorizando 
según colijo de las expresiones del señor Senador Posadas 
Montero que así se hiciera. 


Personalmente, no creo que sea esa la interpretación co- 
rrecta, pero para no enzarzarnos en una discusión imposible 
de resolver con la coincidencia de todos, me pregunto qué es 
lo que nos impide decir que se declara de utilidad pública la 
expropiación de los inmuebles necesarios para la ejecución 
de obras hidráulicas cuando estén a cargo del Estado, de 
acuerdo con lo que establece el artículo 32 de la Constitución 
de la República. De esa forma, le estaríamos insertando las 
obligaciones establecidas en dicho artículo, además de hacer 
referencia a la Constitución de la República. ¿Y qué dice el 
artículo 32? Dice que nadie podrá ser privado de su derecho, 
sino en los casos de necesidad de utilidad pública establecida 
por una ley y recibiendo siempre del Tesoro Nacional una 
justa y previa compensación. Creo que si establecemos como 
agregado a este artículo que deben cumplirse las normas del 
artículo 32 de la Constitución de la República. estamos a 
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cubierto de que esta no sea una norma que autorice universal- 
mente al Poder Ejecutivo a salir a expropiar cualquier cosa, 
tal como me lo refería en una conversación particular el se- 
fior Senador Mallo días atrás. 


No tengo ningún inconveniente en mencionar expresa- 
mente en este artículo la disposición de la Constitución de la 
República, aunque igual regiría si no la incorporáramos, 


SEÑOR PEREYRA. - Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor Sena- 
dor. 


SEÑOR PEREYRA. - Señor Presidente: lo que aquí se de- 
clara de utilidad pública es la expropiación de inmuebles con 
destino a ejecución de obras hidráulicas cuando estén a cargo 
del Estado. Entonces, el problema es saber si la construcción de 
esas Obras hidráulicas es o no de utilidad pública. Personalmen- 
te, creo que, en un país en el que se ha declarado como imperio- 
sa la necesidad de reglamentar e incrementar el riego, es indis- 
cutible que toda obra destinada por el Estado a tal fin es de 
utilidad pública; y si lo es, está comprendida en las disposicio- 
nes del artículo 32 de la Constitución de la República. 


La generalización que aquí se hace es la misma que existe 
para las obras públicas. Cuando se establece la construcción 
de una carretera, no se dice que se expropiarán los predios 
padrón número tal o cual, y que se afectarán 25, 100, 200 6 
500 padrones; se expropian los que son necesarios. Lo mismo 
pasaría cuando el Estado quiera construir una obra hidráulica, 
tendría que venir la solicitud al Parlamento estableciendo que 
es de utilidad pública la expropiación de 300, 500 6 600 pa- 
drones ubicados en cierta Sección Judicial de determinado de- 
partamento. No parece lo procedente. 


Creo que si es de utilidad pública no debemos temer decla- 
rarlo y autorizarlo para todos Jos casos en que el Estado ejecu- 
te obras que indudablemente tengan ese carácter, porque el 
riego hoy es fundamental para incrementar la producción na- 
cional. 


SEÑOR POSADAS MONTERO. - Pido la palabra para 
una aclaración. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor Sena- 
dor. 


SEÑOR POSADAS MONTERO. - En mi modesta opi- 
nión, la propuesta del señor Senador Batlle -hecha con la 
mejor buena voluntad, para tratar de zanjar el debate- desem- 
bocaría en una interpretación auténtica del artículo 32 de la 
Constitución de la República en el sentido que quiere el se- 
for Senador Korzeniak. Por eso él cabeceaba con tanto gusto 
al escuchar la propuesta, que es precisamente en el sentido 
contrario a mi posición. Desde mi punto de vista, estaríamos 
haciendo un daño mayor -que estoy seguro no es lo que 
quiere el señor Senador Batlle- puesto que estaríamos dando 
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una interpretación legal al artículo 32 en el sentido que expuso 
el señor Senador Korzeniak. 


Me permito recordarles que aquí hemos hecho argumen- 
tos de tipo jurídico, pero también de conveniencia. Si no 
queremos enzarzarnos en una discusión jurídica, tengamos 
presente que hay aquí un elemento de inconveniencia, desde 
mi punto de vista muy profundo y serio. 


Con relación al comentario que hacía el señor Senador 
Pereyra, debo decir que quizás yo me haya explicado mal. Mi 
posición no apunta a que deba designarse un padrón concreto 
como requisito esencial para una expropiación. Lo que digo 
es que la normativa en materia de expropiaciones tiene que 
estar acotada, pero no necesariamente por padrón, Cuando se 
resuelve el trazado de una carretera, se sabe específicamente 
-dentro de determinados parámetros geográficos- qué es lo 
que va a estar acotado. El Uruguay es susceptible de obras 
hidráulicas en aproximadamente el 90% del territorio nacio- 
nal; no podemos abrir ese espectro a través de este artículo. 


Reitero que no estoy diciendo que se deba designar pa- 
drón a padrón, sino que esta facultad que toca a uno de los 
derechos fundamentales establecidos desde la primera Cons- 
titución, tiene que estar acotado. No puede el Parlamento 
entregar ese derecho bajo esta forma absolutamente ilimita- 
da. 


SEÑOR MALLO. - Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor Sena- 
dor. 


SEÑOR MALLO. - Quiero significar que el hecho de que 
la declaración tenga que ser genérica, no implica que com- 
prenda un universo ecuménico. La ley puede ser general y 
comprender un número muy limitado de casos. El carácter de 
generalidad lo da la circunstancia de que todos los casos que 
estén contemplados en la ley sean alcanzados por la misma. 


En cuanto a antecedentes de constitucionalidad e incons- 
titucionalidad y a declaraciones genéricas -el Senado adverti- 
rá que mi memoria registra muchos años, seguramente la 
edad de casi todos los señores Senadores- recuerdo que la 
Suprema Corte de Justicia declaró inconstitucional la expro- 
piación de una estación de servicio -que no sé si aún existe- 
de la Avenida Arocena, en Carrasco, que ANCAP pretendió 
hacer. La Suprema Corte de Justicia declaró que eso era 
inconstitucional porque no estaba comprendido, Es decir que 
la autorización o declaración de utilidad pública no era tan 
genérica y no puede serlo. 


De hecho, las obras hidráulicas, como se enumeran aquí 
-lo decía con razón el señor Senador Posadas Montero- com- 
prenden prácticamente el 90% del territorio nacional, con lo 
cual ese porcentaje es declarado de utilidad pública para la 
expropiación. La disposición se atempera con el hecho de 
que deba ser costeado por el Estado, Desde luego, la expropia- 
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ción es pagada por el Estado, porque el artículo 32 establece 
que es de cargo del Erario; pero este artículo dice, además, 
que la obra debe ser costeada por el Estado. Comprendo que 
esto sea en cierto sentido una limitación, pero se ve contrarres- 
tada si no se establece que también tiene que ser explotada por 
el Estado, para que después no se opere la distinción que 
existe, por ejemplo, en la legislación española, entre el expro- 
piante y el beneficiario de la expropiación. Es decir: el Estado 
costea la obra, pero después el beneficiario es otro, lo cual sí 
abriría un margen de discrecionalidad muy vecino a la arbitra- 
riedad, porque la generalidad de este artículo es tan amplia 
que en realidad comprende prácticamente todo el territorio 
nacional. 


SEÑOR BATLLE. - Pido la palabra para una aclaración. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor Sena- 
dor. 


SEÑOR BATLLE. - Parecería que estamos discutiendo un 
asunto que al final va a dividir al Senado a propósito de un 
tema de expropiaciones, que es serio, profundo y que debemos 
tratar con cuidado. 


Me pregunto: si este artículo no existiese, ¿mañana no pue- 
de venir un proyecto de ley expropiando? 


SEÑOR MALLO. - Sí, señor Senador. 


SEÑOR BATLLE. - Si es así, ¿para qué estamos discutien- 
do? Eliminamos el artículo y no seguimos más con la discu- 
sión. Si mañana queremos expropiar 37.576 padrones para 
hacer un proyecto de obras públicas que establezca la Represa 
del Canelón Grande, del Chico, de los alrededores y que inun- 
de media república canaria, la iniciativa llega aquí y, con la 
anuencia del señor Senador Virgili, lo votamos. 


(Hilaridad) 


-De esta forma, terminamos con esta discusión innecesa- 
ria. Creo que, en definitiva, nos estamos metiendo en un 
problema, en el cual nadie saca ninguna ventaja. A pesar de 
que yo quiero incluir un artículo de la Constitución para 
garantizarle al señor Senador Posadas Montero que todo va a 
ser bueno, sano y justo, él dice que es al revés. Pienso que lo 
mejor es cortar por lo sano, porque si mañana aparece un 
proyecto, con esta ley y con este artículo o sin él, igualmente 
deberá ser votado por el Senado. 


SEÑOR ASTORI. - Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor Sena- 
dor. 


SEÑOR ASTORI. - Creo que esto lo tenemos que resol- 
ver votando. 


Hay tres alternativas que son, en primer lugar, la de man- 
tener el proyecto tal como está. En segundo término, está la 
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de mantenerlo agregándole la expresión “de acuerdo con lo 
establecido por el artículo 32 de la Constitución de la Repú- 
blica”, que fue propuesta por el señor Senador Batlle, y en 


tercer lugar, sería la de eliminarlo. 


En lo que me es personal, señor Presidente -no sé qué 
opinará el señor Senador Pereyra- estimo que la solución más 
inteligente es la propuesta por el señor Senador Batlle, esto 
es, agregarle “de acuerdo con lo establecido por el artículo 
32 de la Constitución de la República”. Si no entendí mal, 
ello mantiene los comentarios que realizó el señor Senador 
Pereyra cuando se refirió al artículo. 


De esta manera, señor Presidente, los Miembros Infor- 
mantes proponemos que se vote el texto venido de la Comi- 
sión con el agregado que formuló el señor Senador Batlle 
pero, igualmente, habrá que poner a votación las alternativas 
que se han planteado. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Obviamente, estas alternativas- 
son incompatibles. Por consiguiente, si se vota en primer 
término el texto venido de Comisión con el agregado del 
señor Senador Batlle, las otras dos alternativas quedarían ex- 
cluidas. 


SEÑOR GARGANO. - Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor Sena- 
dor. 


SEÑOR GARGANO. - Voy a ser muy breve. Tengo poca 
memoria, pero creo que las obras hidráulicas de gran magni- 
tud en nuestro país son la de India Muerta, Canelón Grande y 
Chingolo, que todavía no se usa, a pesar de que yo fui a 
inaugurarla hace 40 años. Creo que sobre este punto estamos 
haciendo una tormenta en un vaso de agua. Á mi juicio, con 
la aclaración que se ha planteado de las garantías del derecho 
de propiedad, se solucionaría el problema. 


SEÑOR POSADAS MONTERO. - Hay un antecedente 
que no pasó por aquí que es el de los Bañados de Rocha. 


(Dialogados) 
SEÑOR ASTOR!I. - Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor Sena- 
dor. 


SEÑOR ASTORI. - Con respecto al último comentario 
del señor Senador Posadas Montero, quiero recordar que to- 
das las obras de drenaje no están contempladas en el proyec- 
to, porque este tema fue retirado del mismo. Quiero recalcar 
que esta es una iniciativa referente al riego con destino agro- 
pecuario. 


Sugerimos que se vote el texto venido de Comisión con el 
agregado propuesto por el señor Senador Batlle y, si la vota- 


26 de Diciembre de 1996 


ción no resultara afirmativa, se considerarían las otras alter- 
nativas. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Sí no se hace uso de la palabra, 
se va a votar. 


(Se vota:) 
-20 en 23. Afirmativa. 
En consideración el artículo 25. 


(El texto del artículo cuya lectura se resolvió suprimir es 
el siguiente: 


“ARTICULO 25. - (Servidumbres). Extiéndase a 
todas las servidumbres que se demanden con destino a 
riego las disposiciones establecidas para la servidum- 
bre de acueducto en los artículos 83, 85, 86, 88, 95, 96 
y 99 a 102 del Código de Aguas. 


Las servidumbres de apoyo de presa que se consti- 
tuyen con fines de riego se extienden aun a los predios 
no ribereños.” 


SEÑOR ASTORL. - Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor Sena- 
dor. ] 


SEÑOR ASTORI. - Simplemente quería señalar que de 
aquí hasta el final del proyecto no se han recibido observa- 
ciones. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Primero, vamos a votar el artícu- 
lo 25, porque de otro modo, pasamos hablando de lo que 
vamos a discutir. 


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 
(Se vota:) 

-23 en 23. Afirmativa. UNANIMIDAD. 

En consideración el artículo 26. 


(El texto del artículo cuya lectura se resolvió suprimir es 
el siguiente: 


“ARTICULO 26. - (Sanciones). La contravención 
a las obligaciones impuestas por esta ley y en el De- 
creto-Ley N* 15.239, de 23 de diciembre de 1981, 
facultarán a los Ministerios de Ganadería, Agricultura 
y Pesca o de Transporte y Obras Públicas, según co- 
responda, a imponer multas que se graduarán según la 
gravedad de la infracción y los antecedentes del in- 
fractor entre un mínimo de 10 UR (diez Unidades Re- 
ajustables) y un máximo de 10.000 UR (diez mil Uni- 
dades Reajustables.”) 
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SEÑOR POSADAS MONTERO. - Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor Sena- 
dor. 


SEÑOR POSADAS MONTERO. - Con relación a este 
artículo, quiero decir que, en primer lugar, las contravencio- 
nes no facultan a sancionar. En segundo término, el poder 
sancionatorio no es facultativo y, en tercer lugar -esto yo lo 
había mencionado también en la sesión anterior- no me pare- 
ce de buena técnica jurídica ni prudente establecer una san- 
ción para no se sabe cuántas infracciones que se puedan co- 
meter a distintas normas. Lamentablemente, tal como está 
redactado el artículo, no lo puedo acompañar con mi voto. 


No están claras cuántas hipótesis de contravención pue- 
den haber, tanto a esta ley como al Decreto-Ley N* 15,239 y 
todas ellas van a caer bajo la posibilidad de una multa que 
puede ir de 10 UR a 10.000 UR. A mi juicio, técnicamente, 
la redacción que trata sobre ilícitos y sanciones no puede 
hacerse con esta vaguedad. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Si no se hace uso de la palabra, 
se va a votar. 


(Se vota:) 
-20 en 23. Afirmativa. 


Entramos a analizar el Capítulo VII “Comisión Asesora 
en Riego”. 


En consideración el artículo 27. 


(El texto del artículo cuya lectura se resolvió suprimir es 
el siguiente: 


“ARTICULO 27. - (Integración y funcionamiento). 
Créase una Comisión Honoraria Asesora en Riego in- 
' tegrada por un delegado titular y un alterno de cada 
uno de los siguientes organismos: Ministerio de Gana- 
dería, Agricultura y Pesca, que la presidirá, Ministerio 
de Transporte y Obras Públicas, Ministerio de Econo- 
mía y Finanzas, Ministerio de Vivienda, Ordenamien- 
to Territorial y Medio Ambiente, y dos delegados pro- 
puestos por las entidades privadas que determine el 
Poder Ejecutivo.” 


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 
(Se vota:) 

-20 en 23. Afirmativa. 

En consideración el artículo 28. 


(El texto del artículo cuya lectura se resolvió suprimir es 
el siguiente: 
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“ARTICULO 28. - (Cometidos). La Comisión Ho- 
noraria Asesora en Riego tendrá los siguientes cometi- 
dos: 


A. Asesorar al Poder Ejecutivo, en la concesión de 
los beneficios promocionales y en la fijación de las 
tarifas a que se refieren respectivamente los artículos 
22 y 23 de la presente ley. 


B. Asesorar al Poder Ejecutivo a su solicitud en 
temas referentes a la ejecución y explotación de obras 
hidráulicas de riego. 


C. Coordinar las acciones de los distintos organis- 
mos competentes en la materia a la que se refiere esta 
ley en la forma que establezca la reglamentación.” 


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 
(Se vota:) 


-20 en 20. Afirmativa. UNANIMIDAD, 


Entramos a analizar el Capítulo VIII “Juntas Regionales 
Asesoras de Riego.” 


En consideración el artículo 29, 


(El texto del artículo cuya tectura se resolvió suprimir es 
el siguiente: 


“ARTICULO 29, - Créanse las Juntas Regionales 
Asesoras de Riego que se integrarán con: un represen- 
tante del Ministerio de Transporte y Obras Públicas, 
que la presidirá; un representante del Ministerio de 
Ganadería, Agricultura y Pesca que oficiará como se- 
cretario; dos representantes como mínimo de los re- 
gantes de la zona que deberán estar inscriptos en el 
padrón confeccionado a tales efectos, que serán fija- 
dos en función de las características propias de cada 
región o cuenca hidrográfica; dos representantes como 
mínimo de los propietarios de la zona, que serán de- 
signados por las Comisiones o Sociedades de Fomento 
Rural que jas agrupen.” 


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 


(Se vota:) 
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b) emitir opinión sobre nuevas solicitudes de con- 
cesiones o permisos de extracción de agua; 


Cc) asesorar sobre obras y medidas a adoptar por la 
autoridad y por los regantes, para incrementar la dis- 
ponibilidad de caudales destinados al regadío y pro- 
mover su mejor aprovechamiento, 


d) colaborar con el Ministerio de Transporte y Obras 
Públicas en la organización y permanente actualiza- 
ción de un catastro de obras hidráulicas situadas en la 
zona de su competencia; 


e) vigilar el uso de las obras hidráulicas en el área 
de su competencia y en su caso, denunciar al Ministe- 
rio de Transporte y Obras Públicas toda violación de 


las normas que rigen su aprovechamiento; 


f) asesorar sobre el eventual establecimiento de tur- 
nos para la captación de aguas públicas para riego; 


g) aquellos otros cometidos que le asigne el Poder 
Ejecutivo vinculados con su especialización técnica.” 


-Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 
(Se vota:) 
20 en 20. Afirmativa. UNANIMIDAD, 


En consideración el artículo 31. 


(El texto del artículo cuya lectura se resolvió suprimir es 
el siguiente: 


“ARTICULO 31. - El Poder Ejecutivo reglamenta- 
rá la forma de selección de los miembros de las Juntas 
Regionales Asesoras de Riego y los procedimientos 
administrativos del funcionamiento de las mismas.” 
-Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 


(Se vota:) 


-20 en 20, Afirmativa. UNANIMIDAD. 
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En consecuencia, queda aprobado el proyecto que se co- 


-20 en 20. Afirmativa. UNANIMIDAD. municará a la Cámara de Representantes. 


En consideración el artículo 30. (Texto del proyecto de ley aprobado:) 


(El texto del artículo cuya lectura se resolvió suprimir es 
el siguiente: 


“CAPITULO 1 


“ARTICULO 30. - Las Juntas Regionales Asesoras DISPOSICIONES GENERALES 


de Riego tendrán los siguientes cometidos principales: 
Artículo 1”. - (Declaración de interés general). - 


Declárase de interés general, el riego con destino agra- 


a) coordinar con los usuarios la distribución equitati- 
rio, sin perjuicio de los otros usos legítimos. 


va de las aguas disponibles en los períodos deficitarios; 
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Todo productor rural tiene el derecho de utilizar 
los recursos hídricos de los que pueda disponer legal- 
mente, para desarrollar su actividad, sin degradar los 
recursos naturales, ni perjudicar a terceros. 


En todo lo no previsto expresamente, se aplicarán 
las disposiciones del Código de Aguas y del Decreto- 
Ley N” 15.239, de 23 de diciembre de 1981 y sin 
perjuicio de lo establecido por la Ley N” 16.466, de 19 
de enero de 1994, 


Art, 2”. - (Normas técnicas). El Ministerio de Ga- 
nadería, Agricultura y Pesca establecerá normas técni- 
cas sobre el uso del agua para riego, a las que se 
deberán ajustar Jos usuarios. 


CAPITULO UH 


DEL USO PRIVATIVO DEL AGUA 
DE DOMINIO PUBLICO 
CON DESTINO A RIEGO 


Artículo 3”, - (Otorgamiento). El uso privativo de 
las aguas de dominio público con destino al riego po- 
drá ser otorgado por el Poder Ejecutivo en acuerdo 
con el Ministerio de Transporte y Obras Públicas, me- 
diante concesión o permiso. 


El Ministerio de Transporte y Obras Públicas podrá 
autorizar al concesionario o permisario a suministrar a 
terceros agua con destino a riego agrario. 


Las infracciones a lo dispuesto precedentemente se 
sancionarán de acuerdo con lo previsto en el artículo 
26 de la presente ley. 


Art. 4%, - (Requisitos para el otorgamiento de 
concesiones). Sin perjuicio de lo establecido en el ar- 
tículo 176 del Código de Aguas, las concesiones po- 
drán ser otorgadas cuando se cumplan los siguientes 
requisitos: 


1) que exista agua disponible en cantidad y en cali- 
dad, acorde con la reglamentación que dicte el Po- 
der Ejecutivo, 

2) que el solicitante cuente con un plan de uso de 

suelos y aguas aprobado por el Ministerio de Gana- 

dería, Agricultura y Pesca, de acuerdo con lo que 
disponga la reglamentación de la presente ley; 


pd 


3) que el solicitante acredite ser titular de un derecho 


de propiedad, usufructo o goce de los suelos donde 
se asienten las obras hidráulicas o sean afectados 
por ellas. 


po 


Art. 5*. - (Concesión condicionada). Se podrá otor- 
gar una concesión sin acreditar la titularidad de los 
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derechos mencionados en el inciso final del artículo 
anterior, al solo efecto de gestionar la imposición de 
las servidumbres que correspondan. 


Art. 6". - (Caducidad de la concesión). Sin perjui- 
cio de lo dispuesto por el artículo 173 del Código de 
Aguas, el Ministerio de Transporte y Obras Públicas 
podrá declarar la caducidad de la concesión de uso de 
agua para riego, sin derecho del concesionario a in- 
demnización, cuando incurriere en incumplimiento gra- 
ve del plan de uso y manejo de suelos y aguas, a juicio 
del Ministerio de Ganadería, Agricultura y Pesca. 


La caducidad prevista en este artículo será sin per- 
juicio de las sanciones que correspondan al infractor 
por el artículo 285 de la Ley N” 16.736, de 5 de enero 
de 1996. 


Art. 7”. - (Cesión de la concesión). Además de los 
requisitos previstos en los artículos 170 y 171 del Có- 
digo de Aguas, para efectuar la cesión de una conce- 
sión de uso privativo de agua para riego, el cesionario 
deberá contar con un plan de uso y manejo de suelos y 
aguas aprobado previamente por el Ministerio de Ga- 
nadería, Agricultura y Pesca. Toda cesión que no cum- 
pla con el requisito establecido en este artículo, será 
nula de pleno derecho y podrá dar lugar a la caducidad 
de la concesión. 


Art. 8”. - (Requisitos para el permiso). El permi- 
so de riego podrá ser otorgado para utilizaciones de 
carácter transitorio y en aquellos casos en que no se 
posea la totalidad de los requisitos para la concesión, 
debiendo cumplirse con lo dispuesto por el ordinal 2” 
del artículo 4” de la presente ley. 


Art. 9”, - (Cesión del permiso). Durante el plazo 
de vigencia del permiso de riego éste podrá ser cedido 
por escrito con autorización de la autoridad competen- 
te y de acuerdo con la reglamentación. A esos efectos 
el cesionario deberá contar con un plan de uso y ma- 
nejo de suelos y aguas aprobado por el Ministerio de 
Ganadería, Agricultura y Pesca. 


Toda cesión que no cumpla con los requisitos ante- 
riores será nula de pleno derecho y podrá dar lugar a 
la revocación del permiso. 


Art. 10. - No se entenderá que existe cesión del 
permiso o de la concesión, cuando el titular de los 
mismos realice contratos asociativos de cultivo en los 
cuales se utiliza el riego y se reparte el producido de 
la cosecha. 


Art. 11. - (Contrato de suministro de agua). Todo 
contrato en virtud del cual una parte se obliga a sumi- 
nistrar agua para riego, cualquiera fuere su naturaleza, 
deberá otorgarse por escrito so pena de nulidad, 
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Quien suminístrare agua con destino a riego sin 
contrato escrito, no obstante la nulidad del mismo, 
será sancionado conforme a lo dispuesto por el artícu- 
lo 26 de esta ley. 


La distribución y el suministro de agua entre los 
miembros de una asociación o sociedad agraria de rie- 
go a la cual pertenecen, cuando así correspondiere por 
su naturaleza social, deberá efectuarse entre cada miem- 
bro y la entidad por escrito, so pena de nulidad. 


CAPITULO UI 


DE LAS SOCIEDADES AGRARIAS - 
DE RIEGO 


Artículo 12. - (Sociedades Agrarias de Riego). 
Sin perjuicio de lo dispuesto en la legislación civil y 
comercial vigente, los productores rurales sean perso- 
nas físicas o jurídicas, interesados en el uso de agua 
para riego podrán asociarse bajo las disposiciones de 
la presente ley, para obtener permisos, concesiones u 
otros derechos que les otorguen directa o indirecta- 
mente el uso del agua para riego. 


Del mismo modo, podrán hacerlo entre sí los titu- 
lares de permisos, concesiones u otros derechos que 
otorguen directa o indirectamente el uso del agua para 
riego, o éstos con los productores referidos en el inci- 
so anterior. 


Art. 13, - (Objeto). Las Sociedades Agrarias de 
Riego, no podrán integrar a su objeto otro u otros que 
no refieran a los exclusivos efectos del uso, manejo y 
aprovechamiento del agua conforme a las disposicio- 
nes de la presente ley y el Decreto-Ley N” 15.239, de 
23 de diciembre de 1981. Se encuentra comprendido 
en dicho objeto la realización de obras hidráulicas de 
aprovechamiento en común o individual de sus miem- 
bros o para servicios a terceros. 


Art. 14. - (Constitución y Administración de la 
Sociedad). Las Sociedades Agrarias de Riego se cons- 
tituirán por contrato escrito en el cual se expresará el 
nombre de los socios, el monto del capital social y el 
aporte de capital que corresponde a cada socio, el pia- 
zo, el objeto social, la denominación, la cual incluirá 
de manera expresa su naturaleza de *Sociedad Agraria 
de Riego' y las condiciones de ingreso y egreso de los 
miembros y de la disolución de la sociedad. Igualmen- 
te harán indicación de los permisos o concesiones de 
cada socio cuando corresponda. 


Salvo pacto en contrario, la votación se efectuará a 
prorrata de los capitales de los socios. 


En ningún caso podrá la sociedad privar a sus miem- 
bros, por vía de sanción, del uso de agua para riego, 
mientras mantengan dicha calidad. 
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Art. 15. - (Personería jurídica). El contrato social 
deberá inscribirse en el registro que a este fin llevará 
el Ministerio de Transporte y Obras Públicas. Obteni- 
da la referida inscripción, tendrá personería jurídica des- 
de el momento de su constitución. 


Antes de su inscripción no podrán realizar acto al- 
guno imputable a la sociedad, salvo los de trámite 
relativos a su formación. 


La responsabilidad de los miembros por las deudas 
sociales, será siempre limitada al monto de sus respec- 
tivos aportes. 


Art. 16. - (Libros). Las Sociedades Agrarias de 
Riego deberán llevar libros rubricados por el Ministe- 
rio de Transporte y Obras Públicas de acuerdo con lo 
que establezca la reglamentación. 


Art. 17, - (Atribuciones del Jurado). El contrato 
social podrá prever la existencia de un Jurado uni o 
pluripersonal. 


Serán competencias del Jurado: 


conocer todas las cuestiones de hecho que sobre 
riego, se susciten entre los miembros; 


a 


= 


b) imponer a los infractores del estatuto, contrato so- 
cial, reglamentos y ordenanzas dictadas por la enti- 
dad, los correctivos y sanciones a que haya lugar 
con arreglo a los mismos. 


Art. 13, - (Procedimiento). El procedimiento del 
Jurado será público y verbal, en la forma que determi- 
ne el contrato social. 


Sus fallos se consignarán en un libro con expresión 
de los hechos y del derecho en que se funden. 


Art. 19. - (Legistación supletoria). En todo lo no 
previsto en la presente ley respecto a las Sociedades 
Agrarias de Riego, se aplicarán, en lo pertinente, las 
disposiciones del Título VI del Libro IV Parte MH del 
Código Civil. No obstante, la muerte o incapacidad de 
alguno de sus miembros no provocará la disolución de 
las mismas. 


No será aplicable lo dispuesto por el artículo 1918 
del Código Civil ni las disposiciones de la Ley 


N” 16.060, de 4 de setiembre de 1989 (Ley de Socieda- 
des Comerciales). 


CAPITULO IV 
DE LAS OBRAS HIDRAULICAS 


Artículo 20. - (Definición). Se entenderán por obras 
hidráulicas para riego con fines agrarios las siguientes: 
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Los sistemas de extracción de agua desde cualquier 
fuente. 


Los represamientos que capten aguas de escurrimiento 
superficial, comprendiendo el área inundada. 


Los sistemas de conducción de las aguas hasta el 
cultivo, 


Los depósitos artificiales con fines de almacenamien- 
to de agua para riego. 


Toda otra obra de captación de aguas con fines de 
riego agrario. 


Art. 21. - (Construcción). Toda construcción de 
obras hidráulicas con fines de riego requerirá la apro- 
bación del proyecto de obra y derecho al uso del agua 
por parte del Ministerio de Transporte y Obras Públi- 
cas, del plan de uso y manejo de suelos y aguas por 
parte del Ministerio de Ganadería, Agricultura y Pesca 
y de la autorización ambiental previa, cuando corres- 
ponda, por parte del Ministerio de Vivienda, Ordena- 
miento Territorial y Medio Ambiente, en la forma y 
condiciones que determine la reglamentación. Dicha 
reglamentación creará los mecanismos y los procedi- 
mientos administrativos necesarios para la aprobación 
conjunta por parte de los organismos citados. 


Sin perjuicio de lo establecido en la legislación 
vigente, facúltase al Ministerio de Transporte y Obras 
Públicas en caso de contravención a lo dispuesto pre- 
cedentemente, para solicitar judicialmente la demoli- 
ción de las obras a cargo del infractor, siguiéndose a 
esos efectos el procedimiento previsto en el artículo 
346 del Código General del Proceso, sin perjuicio de 


las multas que pudiere imponer en vía administrativa' 


al amparo de lo dispuesto por el artículo 26 de la 
presente ley y de la acción penal cuando corresponda. 


Art. 22. - (Precio). Los usuarios de las obras hi- 
dráulicas que el Estado ejecute deberán abonar un pre- 
cio, que fijará el Poder Ejecutivo, en función de los 
correspondientes gastos de explotación, conservación 
y administración. 


De producirse la transferencia del dominio de una 
propiedad beneficiada por obras ejecutadas por el Estado, 
el nuevo titular será solidariamente responsable por las 
deudas emergentes del uso de las mismas existentes al 
día de la transferencia. 


Los Gobiernos Departamentales que efectúen obras 
hidráulicas gozarán de las mismas potestades y benefi- 
cios otorgados en este artículo al Poder Ejecutivo. En 
lo que corresponda será de aplicación el Decreto-Ley 
N* 15.637, de 18 de setiembre de 1984. 
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CAPITULO V 
DE LA PROMOCION DEL RIEGO 


Artículo 23. - (Beneficios promocionales). El Po- 
der Ejecutivo podrá conceder los beneficios promocio- 
nales previstos en el Decreto-Ley N” 14,178 de Pro- 
moción Industrial, de 28 de marzo de 1974, modifica- 
tivos y concordantes, en favor de las obras hidráuticas 
que se construyan a partir de la vigencia de la presente 
ley. 


El proyecto se presentará ante la Comisión Hono- 
raria Asesora en Riego, la cual, previa opinión de cada 
Ministerio que la integra, se expedirá proponiendo las 
medidas promocionales que se entiendan justificadas. 


CAPITULO VÍ 
DE LAS DISPOSICIONES GENERALES 


Artículo 24. - (Expropiaciones). Se declara de uti- 
lidad pública la expropiación de los inmuebles necesa- 
rios para la ejecución de obras hidráulicas, cuando 
estén a cargo del Estado, de acuerdo con lo estableci- 
do por el artículo 32 de la Constitución de la Repúbli- 
ca. 


Art. 25, - (Servidumbres). Extiéndase a todas las 
servidumbres que se demanden con destino a riego las 
disposiciones establecidas para la servidumbre de acue- 
ducto en los artículos 83, 85, 86, 88, 95, 96 y 99 a 102 
del Código de Aguas. 


Las servidumbres de apoyo de presa que se consti- 
tuyen con fines de riego se extienden aún a los predios 
no ribereños. 


Art. 26. - (Sanciones). La contravención a las obli- 
gaciones impuestas por esta ley y en el Decreto-Ley 
N” 15.239, de 23 de diciembre de 1981, facultarán a 
los Ministerio de Ganadería, Agricultura y Pesca o de 
Transporte y Obras Públicas, según corresponda, a im- 
poner multas que se graduarán según la gravedad de la 
infracción y los antecedentes del infractor entre un 
mínimo de 10 UR (diez unidades reajustables) y un 
máximo de 10.000 UR (diez mil unidades reajusta- 
bles). 


CAPITULO Vi 
COMISION ASESORA EN RIEGO 


Artículo 27. - (Integración y funcionamiento). 
Créase una Comisión Honoraria Asesora en Riego in- 
tegrada por un delegado titular y un alterno de cada 
uno de los siguientes organismos: Ministerio de Gana- 
dería, Agricultura y Pesca, que la presidirá, Ministerio 


C.S.-411 


412-C.S. 


de Transporte y Obras Públicas, Ministerio de Econo- 
mía y Finanzas, Ministerio de Vivienda, Ordenamien- 
to Territorial y Medio Ambiente, y dos delegados pro- 
puestos por las entidades privadas que determine el 
Poder Ejecutivo. 


Art. 28, - (Cometidos). La Comisión Honoraria 
Asesora en Riego tendrá los siguientes cometidos: 


A. Asesorar al Poder Ejecutivo, en la concesión de los 
beneficios promocionales y en la fijación de tarifas 
a que se refieren respectivamente los artículos 22 y 
23 de la presente ley. 


B. Asesorar al Poder Ejecutivo a su solicitud en temas 
referentes a la ejecución y explotación de obras 
hidráulicas de riego. 


C. Coordinar las acciones de los distintos organismos 
competentes en la materia a la que se refiere esta 
ley en la forma que establezca la reglamentación. 


CAPITULO VHI 


JUNTAS REGIONALES ASESORAS 
DE RIEGO 


Artículo 29. - Créanse las Juntas Regionales Ase- 
soras de Riego que se integrarán con: un representante 
del Ministerio de Transporte y Obras Públicas, que la 
presidirá; un representante del Ministerio de Ganade- 
ría, Agricultura y Pesca que oficiará como secretario; 
dos representantes como mínimo de los regantes de Ja 
zona que deberán estar inscriptos en el padrón confec- 
cionado a tales efectos, que serán fijados en función 
de las características propias de cada región o cuenca 
hidrográfica; dos representantes como mínimo de los 
propietarios de la zona, que serán designados por las 
Comisiones o Sociedades de Fomento Rural que las 
agtupen. 


Art. 30. - Las Juntas Regionales Asesoras de Riego 
tendrán los siguientes cometidos principales: 


a) coordinar con los usuarios la distribución equitati- 
va de las aguas disponibles en los períodos defici- 
tarios; 


b) emitir opinión sobre nuevas solicitudes de conce- 
siones o permisos de extracción de agua; 


c) asesorar sobre obras y medidas a adoptar por la 
autoridad y por los regantes, para incrementar la 
disponibilidad de caudales destinados al regadío y 
promover su mejor aprovechamiento; 


d) colaborar con el Ministerio de Transporte y Obras 
Públicas en la organización y permanente actuali- 
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zación de un catastro de obras hidráulicas situadas 
en la zona de su competencia; 


e) vigilar el uso de las obras hidráulicas en el área de 
su competencia y en su caso, denunciar al Ministe- 
rio de Transporte y Obras Públicas toda violación 
de las normas que rigen su aprovechamiento; 


f) asesorar sobre el eventual establecimiento de tur- 
nos para la captación de aguas públicas para tiego; 


2) aquellos otros cometidos que le asigne el Poder 
Ejecutivo vinculados con su especialización técni- 
ca, 


Art. 31. - El Poder Ejecutivo reglamentará la for- 
ma de selección de los miembros de las Juntas Regio- 
nales Asesoras de Riego y los procedimientos admi- 
nistrativos del funcionamiento de las mismas. 


Sala de Sesiones de la Cámara de Senadores, en 
Montevideo, a 26 de diciembre de 1996, 


Hugo Batalla 
Mario Farachio Presidente 


Secretario” 


SEÑOR VIRGILI. - Pido la palabra para fundamentar el 
voto. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor Senador. 


SEÑOR VIRGILI - Siento una gran satisfacción porque 
en la tarde de hoy se haya aprobado este proyecto de ley. 


Cuando ingresamos al Senado de la República y comen- 
zamos a trabajar en la Comisión de Ganadería, Agricultura y 
Pesca, nos asombramos de que hacía 15 años que esta inicia- 
tiva estaba a consideración. A mi juicio, era ésta una gran 
injusticia porque se trata de una necesidad imperiosa para la 
transformación de la agropecuaria nacional. Realmente, nos 
preocupa que la aprobación de este proyecto de ley haya 
llevado tanto tiempo. 


En lo personal, convivimos con la gente que está involu- 
crada en este tema y conocemos la competitividad que existe 
en el Uruguay en este momento. ¿Cómo podemos venderle a 
otro país, asegurándole que contamos con la cosecha, si uno 
de los elementos vitales, como el agua, no lo tenemos? Noso- 
tros que nos movemos en este círculo, donde el laboreo inten- 
sivo de la tierra en sectores importantes como la fruticultura, 
horticultura, viticultura y el lácteo, vemos que esta iniciativa 
nos da una seguridad de participación. Sin este elemento el 
Uruguay no puede vender en otro país. Estoy seguro que este 
proyecto de ley en la Cámara de Representantes tendrá un 
rápido trámite, lo cual posibilitará que a mediados del año que 
viene esté aprobado. 
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Hemos comprobado que ha habido un diálogo permanente, 
con posiciones encontradas, pero en definitiva el proyecto de 
ley resultó aprobado en primera instancia. 


Reitero mi agradecimiento a todos aquellos que han con- 
tribuido a su elaboración, tanto a los miembros de la Comi- 
sión, como a los asesores que trabajaron incansablemente 
durante todos los días de sesión. 


SEÑOR GARGANO, - Pido la palabra para una aclara- 
ción. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor Sena- 
dor. 


SEÑOR GARGANO. - Solicito que se incorpore a los 
antecedentes el proyecto de ley que dio origen al tratamiento 
de esta iniciativa en el Senado, esto es, el presentado por el 
Frente Amplio. El pedido se basa en el hecho de que no 
figura en el distribuido, 


SEÑOR PRESIDENTE. - Se va a votar si se accede al 
trámite solicitado. 


(Se vota:) 
-19 en 19. Afirmativa. UNANIMIDAD. 
7 SOLICITUD DE LICENCIA 


SEÑOR PRESIDENTE. - Dése cuenta de una solicitud de 
licencia. 


(Se da de la siguiente:) 


-El señor Presidente del Cuerpo solicita licencia desde el 
próximo 6 de enero hasta el 1? de febrero de 1997 inclusive. 


Léase. 


(Se lee:) 
“Montevideo, 26 de diciembre de 1996. 


Señor Vicepresidente de la 
Cámara de Senadores 


Por la presente solicito licencia al Senado desde el 
próximo 6 de enero de 1997 hasta el 1? de febrero de 
1997 inclusive, en virtud de tener que viajar al exte- 
rior en misión oficial, a los actos de trasmisión del 
mando presidencial en la República de Nicaragua, con- 
currir a París a la UNESCO por el tema relativo a la 
declaración del Palacio Legislativo como patrimonio 
de la humanidad y, finalmente, para participar en Gi- 
nebra como integrante del Comité de Derechos Huma- 
nos de la Unión Interparlamentaria. 


Saludo a usted muy atentamente. 


Hugo Batalla. Presidente” 
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SEÑOR PRESIDENTE. - Se va a votar la licencia solicita- 
da. 


(Se vota:) 
-20 en 20. Afirmativa. UNANIMIDAD, 


8) PROMOCION E INSERCION LABORAL DE LOS 
JOVENES 


SEÑOR PRESIDENTE. - Se pasa a considerar el asunto 
que figura en segundo término del orden del día: “Proyecto de 
ley relacionado con el fomento de la formación e inserción labo- 
ral de los jóvenes. (Carp. N” 455/96 - Rep. N” 340/96).” 


(Antecedentes: ver 60a. SE) 
-En discusión particular. 
SEÑOR GANDINL. - Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor Sena- 
dor. 


SEÑOR GANDINI. - Habíamos hecho nuestro informe ver- 
bal en la sesión anterior con el objeto de que pudiera aprobar- 
se rápidamente este proyecto de ley, Quizás, hoy tengamos el 
fervor que tal vez nos faltó la semana pasada y podamos apro- 
barlo. De lo contrario, su consideración podría quedar poster- 
gada para la sesión del Senado que se realizará el próximo 4 
de febrero. 


Por otro lado, deseo recordar que se había asumido el 
compromiso de reabrir una especie de nueva discusión gene- 
ral a fin de que algunos señores Senadores hicieran uso de la 
palabra y luego, sí, pasaríamos a la discusión particular a fin 
de tratar rápidamente el articulado. 


SEÑOR PRESIDENTE. - El planteo que formula el señor 
Senador es correcto en la medida en que efectivamente nos 
habíamos comprometido a abrir una instancia de discusión 
general sobre este proyecto, por más que ya se había ingresa- 
do a la discusión particular. 


SEÑORA DALMAS. - Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra la señora Sena- 
dora. 


SEÑORA DALMAS. - Quisiéramos dar nuestra opinión 
sobre el proyecto que está en discusión, el que fue tratado por 
la Comisión de Asuntos Laborales y Seguridad Social del 
Senado y que en términos generales lo consideramos como 
muy positivo. 


Se sabe que en el mundo actual el desempleo se ha consti- 
tuido en el principal flagelo social. Ya lo dice el informe anual 
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anual de la Organización Internacional del Trabajo corres- 
pondiente a 1995, en cuanto a que la prioridad en el mundo 
de hoy es el desempleo y la pobreza de los países en desarro- 
Ho. 


Para el logro del pleno empleo -dice también el informe 
de la OIT- existe un margen de acción. Se trata de que exista 
voluntad de los Gobiernos para ello. La caída de los salarios 
y la liberalización plena de los mercados de trabajo no re- 
suelve los problemas de empleo. Las medidas fiscales, ya 
sean para estimular la creación de puestos de trabajo O para 
crearlos directamente, son una herramienta básica y su costo 
económico y social es, sin duda, menor que aquél que surge 
si los trabajadores siguen desocupados. 


Si nos remitimos al informe de coyuntura que ha elabora- 
do el Instituto de Economía de la Facultad de Ciencias Eco- 
nómicas sobre datos oficiales del Instituto Nacional de Esta- 
dística, en Uruguay el desempleo se incrementó significativa- 
mente, tanto en Montevideo como en el interior urbano. Al 
cierre de este ejercicio, el desempleo medio creció respecto a 
1995 y las perspectivas para el año entrante son que proba- 
blemente se dé un contexto regional más favorable, pero se 
espera que el Gobierno intente conciliar su objetivo de redu- 
cir nuevamente la inflación con la necesidad de generar con- 
diciones que permitan reducir el desempleo y recuperar el 
crecimiento económico. 


Este panorama general del desempleo, en particular lo 
sufren los jóvenes, siendo la tasa de desocupación promedio 
en los menores de 25 años, de un 23,8% en 1995 y en el 
trimestre cerrado a mayo de 1996, este guarismo llegó al 
29,8%. Estos jóvenes padecen la discriminación en las con- 
trataciones de que son objeto, carencias en la esfera de la 
capacitación laboral y aquellos que ya están ocupados, sufren 
precarias condiciones de trabajo. 


Se ha constatado que las políticas clásicas dirigidas a la 
juventud han demostrado ya su obsolescencia dado que hoy 
por hoy el sentimiento expresado por vastos sectores de nues- 
tra sociedad y en particular el de los jóvenes, es de exclusión, 
de imposibilidad de desarrollo, de estancamiento y de esfuer- 
zos que a veces se perciben como estériles. 


El Instituto Nacional de la Juventud había realizado inte- 
resantes propuestas basadas en cuatro grandes áreas que cons- 
tituyen igual número de obstáculos para la acción de la ju- 
ventud. Concretamente, nos referimos a la socialización ju- 
venil en la enseñanza media, al acceso a ciertos servicios 
básicos, a los espacios de expansión y participación juvenil y 
al tema de la inserción laboral, que nos ocupa en la tarde de 
hoy. 


Los problemas fundamentales que siempre sufren los jó- 
venes en la inserción laboral, son la falta de capacitación de 
aquellos pertenecientes a hogares de escasos recursos, la falta 
de experiencia de quienes contando con una adecuada capa- 
citación, fracasan reiteradamente en la búsqueda del primer 
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empleo -lo que constituye el centro de este proyecto de ley- y 
la elevada selectividad con que aquellos altamente califica- 
dos procuran insertarse laboralmente. Entonces, es en este 
último punto que se inscribe esta iniciativa, atendiendo funda- 
mentalmente a la situación de los jóvenes de escasos recursos, 


Debemos tener claro que no se trata de un proyecto muy 
ambicioso sino de uno que simplemente procura iniciar un 
camino mediante el estímulo a los empresarios, articulando 
con los organismos públicos, los mecanismos necesarios para 
facilitar a los jóvenes una primera experiencia laboral, abriendo 
posibilidades para el acceso al mercado del trabajo, vinculan- 
do las tareas prácticas con su formación técnico-profesional y 
fomentando el aprendizaje práctico mediante la articulación 
entre el sector productivo y las instituciones de enseñanza. 


Asimismo, dejamos constancia de que la Comisión toda 
-al menos ese es mi parecer- trabajó de forma tal de generar 
los mecanismos a fin de no convertir este proyecto de ley en 
una válvula de escape para contratar mano de obra barata o 
para sustituir trabajadores permanentes. Creo que eso en todo 
momento estuvo en la preocupación de los miembros de la 
Comisión. 


Si hemos firmado con salvedades esta iniciativa, es por- 
que efectivamente contiene algunos artículos que no compar- 
timos, más precisamente en lo que tiene que ver con los 
plazos. Cuando en el inciso b) del artículo 1? se dice que las 
empresas que incorporen jóvenes tendrán determinados bene- 
ficios, también se incluyen una serie de requisitos. Concreta- 
mente, el inciso b) establece que deben no haber efectuado 
en los 60 días anteriores a la contratación -ni efectuar durante 
el plazo de la misma- despidos ni envíos al seguro por des- 
empleo al personal permanente que realice iguales o simila- 
res tareas. Nosotros hubiéramos preferido que el plazo se 
hubiese extendido y, por ende, fuese mayor a los 60 días. 
Asimismo, en su momento también discrepamos con lo que 
se denominó como período de prueba, en que salvo por una 
modalidad de contratación fue eliminado. 


Por último, quisiera señalar que no compartimos la moda- 
lidad de pasantías no remuneradas, porque si bien se lleva a 
la práctica más allá de la existencia o no de esta ley, por 
principio, no estamos de acuerdo en establecer por ley cual- 
quier forma de trabajo no remunerado. 


Creemos que tampoco es conveniente, como primera ex- 
periencia laboral formal, para el joven, desempeñar un trabajo 
por el que no se lo remunera. 


Más allá de estas salvedades, señor Presidente, pensamos 
que este proyecto es positivo, aunque no creemos que sea la 
panacea o la solución para los problemas del empleo juvenil. 
De todos modos, entendemos que es un buen comienzo y, 
además, facilita la constancia de experiencia necesaria para 
poder ingresar a un primer empleo, que es uno de los 
obstáculos más grandes que encuentran los jóvenes en el 
Uruguay de hoy. 
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SEÑOR MICHELINI. - Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor Sena- 
dor. 


SEÑOR MICHELINI. - Deseo hacer unas breves conside- 
raciones, ya que lo que se tenía que decir se ha expresado y 
lo que se tenía que hacer se ha realizado. 


Quiero recordar que este proyecto es producto de iniciati- 
vas que se presentaron en el Parlamento. Se trabajó con todos 
los partidos políticos en una Comisión formada por el Poder 
Ejecutivo, junto con representantes de los sectores sociales, 
se elaboró un proyecto y se envió al Parlamento. Señalo que 
en el Senado de la República se trabajó con esfuerzo por 
parte de los integrantes de la Comisión y ahora lo tenemos a 
consideración del Cuerpo. Aclaro que esta iniciativa ya fue 
votada en general y ahora corresponde hacerlo en particular. 


Este proyecto consta de fuertes estímulos para una prime- 
ra participación en el mercado laboral de la gente joven, 
asociada a la educativa, a los efectos de lograr una experien- 
cia en ese sentido. Es decir que aquí está presente la educa- 
ción, la primera experiencia laboral y un fuerte estímulo a 
esa contratación. 


En función de eso, señor Presidente, creernos que las se- 
fiales que se envían son buenas, porque un país que comienza 
a preocuparse por. la gente joven, con los partidos políticos y 
las fuerzas sociales trabajando en comunión, primero en el 
Poder Ejecutivo y luego en el esfuerzo que ha hecho la Co- 
misión respectiva aquí en el Parlamento, son una prueba de 
que al Uruguay le importan las nuevas generaciones. 


SEÑOR SARTHOU. - Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor Sena- 
dor. 


SEÑOR SARTHOU. - Señor Presidente: habíamos coinci- 
dido con la señora Senadora Dalmás en votar este proyecto 


con salvedades. Sin duda, son varias pero, sobre todo, nos | 


importa la idea de que frente a una situación tan crítica como 
la que vive el país en materia de empleo -aunque tuviéramos 
un gran número de observaciones que, inclusive, discutimos 
en Comisión- un empleo que se pudiera obtener por la mecá- 
nica de una ley -llevando esta situación al absurdo- sería muy 
útil. Decimos esto porque diariamente comprobamos el mo- 
mento difícil que se vive en Uruguay. 


Entonces, pasaremos a señalar algunas salvedades y tal 
vez la fundamental se basa en que no compartimos la política 
de estímulos que está implícita en la búsqueda de soluciones 
para el empleo, tanto en este proyecto como en el de inversio- 
nes. Pensamos que el tema clave del empleo tiene que ver con 
la política económica, y aunque se diga que esto es obvio, nos 
importa destacarlo para que esto no implique una falsa señal 
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en el sentido de que el tema radica en una política de estímu- 
los. En realidad, lo que sucede es que nuestro país ha sufrido 
un duro golpe como consecuencia de la apertura de la econo- 
mía, con los efectos del MERCOSUR y la competencia que se 
ha producido con los artículos importados. De este modo, nues- 
tra industria se ha visto seriamente perjudicada -sobre todo, la 
textil y la frigorífica- y los trabajadores con más de cincuenta 
años no pueden reintegrarse al mercado ni jubilarse, todo lo 
cual genera una situación dramática. Inclusive, en el sector 
agropecuario, nuestro país está sufriendo la competencia de 
los socios del MERCOSUR. 


Por lo tanto, el Uruguay está viviendo una aguda situa- 
ción como consecuencia de la falta de empleo y no vemos la 
solución en elementos que tiendan a ser “calmantes que ata- 
quen la fiebre”, sino en aquellos que apunten directamente a 
la causa de la “enfermedad”, Esta es la primera salvedad que 
queríamos formular, en el sentido de que, aunque no es in- 
compatible con esta idea, lo que debería producirse es un 
cambio de la política económica. Esta integración se realizó 
muy precipitadamente, sin haber tenido los tiempos que se 
acordaron en el Mercado Común Europeo. Entendemos que 
la situación actual tendría que ser corregida, porque esto no 
puede seguir así, ya que hay necesidad de transformar tos 
recursos para crear fuentes de trabajo, modificando la activi- 
dad impositiva y una serie de elementos que tienen que ver 
con lo sustantivo de la sociedad. Esto hace que tengamos una 
posición distinta a la del Gobierno y, por lo tanto, como 
primera salvedad, queremos señalar que, a nuestro juicio, la 
política económica es la que debe generar el empleo. 


Ante este proyecto y en el terreno de una política de 
estímulos, distinguimos netamente entre esta salida y la con- 
tenida en la ley de inversiones que, aparentemente, también 
apunta a encontrar una solución al problema del desempleo. 
Pero la ley de inversiones -si bien no está en juego ahora, 
pertenece a una misma concepción- supone atraer al inversor 
por la vía de desmantelar prácticamente leyes fundamentales 
del Derecho Laboral y, especialmente, leyes como las de 
jornada, descanso intermedio y descanso semanal, que están 
planteadas en determinados proyectos. Entonces, los únicos 
elementos de contención se desplazan hacia la autonomía 
colectiva, hacia el empleador, vinculado por el convenio con 
los trabajadores. Sabemos que esto es muy relativo, porque 
en la actualidad la capacidad de negociación del movimiento 
sindical es muy débil, sobre todo en las empresas pequeñas. 
De manera que esa mecánica de obtener la posibilidad de 
inversiones para generar empleos por la vía del desmantela- 
miento del Derecho Laboral -este proyecto está en curso en 
el Senado- nos parece sumamente negativa. Muchas veces 
hemos pensado que si por una situación de crisis del país a 
alguien se le ocurriera mañana suprimir la libertad de expre- 
sión, nadie lo admitiría, pero en los hechos, por la vía de la 
crisis de la economía y del empleo, se está admitiendo la 
eliminación de derechos de los trabajadores que figuran en 
las disposiciones constitucionales, con la misma jerarquía que 
la libertad de expresión y de pensamiento. Si bien se conside- 
ra que no pueden llegar a abatir las conquistas de los conve- 
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nios internacionales, es sabido que la legislación es mejor que 
ellos y que algunos de estos beneficios -como, por ejemplo, el 
descanso intermedio- no están previstos allí. Entonces, ese ca- 
mino de la derogación de las leyes laborales para estimular al 
inversor nos parece profundamente equivocado. En realidad, 
lo que hace es buscar la forma de que se emplee sobre la base 
de determinados elementos que, indudablemente, significan 
una alteración del sistema jurídico laboral y de seguridad so- 
cial, pero, fundamentalmente, trata de obtenerlo a través de la 
eliminación de los aportes patronales en aquellos casos de 
situaciones contractuales de empleo, a las cuales también se 
las dota de las virtudes de la formación profesional. 


Sin duda, en la experiencia del Derecho Comparado, este 
sistema no ha dado resultados, ya que la rebaja de aportes no 
ha generado empleo en muchos países. Al respecto, un profe- 
sor español que vino aquí a dar una conferencia en la Facul- 
tad de Derecho explicaba que, en general, en el Derecho Com- 
parado, no resultaba, porque nadie toma un empleado si no lo 
necesita por el hecho de que se le rebajen los aportes. Á esto 
agregaría que con las infracciones que se están cometiendo 
-son muchísimos los casos de trabajo clandestino, es decir, de 
personas que no figuran en las planillas- no veo la forma en 
que se ofrezca un estímulo que ya se está utilizando por vía 
antijurídica. 


Entonces, quiero señalar esto comio principio general para 
no abrir expectativas que puedan hacer pensar que la rebaja de 
aportes va a generar realmente, de acuerdo con la experiencia 
de Derecho Comparado, una verdadera corriente de creación 
de empleo para la formación. La intencionalidad es positiva, 
pero la experiencia generalizada no lo ha demostrado asf. Esta 
es la primera observación que para nosotros era una salvedad. 
Sin embargo, como ya hemos dicho, hay que hacer todo lo 
posible para la creación de empleo, a pesar de estas reservas 
de fondo y de mecánica de estímulo, por lo que, fuimos parti- 
darios de apoyar este proyecto. 


Asimismo, tenemos alguna otra reserva particular por la 
forma en que está planteado el proyecto. En ese sentido, uno 
de los aspectos que señalaba recién la señora Senadora Dal- 
más, nos parece un elemento negativo. Se trata de la posibili- 
dad de percibir trabajo no remunerado. La idea de trabajo 
subordinado no remunerado, por más que se denomine pasan- 
tía y se establezcan ciertas condiciones específicas de protec- 
ción para la formación es un principio que consideramos ne- 
gativo. Inclusive, tenemos dudas sobre su constitucionalidad 
porque el artículo 54 de la Constitución se refiere a la justa 
remuneración. Además, el artículo 2” del Convenio Internacio- 
nal del Trabajo número -131 de la OIT dice: 


“1. Los salarios mínimos tendrán fuerza de ley, no podrán 
reducirse y la persona o personas que no los apliquen estarán 
sujetas a sanciones apropiadas de carácter penal o de otra na- 
turaleza. 


2. A reserva de lo dispuesto en el párrafo | del presente 
artículo, se respetará plenamente ta libertad de negociación 
colectiva.” 
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Tengo serias dudas constitucionales y están relacionadas 
con este Convenio con respecto a que se pueda desarrollar un 
trabajo de sesenta días, como está establecido, sin percibir 
remuneración, por más que se aplique una compensación para 
los viáticos o los gastos, como se ha señalado. 


Esto se admite en el Uruguay, por ejemplo, en la Ley 
N* 14,411 que prevé el trabajo benévolo, pero es otro caso ya 
que tiene condicionantes muy especiales que tienen que ver 
con la amistad o el carácter familiar de las personas. Allí, 
excepcionalmente, se establece una posibilidad de excepción 
de trabajo en ese carácter. En este caso, en realidad, se trata 
de quebrar un principio constitucional y de la legislación 
internacional que dice que todo trabajo debe tener su remu- 
neración. Esta es una de las observaciones que nos plantean 
las disposiciones que tienen que ver con las pasantías. 


Por otro lado, nos preocupa lo que tiene que ver con el 
Seguro de Paro, que aparece como un beneficio que se elimi- 
na en este tipo de contratos. Nosotros creemos. -y con respec- 
to:a algunos de estos artículos vamos a presentar sustitutivos 
cuando se haga la discusión particular- que si bien podría 
admitirse en una hipótesis de pasantía o de contrato de prác- 
tica laboral, en un contrato de aprendizaje que tiene ua máxi- 
mo de dos años, es muy difícil de admittr una excepción a la 
legislación del país estableciendo que una persona no tiene 
derecho al Seguro de Paro. Esta es una reserva que para 
nosotros es importante y por eso vamos a plantear un artículo 
sustitutivo. 


Asimismo, queremos decir que el proyecto no cumple 
todos los objetivos en lo que tiene que ver con la formación 
profesional; hay una intencionalidad y en algunos de los 
institutos aparece con claridad. En el contrato de aprendiza- 
je -no en el de aprendizaje simple- y en las becas aparece, por 
lo menos, la intervención de un instituto de formación profe- 
sional o un organisrho público que controla que el contrato de 
trabajo no sea simplemente el desempeño de un puesto de 
trabajo. Esto ha sido sostenido por la delegación de los traba- 
jadores en la Junta de Empleo al referirse al aprendizaje 
simple. Este se incorporó en el proyecto, no tiene elementos 
de formación y es prácticamente una manera de utilizar mano 
de obra barata. 


También hemos observado -todo esto lo hemos planteado 
en la Comisión- la existencia de un plazo de prueba de no- 
venta días en el contrato de aprendizaje. Entendemos que 
esto se puede convertir en una mecánica que destruya el 
sistema. Bastaría que un patrono tomara a los trabajadores 
por menos de los noventa días para estar exonerado del pago. 
de aportes y los sustituya. Como está establecido el período 
de prueba y de acuerdo con la Jurisprudencia en el Uruguay. 
el empleador, con un simple telegrama, le puede comunicar 
que la prueba no ha sido satisfactoria -no es mi posición, 
pero es la de la Jurisprudencia- la persona habría trabajado 
durante ese tiempo, el patrono se ahorró de pagar los aportes y 
no se cumple el contrato. Es decir que la previsión, en el 
contrato de aprendizaje, de un período de prueba puede des- 


26 de Diciembre de 1996 


naturalizar totalmente a la sistemática si se produce una utili- 
zación escalonada. Esto se está dando en nuestro país con los 
contratos. temporales breves. Si eso se industrializa puede 
darse la posibilidad de no pagar aportes en contratos sucesi- 
vos de prueba. Esto se eliminó en algunos de los contratos 
pero se mantiene en éste de aprendizaje que es el de más 
larga duración. Nosotros consideramos que, en general, esta 
es una norma inconveniente dentro del texto. 


Nos hubiera gustado que se hubiera tomado en cuenta la 
exposición que hizo la delegación en la JUNAE -Junta Na- 
cional de Empleo- cuando planteó que se deberían haber uti- 
lizado las personas recicladas a través del trabajo de la Junta 
de Empleo para ofrecer la posibilidad de ciento ochenta días 
de contratación sin pago de aportes, tomando la capacitación 
que ésta ha producido o produce. 


Otro punto de orden general que nos parece positivo fue 
el que hizo el señor Ministro de Educación y Cultura, quien 
objetó que el texto no asegura, no garantiza debidamente una 
remuneración mínima en las figuras incluidas en el proyecto. 
Personalmente comparto esta posición que establecía por lo 
menos dos salarios mínimos para cualquiera que utilizara esta 
figura, de forma de garantizar un mínimo de remuneración. 
Esto fue planteado también por el señor Ministro cuando 
concurrió a la Comisión, pero no fue recogido. Nosotros va- 
mos a incluirlo en un artículo sustitutivo porque nos parece 
que es muy vaga la norma del artículo 42 que prevé la mecá- 
nica de remuneración establecida por el proyecto. 


Estas son las observaciones de carácter general y las re- 
servas que nos merece el proyecto. De todas maneras, consi- 
deramos que si por esa vía se crea la posibilidad de que sean 
tomados trabajadores, puede ser de alto interés dada la crítica 
situación que estamos viviendo. 


Muchas gracias. 
SEÑOR FERNANDEZ FAÍNGOLD. - Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor Sena- 
dor. 


SEÑOR FERNANDEZ FAINGOLD. - De alguna manera, 
tengo que hacer mías las palabras que expresó hace algunos 
días el señor Senador Santoro, en el sentido de que este 
proyecto sería bueno discutirlo con cierto entusiasmo, tanto 
por el tema del empleo, como por el de los jóvenes, que 
juntos en un mismo proyecto tendrían que animar a este Se- 
nado a tener una discusión muy fecunda sobre el presente y 
el futuro. En ese tenor, y sin pretender incorporar todo el 
entusiasmo que se debería, por razones de hora y de quórum, 
quiero hacer un par de observaciones. 


La primera de ellas es que estamos ante una transforma- 
ción absolutamente radical del trabajo humano y de las for- 
mas en que se organizan los mercados de trabajo en los paí- 
ses de economía abierta. Más allá de lo que éstos deseen, la 
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sola comparación del costo de creación de un puesto de tra- 
bajo industrial, dividido en subsectores, en 1997 respecto a 
1967, nos lleva a realizar algunas constataciones importantes. 
Por ejemplo, en la industria liviana el costo de creación de un 
puesto de trabajo en 1967 era ocho veces menor que en 1997, 
es decir, treinta años después. En algunos otros sectores indus- 
triales, la multiplicación se realiza por quince, veinte o treinta. 
Refiriéndome simplemente a una inversión de U$S 60:000.000 
realizada cerca de la ciudad de Minas en la instalación de una 
fábrica de cemento, cabe señalar que ésta ha dado empleo 
directo a unos sesenta o setenta trabajadores, lo que supone 
que el costo de creación de un puesto de trabajo industrial, en 
ese sector, nos lleve a una cifra cercana a los U$S 1:000.000. 
Este fenómeno no depende de la voluntad de los hombres, 
sino de la transformación de los procesos industriales y de los 
cambios que ha experimentado en el mundo la naturaleza de 
dichos procesos, de las tecnologías duras y de las de gestión, 
que hacen a la organización de ese trabajo. 


Cuando digo que existe una transformación profunda en 
la forma en que se organiza el trabajo humano, me refiero a 
que en las sociedades industrializadas -que se caracterizan 
históricamente por niveles de empleo parecidos al pleno em- 
pleo o, por lo menos, con capacidad de absorber, mano de 
obra extranjera- en este momento el fenómeno generalizado, 
sin excepciones, consiste en que los puestos de trabajo que 
generan una economía, con tasas de crecimiento e inversión 
importantes, no alcanzan para absorber, en relación de depen- 
dencia, a los porcentajes que tradicionalmente se absorbían en 
esos mercados de trabajo. Asimismo, considero que es muy 
probable que en los próximos veinte años -y esto puede gus- 
tarnos O no, pero se trata de datos de la realidad que en esta 
materia suelen ser bastante tercos- los porcentajes de empleo 
fuera de la relación de dependencia crezcan hasta aproximarse 
a cifras que rondarán entre el 20% y el 30% del total de la 
población económicamente activa, dependiendo del país de 
que se trate. : 


Francamente, me hubiera gustado poder examinar con ma- 
yor detenimiento lo que esto significa para el Uruguay. Pien- 
so que discutir sobre temas de empleo, sobre todo empleo 
juvenil, fuera del contexto de transformaciones inexorables, 
más allá de nuestro gusto, en la composición y funciona- 
miento de los mercados de trabajo, nos parece un ejercicio 
incompleto. Sin embargo, este no fue el caso de las reflexio- 
nes efectuadas a nivel del Poder Ejecutivo y de la propia 
Comisión, al tratarse el proyecto de ley que hoy tenemos a 
consideración. Creo que hubiera sido interesante agregar a 
esas discusiones algunas dimensiones que no estuvieron pre- 
sentes en ese momento. De todas formas -dado lo avanzado 
de la hora y conociendo informalmente lo que piensan en 
este momento muchos de mis colegas, me reservo la posibili- 
dad de referirme nuevamente a estos temas en la discusión 
particular- quisiera realizar algunas observaciones, La prime- 
ra de ellas se refiere al Uruguay de hoy: ignorar lo que está 
pasando a partir del tercer trimestre de 1996 en relación con la 
evolución del empleo, tanto en lo que hace a tasas de partici- 
pación y distribución del empleo por sectores, como en lo 
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referente a la reducción de las tasas de desempleo en función 
del aumento de los niveles de actividad de algunos sectores de 
la economía, no me parece un planteamiento conducente, Digo 
esto porque el haber logrado en ese período una reducción de 
las llamadas tasas blandas, en las que había crecido el desem- 
pleo urbano en el último año y medio, me parece un fenómeno 
que debemos reconocer con satisfacción, ya que esto significa 
que la reactivación de algunos sectores económicos está pro- 
duciendo el tipo de efectos que señalamos se iban a dar, per- 
mitiendo recorrer en sentido inverso tasas en aumento hasta 
hace cuatro meses y, al mismo tiempo, augurando hechos inte- 
resantes con respecto a sectores que no serán precisamente los 
que más empleo directo absorban -como el industrial o el ma- 
nufacturero de exportación- pero sí en los cuales las tasas de 
inversión revelan que el país tendrá que examinar el funciona- 
miento de su mercado de trabajo, no sólo en función de los 
fenómenos de largo plazo a los que hacíamos referencia, sino 
también de los de corto plazo para este segundo semestre de 
1996 en sus proyecciones para 1997, que nos hacen pensar - 
diga lo que diga el señor Ministro de Economía y Finanzas- en 
tasas de desempleo que volverán en el correr del próximo año 
a tener un solo dígito. 


Señor Presidente: refiriéndonos específicamente a este pro- 
yecto de ley, debo decir que lo vamos a apoyar en esencia 
por lo que contiene y no por lo que le falta. Creemos que hay 
aspectos que no están contemplados, así como muchas otras 
piezas legislativas. Sin embargo, el contenido de esta iniciati- 
va amerita nuestro apoyo en lo que tiene que ver con tres 
sentidos distintos. En primer lugar, se trata de un proyecto de 
ley equilibrado que evita cuidadosamente el voluntarismo, que 
es una tentación peligrosa cuando se legisla en materia de 
empleo. Al evitar el voluntarismo, también se limitan las ex- 
pectativas en relación con el proyecto y sus consecuencias. 
Sin embargo, aún con esta limitación, supone dos cosas im- 
portantes. Una de ellas es, a mi juicio, realizar un aporte signi- 
ficativo a una mejor gerencia o gestión del desempleo friccio- 
nal en el país, no por mecanismos regulatorios que hagan del 
Estado al encargado de mejorar la eficiencia con el “llenado” 
de los puestos de trabajo en el desempleo friccional, sino por- 
que entrega al mercado la posibilidad de evitar el recurso tra- 
dicional de “trabajo en negro”, no registrado o parcialmente 
registrado, o el recurso histórico de la hora extra, registrada O 
no, como una mecánica para resolver problemas de variacio- 
nes relativamente fuertes, en períodos breves, en la carga de 
trabajo de una empresa en particular. 


En consecuencia, creo que la dinámica que establece este 
proyecto de ley, asociada -como lo hace- a los mecanismos 
de capacitación tendrá un impacto fuerte a corto plazo en el 
desempleo friccional. Asimismo, considero que se tratará de 
un impacto medible en términos de puntos de desempleo y, 
sobre todo, a partir de las tasas diferenciales por cohortes o 
grupos de edad. Además, creo que este es un proyecto de ley 
que revierte de alguna manera, una desigualdad clásica en las 
oportunidades de todo mercado de trabajo abierto para quienes 
están ingresando a él, estableciendo mecanismos de estímulo 
razonables que mejoran la posibilidad de los más jóvenes, o de 
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quienes recién ingresan al mercado de trabajo, de competir en 
un ámbito muy rígido fundamentalmente por características 
históricas de su organización y funcionamiento y por los efec- 
tos residuales del descenso de las inversiones en los últimos 
años. Al reactivarse y al crecer fuertemente muchos sectores 
de la economía en virtud de la proliferación de las inversiones, 
las empresas podrán consolidar la creación de empleos genui- 
nos sin distorsionarlos por crecimientos de la demanda agre- 
gada durante períodos cortos. 


Esta es la razón por la que, reitero, me parece que este es un 
proyecto que no cae en voluntarismos, es equilibrado y modera- 
do en las expectativas que genera, mejora la capacidad de ge- 
renciar el desempleo friccional y, también las oportunidades de 
ese segmento de trabajadores jóvenes, sobre todo, de quienes 
recién ingresan al mercado en condiciones desiguales. 


Con respecto a algunas cosas que faltan en este proyecto 
de ley -que no me parecen que puedan incorporarse en esta 
discusión, pero sí ser objeto de algún análisis posterior- quiero 
decir que hay algunas formas de trabajo que se dan natural- 
mente en otras sociedades -que, precisamente, tienen que ver 
con la coexistencia de la necesidad de trabajar y estudiar de 
jóvenes que están en el sistema formal- que dan lugar a em- 
pleos de tiempo parcial o de temporada. Me parece, enton- 
ces, que sin necesidad de estar estrictamente amarrados a 
contratos específicos de aprendizaje, podríamos beneficiarios 
con algunos mecanismos igualmente cuidadosos que permi- 
tan incorporarlos a un sistema de contratación, legislado y 
debidamente ordenado, en particular, para controlarlo con 
cuidado y transformarlo también en un factor que permita 
mejorar la gestión del desempleo friccional y las oportunida- 
des de los jóvenes. 


Por todas estas razones, vamos a acompañar ésta, que nos 
parece es una buena iniciativa. Asimismo, pensamos que es 
excelente que finalmente tenga aprobación en el Senado de la 
República una iniciativa que, más allá de los antecedentes 
citados en el texto, tiene un lejano precedente en 1987, que 
revela una frustración de un proyecto parecido -aunque éste es 
mejor, porque fue discutido durante más tiempo- que preten- 
día incorporar algunos de los estímulos similares a los inclui- 
dos aquí y que, según consta en la versión taquigráfica de la 
Comisión, fue rechazado en ese ámbito, en virtud de que se 
estimó que debía darse apoyo específico a los trabajadores 
mayores y no a los jóvenes. Ese proyecto naufragó en su mo- 
mento, y eso fue motivo de una gran frustración para el go- 
bierno y el Ministro de Trabajo y Seguridad Social de la épo- 
ca, quien ciertamente no supo defenderlo con el calor con que 
se ha defendido éste. Me felicito, pues, de que nueve años 
después este Senado esté aprobando una iniciativa que va en 
la misma dirección. 


Es cuanto deseaba señalar. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Dése cuenta de una moción de 
orden que el señor Senador Gandini hizo llegar a la Mesa. En 
función de lo que establece el artículo 104 de la Constitución 
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de la República, creo que es imprescindible ponerla a votación 
de inmediato. 


(Se da de la siguiente:) 


“Solicito que se incluya en el orden del día de la sesión 
extraordinaria del 4 de febrero próximo la continuación del 
tratamiento del proyecto de ley relacionado con el fomento 
de la formación e inserción laboral de los jóvenes, siempre 
que su consideración no cuiminara en la presente sesión.” 


Se va a votar. 
(Se vota:) 
-(8 en 18. Afirmativa. UNANIMIDAD. 


SEÑOR PRESIDENTE, - Continúa la discusión general 
del proyecto de ley relacionado con el fomento de la forma- 
ción e inserción laboral de los jóvenes. 


Tiene la palabra el señor Senador Garat. 


SEÑOR GARAT. - Señor Presidente: intuyo que el Sena- 
do está esperando que haga mi intervención para levantar la 
sesión. Por lo tanto, y para ahorrar tiempo, con gran gusto 
estoy dispuesto a renunciar a hacer uso de la palabra o, de lo 
contrario, adelanto que haré una breve exposición. Me anoté 
en su momento luego de consultar al señor Senador Gandini 
acerca de si este proyecto de ley se iba a tratar en la tarde de 
hoy. 


Muy brevemente -vaya dicho esto en serio y ho como se 
hace generalmente- y a los efectos de que en una próxima 
sesión el Senado pueda ingresar a la discusión particular, 
digo que voy a acompañar este proyecto de ley y que felicito 
en general a sus autores por el trabajo que han hecho y por la 
preocupación laudatoria que hay en la intención de legislar 
en esta materia, Ahora bien, lo acompaño con escepticismo; 
lo digo con toda cordialidad, afecto y entusiasmo con que lo 
voy a votar, en el bien entendido de que debernos hacer todo 
lo posible para mejorar la situación laboral de los jóvenes en 
particular, que en este momento se encuentra muy deteriora- 
da. No creo que este pueda ser el camino; pero sí deseo que 
lo sea. No me parece que por mejor buenas intenciones y 
planificaciones que tengamos, podamos modificar la realidad 
que en este momento vive nuestro país y evitar que se expan- 
da en el futuro. 


Pienso que la situación de nuestro país no es caótica en 
materia de desempleo. Hay sociedades más desarrolladas y 
ricas que la uruguaya que hoy tienen mayores dificultades. 
Esto no quiere decir que no debamos preocuparnos por la 
tasa de desempleo de algo más del 12% que se registra en la 
actualidad; pero sí que tenemos que encontrar caminos más 
radicales que ni los gobernantes ni los Legisladores hemos 
transitado. 
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En mi humilde entender, el Uruguay está intentando una 
experiencia nueva de ingreso en el mundo de la globaliza- 
ción, de la competencia comercial y el mercado abierto, pero 
no está preparado para ello. Tenemos una estructura de na- 
ción cerrada y ello lleva a que nuestro país no sepa qué hacer 
cuando sale a un mundo agresivo y competitivo. Tenemos 
costos laborales importantes y, por lo tanto, al inversor le 
resulta muy difícil invertir. De hecho, en otros lugares la 
rentabilidad es mayor, porque los sistemas laborales son más 
flexibles. Eso ha traído como consecuencia la ruina o el de- 
caimiento de la industria textil -una de las grandes abastece- 
doras de trabajo de nuestro país- y de la industria de la con- 
fección. Hay naciones en las que gran parte de sus ingresos 
provienen de las exportaciones de confecciones de su indus- 
tria textil. Aquí, eso ha desaparecido y no hay que olvidar 
que, reitero, ese sector brindaba oportunidades de trabajo a 
mucha gente que tiene una capacidad técnica limitada y tam- 
bién permitía el incremento de muchísimos puestos de traba- 
jo. Ahora no podemos competir y la situación se revierte. La 
explicación que nos han dado algunos integrantes de la Cá- 
mara de Industrias del Uruguay es que cada vez es mayor la 
brecha que existe entre nuestras exportaciones y las importa- 
ciones. ¿Qué mejor beneficio se puede otorgar a los trabaja- 
dores del país que lograr que todo lo que gastamos en impor- 
taciones se volcara a la producción y al consumo de produc- 
tos uruguayos que sean competitivos en el mercado interna- 
cional? 


Cabe indicar que los uruguayos ponen una diferencia de 
más de U$S 200:000.000 para importar artículos tales como 
telas y camisas que podrían producirse perfectamente en nues- 
tro país, pero ello no ocurre porque resulta más caro que en 
otras partes del mundo como, por ejemplo, en China, Corea y 
Taiwán, los cuales nos están invadiendo con sus productos. 


Aquí estamos hablando de bajar aportes para hechos labo- 
rales circunstanciales que van a presentarse; pero mo decimos 
que los aportes a la seguridad social inhiben a muchísimos 
empresarios a contratar empleados. El comercio del país en 
general se está vaciando de empleados, porque los propieta- 
rios no pueden pagar los costos que generan aunque los suel- 
dos no sean significativos. Los gastos fijos que corresponden 
a los aportes que hay que hacer a la seguridad social no le 
permiten a ese comerciante -pues es otra de las ramas que da 
mayor empleo a mano de obra no muy especializada- ofrecer 
puestos de trabajo. 


Al mismo tiempo -y es otra contradicción que queremos 
marcar- en el país existe, sin que nada suceda, un comercio 
informal que mueve alrededor de U$S 2.000:000.000. ¡Qué 
vamos a hablar de subsidios y preferencias cuando tenemos 
una diferencia neta de más de U$S 900:000.000 a favor de 
las importaciones con respecto a las exportaciones y cuando 
existe un comercio informal de U$S 2.000:000.000 en el país, 
que lo invade totalmente! Y digo totalmente porque ya no se 
trata de algunos Jugares de Montevideo en los que se da este 
hecho, sino que se constata en el interior, donde se le está 
otorgando sitios fijos para que compita y arruine al comercio 
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legítimamente constituido y que es el que tiene que dar fuen- 
tes de empleo. 


Señor Presidente: no quiero extenderme en este tema; por 
eso voy a abreviar una serie de reflexiones que me merece 
esta situación que estamos viviendo. 


Como dije anteriormente, voy a acompañar este proyecto 
de ley, al que miro con entusiasmo y aprovecho para felicitar 
la intención y la voluntad de quienes han trabajando en él. 
Sin embargo, lo acompaño con escepticismo. Ojalá me equi- 
voque, pero creo que es necesario -como pienso que quiso 
insinuar el señor Senador Fernández Faingold, pese a que no 
comprendí exactamente el alcance de sus palabras- ir equili- 
brando la situación, bajando a un dígito y llegando al nivel 
de países que están al alcance de los mayores progresos téc- 
nicos y de riquezas aunque, a su vez, siguen siendo protec- 
cionistas de su ecoñomía. Precisamente, otro drama que si- 
guen padeciendo los países pequeños como Uruguay es que 
tienen que competir en una economía abierta y, simultánea- 
mente, quienes tienen el control de las grandes economías 
nos marcan reglas de juego, cupos y formas de actuar en 
nuestras exportaciones. Es lo que sucede con Estados Unidos, 
Japón, en fin, con todos esos países con los cuales hemos 
tenido dificultades de penetración de nuestros productos. 


Como decía, estimo que la reducción del desempleo se va 
a ir logrando en la medida en que podamos ir adaptando 
nuestra economía y nuestro sistema laboral -terna que va a 
necesitar un estudio más profundo y de una mayor flexibili- 
zación para hacerlo competitivo a nivel internacional- con 
toda la protección que el trabajador requiera y merezca, pero 
pensando claramente que el trabajo global de un país tiene 
que ver con el futuro y la riqueza que, en definitiva, nos 
pertenece a todos. 
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Como ya hemos expresado en anteriores oportunidades, 
en este momento el Uruguay no está capacitado para compe- 
tir en el mundo, pues tiene las empresas públicas más caras 
de América, al igual que la energía y los intereses bancarios. 
De manera que invertir, proyectar y desarrollar a este país 
hacia el futuro es una tarea realmente titánica y, por ende, 
crear fuentes de trabajo para la juventud en un sistema tan 
rígido y estricto. 


Por supuesto, deseo que este proyecto de ley constituya 
una apertura para encontrar caminos -reitero que lo veo con 
escepticismo- hacia ese cambio y evolución que todos quere- 
mos. 


Es cuanto quería manifestar en esta primera incursión en 
el tema. 


9) SE LEVANTA LA SESION 


SEÑOR PRESIDENTE. - No hay quórum suficiente para 
votar, por lo que corresponde levantar la sesión. 


(Así se hace, a la hora 20 y 17 minutos, presidiendo el 
Doctor Hugo Batalla y estando presentes los señores Sena- 
dores Astori, Brezzo, Cid, Chlesa, Dalmás, Fernández Fain- 
gold, Gandini, Garat, Hierro López, Michelini, Pereyra, 
Sarthou y Segovia). 
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